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- Manifestaciones de varios señores senadores. 


Posadas Montero, que una vez terminada la 
exposición del señor senador Raffo el Senado 
pase a cuarto intermedio y continúe sesionan- 
do en forma extraordinaria los días martes, 
miércoles y jueves de la próxima semana, a 
partir de la hora 16, suprimiendo las sesiones 
ordinarias de los días que corresponda. 


1) TEXTO DE LA CITACION 


“Montevideo, 4 de junio de 1991. 


La CAMARA DE SENADORES se reunirá en sesión ex- 
traordinaria -en régimen de cuarto intermedio- el próximo 


jueves 6, a la hora 16, a fin de informarse de los asuntos 
entrados y continuar la discusión general y particular del pro- 
yecto de ley de Empresas Públicas. 

(Carp. N* 304/90 - Rep. N* 198/91 y Anexos l, II y 11D. 


LOS SECRETARIOS” 
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2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores senadores Abreu, Amorín Larra- 
ñaga, Arana, Astori, Batalla, Belvisi, Blanco, Bouza, Brue- 
ra, Cadenas Boix, Cassina, Cigliuti, de Posadas Montero, 
Gargano, González Modernell, Irurtia, Jude, Korzeniak, 
Miltor, Olazábal, Oxacelhay, Raffo, Ricaldoni, Santoro, 
Silveira Zavala, Urioste y Zumarán, 


Faltan: con licencia, los señores senadores Brause, Pérez 
y Singlet. 


3) ASUNTO ENTRADO 


SEÑOR PRESIDENTE, - Habiendo número, se levanta el 
cuarto intermedio. 


(Es la hora 16 y 09 minutos) 
«Dése cuenta de un asunto entrado. 
(Se da del siguiente:) 
“Montevideo, 6 de junio de 1991. 


La Presidencia de la Asamblea General destina Mensaje 
del Poder Ejecutivo al que acompaña un proyecto de ley sobre 
Protección e Impacto Ambiental. 


-Á la Comisión Especial de Medio Ambiente”. 
4) EMPRESAS PUBLICAS 


SEÑOR PRESIDENTE. - El Senado entra a considerar el 
único punto del orden del día: “Proyecto de ley de Empresas 
Públicas. (Carp. N* 304/90 - Rep. N* 198/91 y Anexos l, Il y 
1b”. 


(Antecedentes: ver 19a. S.E.) 
-Continúa en discusión gencral. 
Tiene la palabra el señor senador Korzeniak, 


SEÑOR KORZENIAK. - Señor Presidente: por razones de 
división del trabajo voy a analizar la parte del proyecto de ley 
de Empresas Públicas que ha venido al Senado desde un punto 
de vista predominantemente jurídico. Como siempre que for- 
mulo esta afirmación, aclaro que en modo alguno implica un 
análisis políticamente aséptico, porque el Derecho cn sí mis- 
mo na lo es; no existe norma jurídica, reglamentaria, legal o 
constitucional, que pueda pretender neutralidad política, como 
lo afirman autores tan prestigiosos como Burdeau. Detrás de 
cada norma jurídica existe una tesis política, en el buen senti- 
da de la palabra. El análisis jurídico es, pues, el análisis de 
reglas formales -en este caso del proyecto de reglas formales- 
que detrás tienen una concepción política. Esto es lo que ocu- 
rre con toda norma y acto jurídico. 


CAMARA DE SENADORES 


6 de Junio de 19%) 


Aunque es obvio y por todos conocido, voy a reiterar que 
mi posición política es sustancialmente contraria al proyecto 
de ley de Empresas Públicas, como ya lo hemos expuesto en 
la Comisión de Constitución y Legislación integrada, en cada 
una de las oportunidades en que ello fue posible. 


La interpretación que siempre hemos dado a lo que signifi- 
ca la discusión general no es, exclusivamente, lo que dice la 
letra fría del Reglamento, es decir, la conveniencia o no de 
tratar el tema previsto en la Jey, sino que consiste, básicamen- 
te, en lo que podríamos denominar -en términos un poco la- 
xos- la filosofía general de un proyecto de ley. 


Como nos encontramos, precisamente, en la etapa de la 
discusión general, me propongo poner de manifiesto una posi- 
ción que comparten todos nuestros compañeros de bancada y 
que por diversos medios hemos hecho saber, en el sentido de 
que este proyecto de Empresas Públicas es sustancialmente 
contrario a la Constitución de la República. Para apoyar esta 
afirmación es indispensable demostrar -como intentaré hacer 
lo en un razonamiento lógico cuyo planteo es elemental. que 
en materia de roles del Estado y de sus empresas públicas, la 
propia Constitución establece un modelo; en segundo lugar, 
trataré de evidenciar que el modelo que propone el proyecto 
que hoy tenemos a consideración del Senado es distinto al que 
plantea la Constitución en tercer término, el orden lógico de 
las cosas indica que es preciso comprobar -y también procura- 
ré hacerlo- que la colisión entre el modelo económico que 
habilitaría este proyecto y el que contiene la Constitución 
genera una contradicción que desde el punto de vista técnico 
se inserta en una hipótesis de inconstitucionalidad, de acuerdo 
con el derecho uruguayo. Estas son las tres partes en que se va 
a dividir mi exposición. 


¿Por qué he hecho una referencia específica, en un Hincra- 
rio de razonamiento lógico, al punto que plantea que en el 
sistema uruguayo una colisión entre un modelo económico 
establecido en la Constitución y uno habilitado por un proyec- 
to de ley implica una hipótesis de inconstitucionalidad?; por- 
que adelantándose a esta discusión, cl informe en mayoría 
presentado por la Comisión, aunque no admite de manera 
tácita que la Constitución puede tener ca su espíritu o en sus 
principios un modelo económico que no es cf habilitado por 
esta ley, plantea esta hipótesis diciendo que eso no es posible 
que se planice como una cuestión de inconstitucionalidad, 
porque en nuestro derecho la inconstitucionalidad consiste en 
que una ley viole normas, preceptos expresos de la Constitu- 
ción y no que violente su espíritu o principios. 


Considero que esa es una afirmación profunda y radical- 
mente equivocada y no es recibida ni por la doctrina ni por la 
Suprema Corte de Justicia, es decir por la jurisprudencia, 
Tampoco es recibida -y esto creo que es muy importante- por 
el Derecho Positivo porque la ley reglamentaria del capítulo 
constitucional que regula la inconstitucionalidad de las lcyes 
-ley que hoy está incorporada al Código General del Proceso- 
expresamente resuelve el punto diciendo que efectivamente la 
inconstitocionalidad consiste no sólo en una colisión con nor- 
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mas expresas de la Carta, sino también con principios de la 
misma, 


De manera que la jurisprudencia, la doctrina y el Derecho 
Positivo, como me propongo demostrar, establecen que la in- 
constitucionalidad se produce no solamente cuando una ley 
colide con una norma de la Constitución sino también cuando 
lo hace con principios que ella establece en los que, natural- 
mente, está su espíritu. 


Para ir adelantando camino habría que contestar un capítu- 
lo que pienso muy importante y que está planteado en el 
informe de la mayoría. Hay que tener en cuenta que en este 
país, que yo sepa, nadie ha discutido, desde el año 1934 hasta 
nuestros días, que si una ley viola el principio de separación 
de Poderes es inconstitucional. Cualquiera de los señores se- 
nadores sabe que la separación de Poderes no está establecida 
en ningún artículo de la Constitución, Ninguna disposición 
constitucional refería ni refiere a la separación de Poderes, 
principio que, repito, cada vez que es violentado por una nor- 
ma legal es declarado inconstitucional. En este sentido, po- 
drían acumularse una cantidad de sentencias de la Suprema 
Corte de Justicía declarando artículos inconstitucionales de 
pra ley, por violar la separación de Poderes. El principio de 
separación de Poderes, repito, no está establecido en ninguna 
norma de la Constitución, sino que se deduce del contexto de 
varios artículos de la Carta, Asimismo, tampoco se establece 
en la Constitución que uno de los tres Poderes del Gobierno 
no puede delegar atribuciones a otro. Eso nunca estuvo esta- 
blecido en ninguna Constitución ni lo está ahora. A lo sumo 
hay ahora, a partir de la de 1967, una habilitación para que 
exista la posibilidad de delegar atribuciones dentro del Poder 
Ejecutivo y dentro de los Gobiernos Departamentales. Enton- 
ces, jamás se estableció una disposición constitucional que 
dijera que no se pueden delegar funciones de Poder a Poder y, 
repito, que yo sepa, nunca en este país se ha discutido que ese 
principio, cuando es violentado por una ley, genera una hipó- 
tesis de inconstitucionalidad. Ese principio se desprende de un 
razonamiento intelectual bastante afinado. 


Como es sabido, la prohibición de que el Poder Legislati- 
vo delegue atribuciones en el Poder Ejecutivo, no existe en 
todo el mundo, La Constitución francesa lo admite en ciertas 
hipótesis, dentro de algunos límites; la Constitución inglesa, 
por ser flexible, lo admite siempre, porque el Parlamento pue- 
de modificar la Constitución por la misma forma que estable- 
ce las leyes, Es así que una ley que delegue funciones en el 
Poder Ejecutivo no es inconstitucional sino modificativa de la 
Carta Inglesa. Pero en nuestro país, como fruto de un razona- 
miento bastante complejo, por la aplicación de varios princi- 
pios, de que estamos frente a una Constitución rígida que 
establece que los tres Poderes ejercen sus competencias no 
como propias sino como recibidas del soberano, es decir, de la 
nación y por aplicación de un tercer principio que dice que las 
compelencias que se han recibido por delegación no pueden a 
su voz delegarse, se elabora el principio de que los Poderes no 
pueden delegar atribuciones en otros. Naturalmente, cuando 
una ley contraría ese principio, que no está en ninguna norma 
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expresa de la Constitución, es inconstitucional. La Suprema 
Corte de Justicia lo ha dicho cn muchas ocasiones. En este 
aspecto, ño conozco a ningún doctrino uruguayo que haya 
sostenido que como no se viola una norma expresa de la 
Constitución, no es una ley inconstitucional, Repito que no 
estoy informado de ninguna doctrina que haya sostenido eso, 
ni mayoritaria, ni minoritaria, ni de las regulares o medias. 


La conclusión a que llego es que se admite pacíficamente 
en el país el hecho de que cuando una ley contraría principios 
que están en la Constitución, aunque los mismos no estén 
recogidos en normas expresas, es una norma inconstitucional, 
Para contestar esta afirmación no puede recurrirse a una lectu- 
ra, por lo menos un poco ligera, de que la inconstitucionalidad 
es una hipótesis de contradicción entre una ley y la Constitu- 
ción en sentido formal, punto en el que todos estamos de 
acuerdo. Porque Constitución en sentido formal no sólo se 
refiere a los artículos expresos de la misma, sino también a 
sus principios y a su espíritu, cuando para interpretarla es 
técnicamente correcto recurrir a este último. Constitución en 
sentido formal en este caso sé usa para oponerla a lo que se 
llama Constitución en sentido material, que es un concepto 
abstracto, doctrinario, que no coincide con este libro de 332 
artículos más las letras que componen sus disposiciones tran- 
sitorias y especiales y que a veces incluye leyes y reglamen- 
tos, Eso es la Constitución en sentido material, es decir, nor- 
mas que por su contenido, por crear Órganos o por referirse a 
derechos individuales o sociales, tienen materia constitucio- 
nal, aunque no estén en la Constitución en sentido formal. 
Pero esto no excluye -repito la afirmación- que la inconstitu- 
cionalidad se da, no sólo cuando la ley viola normas expresas 
de la Constitución, sino, también, cuando lo hace con princi- 
pios que emergen de la misma, interpretando sa letra y su 
espíritu. Esto ha sido aceptado, como decía, por la doctrina y 
por los autores más destacados de nuestro país. 


En el año 1959 presencié una discusión, acerca de una 
norma de derecho económico, en donde se hizo una cita pica- 
resca o equivocada -preferiría esto último- de una frase del 
doctor Jiménez de Aréchaga, cuando dice que la inconstitu- 
cionalidad se da cuando se viola la Constitución formal. Natu- 
ralmente, esto es lo que acabamos de explicar. La cxpresión 
Constitución formal se entiende como oposición a Constitu- 
ción material, que es otra cosa, 


El doctor Jiménez de Aréchaga no tenía la menor duda de 
que cuando se violan los principios de la Constitución, aunque 
No se trate de una norma expresa, es una hipótesis de inconsti- 
tucionalidad, Podría citar muchos pasajes de la obra del doc- 
tor Justino Jiménez de Aréchaga donde se refiere a este pro- 
blema en la Constitución nacional. Hace mención a esto cuan- 
do comenta, entre otras cosas, un proyecto de la Suprema 
Corte de Justicia que precisamente, decía que para plantear la 
inconstitucionalidad debc indicarse qué norma o principio de 
la Constitución se viola. Se trata de una regla de procedimien- 
to sugerida hace muchos años por la Suprema Conte de Justi- 
cia y consagrada en una cantidad de sentencias. Pero por si a 
alguien se le ocurriera decir que como ese fue un proyecto de 
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la Suprema Corte de Justicia y al no ser una ley, a lo mejor las 
cosas podrían interpretarse a la inversa, es decir, como volun- 
tad jurídica oficial, conviene saber que esto está consagrado 
legalmente, 


El Código General del Proceso, en vigencia, cuyo Título 
IX se denomina Proceso de Inconstitucionalidad de la Ley y 
que está constituido por los artículos 508 y siguientes, que no 
hace más que recoger la ley que reglamentó el proceso de 
inconstilucionalidad -que está regulado por los artículos 256 y 
siguientes de la Constitución- dice, específicamente en el ar- 
tículo $12, que “la solicitud de declaración de inconstítucio- 
nalidad deberá formularse por escrito, indicándose, con toda 
precisión y claridad, los preceptos que se reputen inconstitu- 
cionales y el principio o norma constitucional que se vulnera”. 
De manera que ponernos a discutir sí la inconstitucionalidad 
se da sólo cuando se vulnera una norma o también cuando se 
vulnera un principio, me parece que es un poco bizantino. No 
hay que tener en cuenta sólo lo que ha dicho la doctrina o la 
Suprema Corte de Justicia, sino, también, lo que expresa la 
ley reglamentaria de la Constitución. La misma dice que la ín- 
constitucionalidad se da cuando se viola una norma o un prin- 
cipio de la Constitución. 


Por si alguien hiciera una lectura un poco miope del Inciso 
Primero del artículo 512, alcanzaría con leer el inciso Segun- 
do que dice que “la petición indicará todas las disposiciones o 
principios constitucionales que se consideren violados”. Se 
reitera: principios, 


Repito que no me parece que haya que abundar más para 
demostrar que la inconstitucionalidad de una ley se da cuando 
se violan normas de la Constitución o principios de la misma. 


SEÑOR SANTORO. - ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor senador? 


SEÑOR KORZ“NIAK. - Sí, señor senador. 


SEÑOR PRESIDENTE, - Puede interrumpir el señor sena- 
dor, 


SEÑOR SANTORO. - Señor Presidente: comenzamos por 
pedir excusas al señor senador Korzeniak, que está haciendo 
una muy documentada e ilustrativa exposición sobre la in- 
constitucionalidad y los procedimientos y formas que en cada 
caso corresponden, 


Nosotros, que tenemos en nuestra actuación algunos años 
dedicados a la actividad profesional en el ramo de la aboga- 
cía, en este instante recordamos que con anterioridad a la ley 
que reglamentó el recurso o acción de inconstitucionalidad, 
era muy frecuente por ejemplo en materia de desalojos -noso- 
tros pecamos muchas veces- que en la imposibilidad, de pro- 
ceder a evitar el inminente lanzamiento, interpusiéramos una 
especie de mecanismo, no muy santo en materia de derecho, 
pero que se utilizaba, a los efectos de prolongar y de alcanzar 
una alongadera -como se dice en antiguo, derecho- para pro- 
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curar algunos días más de respiro para aquel que iba a sufrir 
un lanzamiento. 


La ley que reglamentó todo este problema, trató de evitar 
estas situaciones y, naturalmente que la referencia que hace 
no solamente a la norma, sino también a los principios, es con 
la finalidad de evítar que se pusiera una valla para que no se 
utilizara en forma exagerada el elemento de la inconstitucio- 
nalidad. 


Por esas razones, señor Presidente, creemos que la forma 
tan genérica, tan amplia, en que el señor senador Korzeniak 
está formulando las referencias a las posibles inconstituciona- 
lidades, donde reitera en forma permanente que no solamente 
se refiere a una norma, sino, también, a los principios, nos 
hace pensas que esta norma reglamentaria procuró evitar la 
exageración de las inconstitucionalidades. 


Por tales motivos, apreciaríamos que si fuera posible ahon- 
dara -ya que está desarrollando tan ilustrativa exposición- 
para determinar, en referencia a los principios, hasta dónde 
alcanza la posibilidad de interponer el recurso de inconstitu- 
cionalidad. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor sena- 
dor Korzeniak. 


SEÑOR KORZENIAK. - Precisamente iba a abordar el 
punto a que hace referencia el señor senador Santoro. Me 
interesaría destacar que el artículo 512 reglamentario, que se 
refiere a los principios o normas, no fue dictado con la finali- 
dad de evitar las chicanas que algunos abogados planteaban 
para hacer alongaderas con acciones de inconstitucionalidad. 
Fue dictado, precisamente, para solucionar de una vez por 
todas una controversia como la que el informe en mayoría 
nuevamente planica y es la de decir que sólo cuando se violan 
normas expresas se puede planicar la inconstitucionalidad. 


La norma a la que alude el señor senador Santoro para 
evitar las alongaderas, es otra. Se trata del artículo 515 del 
Código General del Proceso que permite a la Suprema Corte 
de Justicia, en una solución absolutamente inédita en nuestro 
país, rechazar de plano la cuestión de inconstitucionalidad, 
cuando en circunstancias similares ya se había planteado esc 
tema y había sido resuelto. 


En consecuencia, este artículo $12 que estaba utilizando, 
no tiene ni de lejos el fundamento que señala el señor senador 
Santoro, sino el que yo estaba tratando de explicar. 


Mi intención, no es tracr a esta discusión, un tema teórico, 
sino un asunto provocado especificamente -y me voy a permi- 
tir una expresión pintoresca- por una “apertura de paragias” 
que tiene eb informe en mayoría sobre este proyecto de ley de 
empresas públicas. Es más, sin que nadie lo hubiese planteado 
en Comisión en estos términos tan extensos, igualmente queda 
planteado de antemano. 


Concretamente lo que quiero decir es que en la Comisión 
de Constitución y Legislación, no tuve oportunidad de realizar 
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esta exposición que va, prácticamente, dirigida al Capítulo I 
de la ley, que es el que establece lo que yo denomino “filoso- 
fía de la ley”. Por esta razón, en esta consideración general 
me voy a referir a los dos primeros artículos que, de acuerdo a 
una reforma que se ha distribuido a último momento, pasarían 
a ser tres, 


Por otro lado, a efectos de despejar una incógnita -por si 
ella fuera planteada como una escaramusa de procedimiento- 
deseo manifestar que cuando este Capítulo 1 se trató -salvo en 
las dos primeras sesiones- quien habla estaba con licencia por 
razones de viaje y, luego de su regreso, en una de las sesiones 
de la Comisión se solicitó que el mismo fuera votado. Asimis- 
mo, tuve la intención -y así lo hice- de anunciar que tenía 
objeciones constitucionales de sustancia respecto a este Capí- 
tulo, por el modelo que en el mismo se consagraba. 


Por esa razón, solicité que no se votara en ese momento, 
ya que pensaba que podían resultar de alguna utilidad, aunque 
no se compartiera totalmente, mis objeciones. 


Finalmente, se votó el Capítulo I y recuerdo haber recurri- 
do a una especie de “bizantinismo”, solicitando que se votara 
si esa era la intención o, por el contrario, que se reflexionara, 
postergando la votación para otra sesión. Personalmente, tenía 
la intención -incluso lo anuncié- de realizar una exposición en 
ese sentido y, este fue uno de los motivos por los cuales en- 
tendí que debía presentar renuncia a la Presidencia de la Co- 
misión de Constitución y Legislación ya que, efectivamente, 
ese mismo día fue votado el Capítulo 1. 


SEÑOR DE POSADAS MONTERO. - ¿Me permite una 
interrupción, señor senador? 


SEÑOR KORZENIAK. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR DE POSADAS MONTERO. - Es simplemente 
para realizar una aclaración. 


A medida que iba escuchando la exposición del señor se- 
nador Korzeniak, le of repetir en varias oportunidades, que el 
informe en mayoría -como se sabe fue redactado por quien 
habla- establece a texto expreso que para que haya inconstitu- 
cionalidad, debe haber violación de una norma concreta. Me 
llamó la atención esta afirmación, porque no recuerdo haber 
escrito algo así. 


Efectivamente, lo que el informe establece es algo bastan- 
te diferente ya que expresa que “la Constitución no admite 
otras hipótesis de inconstitucionalidad de las leyes, que aque- 
llas basadas en razones de forma o contenido”, y creo que en 
eso todos estamos de acuerdo. Asimismo, el parágrafo termina 
diciendo que las inconstitucionalidades de espíritu no obran 
entre sus disposiciones. 
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Pienso que sobre el último punto también debemos coinci- 
dir y observo que dentro de su oratoria, el señor senador 
Korzeniak, con gran habilidad, se va aproximando a lo inter- 
cambiable entre los principios y el espíritu, que como todos 
sabemos son bastante diferentes. 


Muchas gracias, señor senador. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor sena- 
dor Korzeniak. 


SEÑOR KORZENIAK. - Observo con agrado que las dos 
interrupciones que he concedido con mucho beneplácito, se 
han referido exactamente a la frase a partir de la cual pensaba 
desarrollar ese punto concreto. Es más; si se pudiera revisar la 
versión taquigráfica de hoy mismo se observará que cuando 
manifesté que el informe establece que sólo son las normas 
las que deben atacarse a través de una ley, no afirmé que 
cuando viola los principios no existe hipótesis de inconstitu- 
cionalidad. Precisamente iba a explicar que la referencia he- 
cha por el informe en mayoría está dirigida al espíritu de la 
Constitución. 


Cabe entonces preguntarse, qué es lo que ocurre, señor 
Presidente. Sucede que muchas veces violar el espíritu impli- 
ca violar directamente una norma y a menudo es más directo 
transgredir un principio. Para interpretar cualquier norma de 
la Constitución, en muchos casos, es necesario recurrir al es- 
píritu de la Carta o de la norma. 


En consecuencia, violar el espíritu de una norma o de un 
Capítulo muchas veces implica no sólo violar principios de la 
Constitución, sino concretamente normas de la misma, porque 
el proceso intelectual de cualquier juez que va a estudiar una 
inconstitucionalidad es interpretar la ley, la Constitución y, 
posteriormente, verficar si esos dos resultados coinciden o se 
contradicen. Esto lo podemos vincular con lo que manifestó 
hace muchos años el Juez Marshall, en Estados Unidos, y que 
sigue siendo una verdad absolutamente indiscutible. 


En resumen, lo que deseo explicar es que la expresión que 
está contenida en el informe es bastante más osada y equivo- 
cada que la de afirmar que no hay inconstitucionalidad cuan- 
do se violan los principios. Muchas veces la violación del 
espíritu de la Constitución implica la violación de una de sus 
normas, ya que para interpretarla se debe ir al espíritu de la 
misma. Esto se debe realizar en todos aquellos casos -lo esta- 
blece el Código Civil respecto a las leyes, aunque también es 
aplicable a la Constitución- en que la disposición no resulte 
clara y, entonces se debe ir a su intención o espíritu claramen- 
te manifestados en ella misma o en la historia fidedigna de su 
sanción. Esto, sin perjuicio de que en el caso constitucional, el 
tema de la interpretación por antecedentes tenga alguna parti- 
cularidad. 


Por otro lado, deseo leer un párrafo de una sentencia de la 
Suprema Corte de Justicia -N* 77, año 1965- que está trans- 
cripto por el profesor Véscovi, en el único libro específico que 
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existe sobre el proceso de inconstitucionalidad de la ley en el 
Uruguay. Esto no quiere decir que sea la única obra sobre el 
tema, porque sobre la inconstitucionalidad se ha escrito mu- 
cho. Concretamente, en la página 123 de esta obra se estable- 
ce: “En efecto al considerar la colisión” -o sea el choque O 
contradicción- “el juez deberá considerar no sólo la letra, sino 
el espíritu y fines de ambas normas”. Esto es lo que establece 
la doctrina y, además, es obvio que si existe contradicción 
entre dos disposiciones hay que estudiar la interpretación de 
las mismas para ver si efectivamente es así o si pueden armo- 
nizar. 


En definitiva, este es el tema teórico que he intentado 
despejar. Existe una tesis que fue bastante común durante el 
siglo pasado en el Uruguay -aunque tiene honrosas excepcio- 
nes luego de 1860, a partir de algún juez de paz muy valiente- 
bajo la vigencia de constituciones que para nada hablaban de 
este tema de la inconstitucionalidad de las leyes. Se trata 
entonces de despejar una tesis totalmente fuera de moda en el 
Derecho Comparado y fuera de lugar en nuestro país -la doc- 
trina, la jurisprudencia y cl Derecho positivo la rechazan- que 
establece que poco menos que hay que encontrar una contra- 
dicción de la letra de un artículo con la letra de una norma 
constitucional, 


Personalmente no deseo caricaturizar esa parte de! informe 
en mayoría, simplemente intento reflejar que muchas veces se 
violan principios de la Constitución y que estos figuran en el 
texto, en el contexto y en el espíritu de la misma. 


Seguidamente intentaré demostrar que la Constitución tie- 
ne establecido en su texto un modelo económico. Cuando 
hablo de texto, ello incluye a las normas y principios, para 
cuya interpretación es necesario ir al espíritu. 


Por otra parte, este modelo económico, aunque haya reci- 
bido diversos nombres, no es otro que un modelo de Estado de 
derecho, de democracia social, de Estado benefactor o inter- 
vencionista cn materia económica. Estas son tres denomina- 
ciones que se le han atribuido a partir de la tercera década de 
este siglo. No obstante, existen otras denominaciones aunque 
en la jurisprudencia norteamericana haya predominado la del 
Estado benefactor. 


Trataré de demostrar de dónde surge ese modelo de texto, 
espíritu y principio de la Constitución, que se caracteriza por 
varias cosas muy conocidas que se establecieron en el Uru- 
guay a partir de 1934, como es sabido por todos. Hubo gran- 
des influencias de la Constitución alemana de Weimar de 
1919, la republicana española de 1931, la austríaca de 1920 y 
muchas más. Á partir de la tercera década de este siglo, nues- 
tro Estado intervino con cierta intensidad en materia económi- 
ca, 


Este modeio tiene varias características. Por un lado, la 
consagración de los llamados derechos sociales, además de 
los derechos individuales. Por otro, el Estado tiene deberes 
positivos en materia de derechos; no debe limitarse a no inter- 
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venir cuando alguien ejercite un derecho individual, sino que 
está obligado a que ellos se cumplan. La última característica 
que enumeraré fue discutida desde el año 1911 por el Herre- 
rismo y por el Batllismo, utilizando expresiones distintas a las 
de ahora como, por ejemplo, “estatismo” y “empresismo”. No 
desconocemos la larga discusión que ha ocasionado este tema 
y hoy día ella se reitera. 


La intervención del Estado, a partir del aña 1934 en mate- 
ria económica, se consagra en numerosas normas. Trataré bra- 
vemente de describir algunos artículos de dicha Constitución 
que consagran este modelo intervencionista o benefactor en 
materia económica. Aunque tengo mi opinión formada, que es 
conocida en mi círculo de amigos -no pretendo que dicha 
posición sea conocida en el país ni en ámbitos más amplios- 
considero que el lema no es juzgar si ese modelo es bueno o 
no, porque eso lo harán con mayor propiedad mis compañeros 
de bancada, que podrán compararlo con el que habilita este 
proyecto de ley que estamos estudiando. Este modelo es bási- 
camente liberal e individualista y permite que el Estado y sus 
empresas públicas se retiren de la intervención económica en 
una proporción tan importante como para acercarse a los co- 
metidos estatales que tenía de acuerdo con las Constituciones 
de 1830 y 1918. 


Sobre la mesa tengo anotadas alrededor de treinta disposi- 
ciones constitucionales, de las cuales voy a hacer referencia a 
las que considero más importantes y que técnicamente consti- 
iuyen el abecé de quienes demuestran, en el Derecho Consti- 
tucional Comparado del Siglo XX, el llamado modelo de Es- 
tado intervencionista en materia económica, o benefactor o de 
democracia social y no Estado de democracia liberal indivi- 
dualista o liberal clásica o liberal burguesa, como la han lla- 
mado algunos autores uruguayos comio, por ejemplo, el doctor 
Alberto Ramón Real en su trabajo sobre el modelo del Estado 
uruguayo. 


SEÑOR BOUZA. - ¿Me permite una interrupción, señor 
senador? 


SEÑOR KORZENIAK, - Sí, señor senador. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR BOUZA. - He venido escuchando con mucha 
atención el desarrollo realizado por el señor senador Korze- 
niak que entiendo posee una lógica muy rescatable. Pero me 
parece que fundamentalmente se orienta a señalar que nuestra 
Constitución tiene un espíritu intervencionista en el que pre- 
domina la actividad económica del Estado, Según expresiones 
del señor senador Korzeniak, esto comienza a partir de la 
reforma constitucional de 1934, 


Considero que para hacer un análisis completo debemos 
ubicarnos en los antecedentes históricos y en las diferentes 
épocas. En 1934 el Uruguay tenía un sistema político no de- 
mocrático. La Constitución de ese año -y en esto voy a discre- 
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par con el sector herrerista- fue sancionada por las fuerzas 
políticas que acompañaron el golpe de estado de 1933, funda- 
mentalmente por los sectores colorados conservadores, que 
desplazaron a las fuerzas predominantes dentro del Partido 
Colorado, y el herrerismo, que también tenía un pensamiento 
conservador desde el punto de vista político y económico. 
Dicha Constitución tuvo una orientación fundamentalmente 
corporativista, No olvidemos que en esos tiempos estaban pro- 
liferando, en importantes regiones del mundo, pensamientos 
de este tipo como el falangismo en España y el fascismo en 
Italia, que proponían un agudo intervencionismo y una fuerte 
predominancia del Estado sobre la sociedad. Estos pensamien- 
tos fueron los que influyeron en los constituyentes de 1934, 


Para ser lógicos con el razonamiento del señor senador 
Korzeniak, me pregunto si hoy, sesenta años después de la 
sanción de esa Constitución, los uruguayos tendremos que 
reivindicar el pensamiento corporativista en la organización 
del Estado uruguayo cuando ya nadie en el mundo -afortuna- 
damente- cree en esas ideas. 


Me parece muy importante que seamos contemporáneos 
de nuestro tiempo y que tratemos de darles a nuestra Constitu- 
ción e instituciones la forma y la organización del pensamien- 
to que hoy predomina en el mundo. Precisamente a eso es que 
tiende el proyecto que está en discusión en el Senado. 


Si desde la Perestroika del señor Presidente Gorbachov, 
pasando por la Europa Oriental, se ha abandonado definitiva- 
mente la idea de un Estado predominantemente totalitario e 
intervencionista, y desde esas latitudes se abraza la solución 
de un Estado más liberal y de un mercado predominante, ¿en 
nombre de un senador del Frente Amplio vamos a reivindicar 
una interpretación corporativista que tiene orígenes fascistas 
para seguir explicando nuestra Constitución? 


Al respecto se me podrá decir que ese pensamiento tam- 
bién tiene orientaciones socialistas. Pero también sabemos 
que Mussolini fue socialista y, sin embargo, recordemos cómo 
terminó. $ 


Reivindico para el Batllismo un pensamiento liberal, que 
estuvo vigente hasta la muerte de Batlle y Ordóñez, ya que 
hoy seguimos bregando por él con la misma orientación de un 
Estado que no someta al individuo y una sociedad basada en 
el respeto de los derechos individuales y no en un Estado 
sobredimensionado, manejado por burócratas que creen que 
pueden resolver el destino de la gente. 


Considero que esa es una diferencia filosófica importante, 
pero no podemos admitir en silencio que se nos diga que a la 
Constitución nacional hay que interpretarla de acuerdo con el 
origen filosófico de las reformas de 1934. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor sena- 
dor Korzeniak. 


SEÑOR KORZENIAK. - Aunque hace algún tiempo me 
hice la promesa de que jamás iba a negar una interrupción, 
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luego de contabilizar cl tiempo que insumieron las mismas, 
debo manifestar que en esta sesión no concederé más, porque 
no puedo desarrollar mi exposición, sobre todo cuando estas 
interrupciones son para atribuirme cosas que no he dicho. Por 
lo tanto, pido excusas a todos los señores senadores y los 
invito a que no me interrumpan. 


El planteo que acaba de hacer el señor senador Bouza, 
aparte de afirmar que quien habla estaba reinvindicando una 
interpretación a la luz del fascismo de la época del 34 o del 
corporativismo, es un tema que me gustaría que lo debatieran 
aquellos sectores que acompañaron el golpe de estado de 
1933, contra los que no lo hicieron. En consecuencia, no me 
voy a pronunciar sobre este asunto porque desde el punto de 
vista de los partidos a que hemos pertenecido -me refiero al 
Partido Socialista y a la gente que integra el Frente Amplio- 
nunca hemos tenido vacilaciones frente al nazismo, al fascis- 
mo 0 a los golpes de estado que históricamente se han sucedi- 
do en este país. 


A raíz de la interrupción del señor senador Bouza, quiero 
explicar que el modelo económico y social de Estado benefac- 
tor o intervencionista, establecido en la Constitución de 1934, 
no sólo se mantuvo, sino que se acentuó en la Carta de 1942. 
Al respecto, no sé si los señores senadores que representan al 
Batllismo tienen las mismas precauciones por las circunstan- 
cias de facto que se vivieron. Pienso, además, que se pronun- 
ció aún más en la Constitución de 1952 manteniéndose en la 
de 1967. Esto es lo que, naturalmente, me propongo demos- 
trar, porque sería bastante inadecuado. Pido a los señores se- 
nadores que me hagan el honor de no creer que con esto no 
estoy haciendo una interpretación de la Constitución de 1934, 
Lo que intento es interpretar la Carta de 1967, que ha seguido 
iladamente -como ha ocurrido en todo el constitucionalismo 
moderno- el modelo de Estado de Derecho democrático, so- 
cial, benefactor o intervencionista que, efectivamente, se in- 
stauró en la de 1934, 


Deseo aclarar que en ningún momento dije que ni en mate- 
ria económica ni en ninguna otra, el Estado uruguayo predo- 
mine frente a los individuos. No he dicho tal cosa ni integra el 
concepto de Estado benefactor ni intervencionista en materia 
económica; tampoco me referí a un Estado que no promueve 
los derechos económicos y sociales. Todos estos conceptos 
fueron manejados con muchísima claridad por el señor José 
Batlle y Ordóñez. 


De la misma manera lo ha hecho el señor Luis Batlle, con 
menor impacto que el primero, porque el señor Batlle y Ordó- 
flez, antes de que el constitucionalismo moderno se implanta- 
ra, propuso el modelo de Estado benefactor para nuestro país. 
Esto lo afirmamos sin ninguna clase de dudas. 


Continuaré con mi exposición a fin de demostrar por qué 
las Constituciones uruguayas de 1934, 1942, 1952 y la de 
1967 -que creo que contó con el apoyo del sector a que perte- 
nece el señor senador que hizo la interrupción, de manera 
muy enfática- establecen el derecho de propiedad, no sola- 
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mente como derecho individual, sino como función social, 
Esta es una de las características típicas del Estado Interven- 
cionista en materia económica. No me referí al Estado que 
predomina sobre las personas, palabras que me atribuyeron 
gratuitamente. 


Por otra parte, el artículo 32 de la Constitución uruguaya 
dice: “La propiedad es un derecho inviolable, pero sujeto a lo 
que dispongan las leyes por razones de interés general”, Natu- 
ralmente, esto no es así en las Constituciones de 1830 ni en la 
de 1918. Lo que no expresa es que simplemente se puede 
privar de su uso por la vía de la expropiación, Dice que se 
trata de un derecho inviolable, salvo las limitaciones estable- 
cidas por la ley, por razones de interés general. Esto consta en 
las Constituciones de 1934, 1942, 1952 y también en la de 
1967, Este hecho es el que básicamente, le da el carácter 
social a la propiedad. Inclusive, esta función social ha sido 
destacada en muestro país por distintas personalidades como el 
doctor Real, por el doctor Sayagués Laso, por algunos jueces 
y, lógicamente, por la Doctrina que difícilmente no acepte ese 
que tiene. Esta, por supuesto, reconoce el carácter social que 
este derecho poses. 


De manera que la noción típica que se tiene del derecho de 
propiedad como “sagrado”, no permanece. Esto estaba esta- 
blecido en la Constitución de 1830 que decía que este derecho 
era sólo susceptible de que el Estado la tomara en expropia- 
ción. Esto cambió en la Carta de 1934 y sigue así hasta el día 
de hoy. Por otra parte, el modelo de la Constitución uruguaya, 
Aa través de varias disposiciones, establece un Estado que in- 
terviene activamente en la economía. Esto no quiere decir que 
no exista en nuestro sistema una economía privada. Á nadie se 
le ocurre que en las plantaciones de tomates, en la industria 
automotriz o en el consumo de papas, vaya a intervenir el 
Estado. A voces lo hace para controlar o regular los precios 
cuando hay abusos, pero siempre respetando la economía pri- 
vada, Esta, en nuestro país, significa un porcentaje muy alto si 
comparamos con atros países del mundo, tal como lo demos- 
trarán nuestros comyaieros de bancada, con mayor versación 
en el tema. > 


Por otra parte, el Estado no sólo interviene en estos aspec- 
tos sino que protege la industria nacional, cosa que está esta- 
blecida en textos expresos, algunos de ellos agregados en la 
Constitución de 1967 que, si es posible, pasaremos a leer. Por 
ejemplo, uno de ellos dice que se sustituirán bienes de expor- 
tación y que se protegerán aquellos que son producidos en el 
Uruguay. Otro artículo -establecido en la Constitución de 
1934 y que persiste actualmente- expresa que no hay organi- 
zación comercial ni industrial trustificada en nuestro país, sin 
el contralor del Estado. Cuando se habla de organizaciones 
comerciales o industriales trustificadas, no se refiere al insti- 
tuto específico del “trust” angloamericano o anglosajón ni 
mucho menos, sino a toda organización comercial o industrial 
que regula varias etapas de la producción. La palabra “trust” 
tiene un sentido muy amplio e inclusive se explica cada vez 
que se menciona en la Constitución y nadie lo discute. El 
Estado tiene un rol de intervención en materia económica de 
contralor en este aspecto. 
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Consideramos que en la Constitución de 1967 -a diferencia 
de lo que parecería surgir de alguna de las interrupciones que 
se me han hecho- se acentuó la importancia del rol del Estado 
en materia económica. Esto es así y fue reconocido por el 
representante del Poder Ejecutivo, doctor Durán Martínez, en 
la Comisión de Constitución y Legislación. En tal oportunidad 
nos informó sobre el proyecto de ley e hizo referencia a la 
sustitución del Estado liberal por el Estado social de derecho. 
Sin embargo, no logró explicar cómo compatibilizar ese Esta- 
do social de derecho -que lo admite expresamente en esos 
términos- con un proyeclo que, por otro lado, establece un 
modelo de Estado liberal clásico, similar al Estado juez y 
gendarme, aunque con algunas actividades de servicio intro- 
ducidas ya en 1918. 


A. mi juicío, la Constitución de 1967 acentuó la interven- 
ción del Estado en aspectos muy importantes de la economía. 
Uno de ellos, tuvo origen en la doctrina económica, que en 
parte fue esbozada por un eminente compañero que siempre 
menciono y a quien hoy, como siempre le brindo homenaje, 
que es el extinto Presidente Constitucional de Chile, doctor 
Salvador Allende. Allí nació la doctrina del Presupuesto por 
programas, sistematizada, entre muchos otros autores, por 
Gonzalo Marmer. Este aspecto fue introducido y reglamenta- 
do por la Constitución de 1967, En tal sentido, se estableció 
que en el futuro los Presupuestos deberían hacerse señalando 
Objetivos, metas y programas para que el Estado supiera lo 
que gasta, cómo y para qué fin. 


En última instancia, el Presupuesto por programas es un 
Presupuesto planificado, En realidad, todos los Presupuestos 
son Programas de gastos y de ingresos, No obstante, en el 
momento en que se habló del Presupuesto por Programas y en 
la Constitución se introdujeron los artículos 214 y concordan- 
tes, se incluyó expresamente el elemento de que aun en una 
norma, antes puramente descriptiva y previsora de ingresos, se 
establecieran planes y programas, 


En forma concomitante, y tomando como base algunos an- 
tecedentes como el de la CIDE, en el Uruguay se creó la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto como una institución 
que tiene dos grandes cometidos: la planificación y el presu- 
puesto. Si de facto la hacen derivar en una oficina que se 
dedica solamente al presupuesto, ése es otro tema; ahora, con- 
cretamente, estoy analizando cuál es el modelo que se consa- 
gra en la Constitución, 


El Gobierno tiene derecho a decir que no comparte cse 
modelo, pero en caso de que se quiera apartar de él, debe 
modificarlo expresamente por las vías de reforma constitucio- 
nal, que siempre requiere plebiscito. Eso es lo que han hecho 
casi todos los gobiernos latinoamericanos que han pretendido 
introducir reformas económicas importantes. Por ejemplo, 
cabe citar al Gobierno de México, cuya Constitución la segui- 
mos nombrando como la de 1917, es decir la de Querétaro, 
que fue una de las inspiradoras del modelo de Estado benefac- 
tor uruguayo, Dicha Constitución ha tenido más de 327 refor- 
Tnas, y una de ellas -la de 1983- pretendió habilitar un nuevo 
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capitulo en materia de normas económicas. En ese sentido, el 
doctor Durán Martínez, representante del Poder Ejecutivo, 
manifestó que quería establecerias en este proyecto. Pero los 
mexicanos tuvieron el prurito formal de cambiar primero el 
modelo constitucional y establecieron la rectoría del Estado, 
es decir, controlando y dictando normas pero señalando que el 
principio de la iniciativa privada iba a regir la economía en el 
futuro a fin de que el Estado se retirara de esa actividad. Esas 
reformas se hicieron en 1983, en los primeros meses de la 
asunción de Miguel de Lamadrid como Presidente de México. 
Después, el modelo que los mexicanos establecieron por vía 
legal y reglamentaria -aunque ajustándose a la Constitución 
que previamente reformaron- se llevó a cabo. 


El Poder Ejecutivo, a través del doctor Durán Martínez 
expresó -con términos de novedad idiomática- que el Estado 
pretende retirarse de las actividades “prestacionales” y au- 
mentar las de control, Si el Poder Ejecutivo entiende que eso 
es lo que debe hacer, considero que previamente debe modifi- 
car el modelo de la Constitución, lo que implicaría -como 
sucede hasta para cambiar una coma- someterlo a plebiscito. 


SEÑOR GARGANO. - Pido la palabra para una cuestión 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR GARGANO. - Formula moción en el sentido de 
que se prorrogue el término de que dispone el orador. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la moción formula- 
da. 


(Se vota:) 
-26 en 27. Afirmativa. 
Puede proseguir el señor senador Korzeniak. 


SEÑOR KORZENIAK, - Entiendo que el modelo de la 
Constitución no se ha modificado previamente como para pre- 
tender introducir por vía de ley ordinaria, otra modelo por lo 
que, a mí juicio, considero que es inconstitucional. 


Antes de analizar el modelo consagrado por este proyecto 
-al que voy a dedicarle el tiempo que me resta- quiero puntua- 
lizar algunos aspectos. 


Tengo la convicción -no estoy incitando a que esas cosas se 
hagan, ni pensando que se vayan a hacer; sin embargo, me he 
enterado de que quizás se realicen- de que algunas personas 
demuestran que tienen interés directo, personal y legítimo, tal 
vez planteen acciones de inconstitucionalidad respecto a este 
proyecto, y si otras entienden que se debe buscar la manera de 
que sea el pueblo el que se pronuncie sobre este proyecto de 
ley, quizás se promueva una reforma constitucional para que, 
por ejemplo, se restituyan los cometidos que tiene actualmen- 
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te el Estado, antes de aprobarse éste, lo que se plebiscitará en 
su momento. 


He escuchado en algunos ambientes sindicales -si no me 
equivoco, en algunos sectores de AEBU- y he leído en la 
prensa que ése es el propósito, También si alguien -me refiero 
a individuos- entiende que como resultado de este proyecto se 
producen daños patrimoniales, no comunes, tal vez tengan 
lugar acciones por indemnización patrimonial contra el Esta- 
do. Quiero aclarar que no las estoy sugiriendo. Simplemente 
digo que sobre la base de un principio de inconstitucionalidad 
que, a mi entender, tiene este proyecto, ello pueda ocurrir en 
nuestro país. Eso tendrá lugar con aliento para algunos que se 
van a afirmar en sus convicciones y, para otros, con desaliento 
que, tal vez, pensaban que el nuevo proyecto era mejor. 


A continuación, voy a señalar cuál es el modelo que consa- 
gra este proyecto de ley. 


Señor Presidente: a mi juicio, el modelo está muy claro en 
los artículos 1% y 2% de esta propuesta legal que tenemos a 
consideración del Senado. Respecto a ellos -y utilizando una 
expresión un poco dura- debo expresar que me da la impre- 
sión de que estan redactados con una imprecisión casi enciclo- 
pédica. Digo esto porque, por ejemplo, se habla de servicios 
públicos, sociales y esenciales. Se trata de tres conceptos de 
alcance muy discutido en la doctrina uruguaya y respecto de 
ellos se establece un tratamiento, una solución legal. Entiendo 
que son conceptos bastante equívocos. 


Quienes nos hemos formado en la Facultad de Derecho en 
la década de 1950 -y de ahí en adelante continuó siendo así- 
contamos con una sistematización de un brillantísimo profesor 
que tuvo este país lo fue Sayagués Laso, quien distinguió cua- 
tro categorías entre los cometidos del Estado -que, reitero, 
quienes pasamos por sus clases lo recordamos- hablando de 
servicios esenciales, públicos, sociales y actividades industria- 
les y comerciales, a las que él denominó como de los particu- 
lares y en relación con las que el Estado las tiene a su cargo, 


Me parece que es bastante ligero o, por lo menos, descuida- 
do, que una ley se refiera a estos conceptos dando por supues- 
to que todo el mundo interpretará de igual forma a como lo 
hacía nuestro recordado y célebre profesor Enrique Sayagués 
Laso, siendo que en realidad se trata de cuatro conceptos 
-servicios esenciales, públicos, sociales y actividades comer- 
ciales e industriales, que parecen ser las más sencillas de 
entender- sobre los que la doctrina uruguaya, e inclusive la 
jurisprudencia, tienen opiniones muy variadas, y ni que hablar 
si esto lo trasladamos al Derecho Comparado. 


Cuando hablamos de servicios públicos, por ejemplo, pue- 
do pensar que esta clasificación hecha por el profesor Saya- 
gués Laso fue la que tuvo en cuenta quien redactó originaria- 
mente estos dos artículos; pero lo peor de todo es que, a 
veces, hasta la propia Constitución y las leyes se refieren a 
este terna en Otro sentido. 


394 COS. 


Por lo tanto, repito, creo que hasta con benevolencia hay 
que decir que se apuraron y que no es suficiente utilizar dos o 
tres paginitas de lo escrito por el profesor Sayagués Laso para 
manifestar que esta es la clasificación que hay que emplear. 


El artículo 24 de la Constitución es nada menos que el que 
habla sobre la responsabilidad del Estado, incluyendo dentro 
de la expresión “servicios públicos” lo que este proyecto de 
ley denomina como servicios esenciales. Ante esto, entonces, 
lo menos que se puede exigir es que quien redacta un proyecto 
de ley deba definir qué entiende por servicios públicos esen- 
ciales o sociales, aunque lo relativo a servicios sociales fue 
agregado a último momento, porque si mal no recuerdo no 
constaba en el texto anterior. Fue agregado, aparentemente, 
para que el Estado no pueda entregar a empresas particulares, 
por vía de contrato, los servicios relativos a la enseñanza y a 
los hospitales, o para evitar -fue lo que interpretó quien habla- 
que alguien lo pudiera hacer. No digo, señor Presidente, que 
eso es lo que van a hacer el Poder Ejecutivo y los Directorios 
de los Entes Autónomos, sino que este proyecto habilitaba a 
que se pudiera realizar. 


Como dije, por este nuevo texto ahora se excluye a los ser- 
vicios sociales quizás para evitar que ocurra la circunstancia a 
que me referí anteriormente; sin embargo, veamos hasta dón- 
de este proyecto puede habilitar que ello se haga. Este proyec- 
to de ley, por ejemplo, permite que todos los servicios públi- 
cos nacionales puedan ser entregados en régimen de conce- 
sión, de acuerdo con la redacción del artículo 1*, 


Por otra parte, señor Presidente, me sentí muy halagado al 
ver que en esta nueva redacción se agregó una frase que ex- 
presa que los concesionarios no podrán expropiar por su cuen- 
ta. Digo que me sentí muy halagado porque el día en que no 
se me permitió hacer una exposición completa sobre este Ca- 
pítulo 1, debido a que se realizó una votación que personal- 
mente consideré como apresurada, realicé algunas preguntas, 
como por ejemplo si los señores miembros de la Comisión 
tuvieron en cuenta que, de acuerdo con la ley de 1912, los 


concesionarios pueden expropiar, y observo con agrado que' 


este proyecto de ley dice expresamente que no lo pueden 
hacer. Entonces, por lo menos esa preocupación tan puntual 
que manifesté fue contemplada por quienes redactaron esta 
iniciativa. 


Sin perjuicio de lo expuesto, no sé si se contempló, por 
ejemplo, otra serie de derechos que los concesionarios reciben 
generalmente cuando se les otorga una concesión. 


Hay un trabajo de un importante jurista, que en la actuali- 
dad es Ministro de Defensa Nacional, el doctor Brito, profesor 
de la Cátedra de Derecho Administrativo, que se denomina 
“La Concesión del Servicio Público”, publicado en el Cuader- 
no N? 22 de la Facultad de Derecho, que en su página 61 y si- 
guientes tiene una lista habitual de lo que se le otorga al con- 
cesionario normalmente por entregársele la concesión de un 
servicio público, dando por sentada la definición que hace el 
profesor Sayagués Laso sobre este aspecto y no lo que expresa 
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la Constitución, que incluye entre los servicios públicos la de- 
fensa, la policía y las relaciones exteriores, tal como lo hacen 
los artículos 24 y 25. Asimismo, la jurisprudencia reciente, 
que acaba de conceder indemnizaciones por actividad dañina 
para los particulares en esos servicios públicos, confirma esta 
interpretación que estoy brindando. Doy por supuesto que 
aquí lo que se quiso es seguir las dos páginas en las que el 
profesor Sayagués Laso define el servicio público, aunque hay 
que tener en cuenta que él además da también la definición de 
otros doce autores que se refieren al tema de una manera 
diferente. 


En la lista que establece el profesor Brito de lo que fre- 
cuentemente se otorgará al concesionario, cuando se le otorga 
la concesión, hay algunos puntos que voy a enumerar rápida- 
mente, porque sé que me resta poco tiempo en el uso de la 
palabra. En ese trabajo se habla del poder de expropiar bienes 
de particulares, a lo que este proyecto de ley -por suerte- 
expresa que no se puede hacer. Pero, por otro lado, bay que 
considerar los privilegios y aun los monopolios; cuando el 
Estado concesiona un servicio que tiene en monopolio, se 
entiende que el concesionario lo recibe en el mismo carácter, 
Esta es una interpretación bastante conocida. Sin embargo, la 
ley no manifiesta que cuando un Ente Autónomo o la Admi- 
nistración Central posea un servicio público en carácter de 
monopolio, dicho servicio no está comprendido por este ar- 
tículo, de acuerdo con lo que he oído de parte de sus redacto- 
res. Pero, desde mi punto de vista, el haberlo incluido hubiera 
sido una precaución interesante. Aun cuando se hiciera esa 
salvedad con respecto a los monopolios, lo que habitualmente 
está destinado a los concesionarios son los privilegios. La di- 
ferencia entre privilegio y monopolio es bastante sutil, pero 
tiene mucha importancia: para conceder un privilegio no se 
necesita ley y, en cambio, sí se la requiere para un monopolio. 


Se trata, entonces, nada más ni nada menos que de la 
obligación del Gobierno de no otorgar permisos o autorizacio- 
nes de esa misma facultad a otras personas. Pero resulta que 
ahora, de acuerdo con la redacción de este artículo 1%, se 
procurará que no existan monopolios de hecho, Me pregunto 
cómo se hace para conceder un servicio público que, por defi- 
nición, sólo lo desempeña el Estado o un concesionario y que 
no se produzca un monopolio de hecho, a no ser que se diga 
que solamente se otorgará cuando se cuente con diez o doce 
personas, que son las que recibirán las concesiones. 


Por otra parte, cuando se otorga una concesión, lo habitual 
es que vaya acompañada de las exenciones tributarias para el 
concesionario, y no sé sí este aspecto fue incluido en el pro- 
yecto de ley o si se piensa decir que no serán otorgadas, 
Personalmente creo que sí habría que incorporarlo o tomar 
alguna otra decisión al respecto; a lo mejor el Estado quiere 
no sólo entregar los servicios públicos, sino también no cobrar 
tributos a los concesionarios por desempeñarlos. 


Además, el concesionario, por principio, habitualmente 
tiene el derecho a la ocupación de bienes del dominio público. 
El profesor Brito en su trabajo dice que no se trata de una 
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ocupación o uso general y común de los bienes de dominio 
público que asisten o corresponden a todos los habitantes del 
Estado, como por ejemplo transitar por las calles, plazas o 
veredas, sino de una utilización más o menos privativa exclu- 
yente de ese uso general y común. Si aquel día en la Comisión 
no se hubiera votado este Capítulo un poco a fórceps, hubiera 
podido preguntar y tal vez me hubieran halagado nuevamente 
aclarando todos estos aspectos. 


En otra parte de este trabajo elaborado por el profesor 
Brito se expresa que el concesionario recibe -o es habitual que 
así sea- subvenciones, que son un derecho común para los 
concesionarios, tal como lo dicen los franceses. ¿Cuándo exis- 
ten subvenciones? Cuando ellas son necesarias para que el 
concesionario no pierda porque, como es lógico, se trata de un 
inversor y, por lo tanto, no está haciendo una donación al país, 
se trate de un uruguayo o un extranjero. Todo esto es en 
materia de servicios públicos. 


Con un gran esfuerzo imaginativo, de la filosofía del pro- 
yecto se deduce que los servicios esenciales, es decir, aquellos 
que no pueden ser dejados en manos de los particulares -cabe 
aclarar aquí que los servicios públicos sí pueden ser entrega- 
dos- serían la policía, el ejército, las relaciones exteriores, la 
justicia, y acaso la legislación. Esos son los que habitualmente 
se consideran servicios esenciales, o sea, aquellos que no se 
concibe puedan ser desempeñados por alguien que no sea el 
Estado. 


Me pregunto qué sucede con la emisión de moneda. El 
doctor Ramón Díaz sostiene que no se trata de un servicio 
esencial. Es más, esa fue su postura en una discusión que 
mantuvo con el señor senador Astori hace muchos años -tuve 
el gusto de escucharla en una casete cuando me encontraba en 
México- y que el doctor Díaz perdió por lejos. Tanto para el 
doctor Ramón Díaz como para la doctrina liberal clásica, indi- 
vidualista, la emisión de moneda no constituye un servicio 
esencial. Es, sí, un servicio comercial, y así lo sostuvo el 
Banco Central! tanto en lo que tiene que ver con la emisión de 
moneda como en lo que dice relación con la regulación del 
valor de la moneda extranjera en nuestro país. Esa fue su 
posición ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, y 
lo malo fue que este órgano un día dictó una sentencia -por lo 
tanto, no es jurisprudencia- diciendo que, efectivamente, 
cuando el Banco Central interviene en el mercado en la regu- 
lación del valor de la moneda extranjera -a pesar de que la ley 
de 1959 establece que no se fijan tipos de cambio- no se trata 
de una actividad esencial, sino comercial. Me parece que este 
cometido del Banco Central, es decir, la intervención en el 
mercado comprando o vendiendo a determinado tipo de cam- 
bio cuando hay especulación en plaza, es muy bueno, a pesar 
de que los teóricos de la escuela de Chicago -aunque con 
variantes- no lo consideren un servicio esencial, al igual que 
el actual Presidente del Banco Central. 


En consecuencia, esa actividad puede ser transferida a los 
particulares. Aclaro que no estoy diciendo que esa sea la in- 
tención ni que se vaya a hacer, salvo después de una fiesta 
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con profusas libaciones. Sin embargo, este proyecto habilita 
que ello suceda, y nunca se está libre de un fundamentalista 
que un día desee hacerlo. Todos esperamos que el sistema, 
por las vías democráticas y de discusión, impida ese acto. 
Pero, reitero este proyecto lo habilita, 


Para no continuar especulando acerca de actividades cuya 
esencialidad es discutible, quiero señalar que de acuerdo con 
la filosofía de este proyecto, las actividades industriales y 
comerciales no están excluidas de aquellas cuya gestión puede 
ser entregada a los particulares. Por el contrario, están clara- 
mente incluidas porque solamente se dejan fuera los servicios 
esenciales, los servicios públicos -que se pueden entregar por 
lo dispuesto en el artículo 1%- y los servicios sociales. De 
manera, pues, que toda actividad industrial o comercial puede 
ser entregada, tanto por la vía de la concesión -si se trata de 
un servicio público- como por medio de contratos para que 
otros la ejecuten. 


Repito que no creo que el Directorio del Banco de la 
República vaya a dejar en manos de un particular la actividad 
a que he hecho referencia; tampoco pienso que la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto lo va a incitar para que actúe de 
esa manera. Sin embargo, una vez más digo que este proyecto 
habilita al Banco de la República y al Banco Hipotecario a 
entregar todos sus cometidos industriales y comerciales para 
que sean ejecutados por particulares. Esto surge claramente 
del artículo 2* del proyecto, que expresa: “autorizar, contratar 
o subcontratar con terceros la ejecución de otras actividades 
de sus competencias que no constituyan cometidos esenciales 
del Estado ni Servicios Públicos”. Se está refiriendo, enton- 
ces, a los cometidos industriales y comerciales. 


La Constitución uruguaya consagró un sistema de inter- 
vención, diríamos razonable, en la vida económica del país, 
pero no lo hizo a través de una serie de disposiciones -que no 
mencioné para no alargar mi exposición- sino que, precisa- 
mente, las concretó en un artículo que establece que para 
crear o suprimir Entes Autónomos -obviamente, todos estaban 
pensando en los industriales y comerciales- se necesitaba una 
mayoría calificada. ¿Qué quiso decir la Constitución?. Quiso 
significar que, naturalmente, por un acuerdo O consenso na- 
cional de por lo menos la gran mayoría de quienes representan 
a la ciudadanía, de manera excepcional se puede entregar una 
actividad de esa naturaleza a los particulares. Por esa razón 
previó esa mayoría tan calificada. De esa misma manera se 
puede aumentar el papel económico del Estado, pero de ma- 
nera excepcional, y no como regla general. Por eso digo que 
este modelo permite que el Estado, como regla general, se 
desprenda de todas sus actividades económicas, tanto comer- 
ciales como industriales, 


El Banco de la República tiene determinada una lista de 
competencias comerciales e industriales en su Carta Orgánica. 
Entre ellas hay una que no es muy conocida y que siempre se 
ha manejado con una reserva razonable, aunque no con secre- 
to. Por ejemplo, dicha institución sale a comprar o a vender 
dólares cuando se entera de la existencia de especulación en 
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nuestro mercado -que no es esa cosa prístina y pura de que 
“hablaban los que en el Siglo XVII confiaban en que ese mer- 
cado todo lo solucionaba- mediante la información del Banco 
Central en el sentido de que el dólar va a subir artificialmente 
por la aparición de ciertos capitales. No nos parece adecuado 
que una ley habilite que esta gestión sea entregada, por ejem- 
plo, al City Bank o a otro particular que sepa mucho de cam- 
bio; esa es una de las actividades del Banco de la República. 
¿Vamos a permitir que una empresa formada por conocedores 
del país y del agro uruguayo distribuya los créditos para esti- 
mular determinada plantación y desestimular, por ejemplo, la 
de marihuana o de papa?. 


Este proyecto habilita a que todas esas competencias in- 
dustriales y comerciales del Banco de la República puedan ser 
confiadas -no digo ya transferidas- a un particular sin la inter- 
vención del Poder Legislativo. 


Anteriormente el proyecto establecía que al confiar esa 
gestión a un particular, tanto por la vía de la concesión -si se 
trata de un servicio público- como de la contratación, el Esta- 
do podía vender los bienes. En la modificación que se introdu- 
jo en estos días, un tanto apresurada aunque quizá bien inten- 
cionada -de todas maneras ella estuvo motivada por la bús- 
queda de acuerdos políticos, probablemente dentro de la coin- 
cidencia- se dispuso que dichos bienes no pueden ser vendidos 
sino que solamente se podrán transferir los derechos reales, 
como el uso, el usufructo, la hipoteca y la prenda. También a 
último momento se agregó una referencia al artículo constitu- 
cional que expresa que las concesiones no se pueden dar a 
perpetuidad. Pero esta referencia es irrelevante porque aunque 
no constara, igualmente no se podrían dar a perpetuidad las 
concesiones por así establecerlo la Constitución. 


En consecuencia, se puede dar un usufructo por treinta, 
cuarenta o cincuenta años. Quizá esto pueda servir de pretexto 
para no cobrar tanto. No digo que esa sea la intención, pero 
repito que a los dic. segundos de entrar en vigencia, este texto 
permite que se actúe de esa manera. Esa es la inmediatez 
técnica de la contradicción entre este proyecto y la Constitu- 
ción. 


Para decretar la inconstitucionalidad de un proyecto, la 
Suprema Corte de Justicia exige que exista una colisión inme- 
diata con la Constitución. Pero no hay que desfigurar lo que 
esto significa. No se puede argumentar que este proyecto se 
va a tomar inconstitucional cuando al Poder Ejecutivo, por 
error, se le ocurra entregar la gestión, por ejemplo, de la 
regulación del mercado a un particular. Ello no es así porque 
cuando este proyecto entre en vigencia, ese acto ya estará 
permitido. Además, en más de una sentencia, la Suprema Cor- 
te de Justicia, ha aclarado que como se trata de inconstitucio- 
nalidad de la ley- no de los actos administrativos posteriores- 
ya hay inmediatez de la colisión. 


He repetido muchas veces la palabra habilitar, no sólo para 
que no se interprete que estoy atribuyendo intenciones de 
efectuar todo lo que el proyecto de ley permite, sino para 
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demostrar que éste es inconstitucional desde el mismo mo- 
mento en que entre en vigencia, aunque el Poder Ejecutivo 
prometiese, por todas las vías posibles, que no va a realizar 
los disparates que se autorizan a través de esta iniciativa, 
especialmente en estos dos artículos. 


Voy a concluir mi exposición con una pregunta concreta 
que se ha planteado en más de un país. A menudo, estos 
problemas se han previsto a través de la Constitución o en 
leyes similares a la que tenemos a estudio. Sin embargo, en 
este proyecto de ley que estamos considerando no sucede esto, 


En nuestro país, el Estado es patrimonialmente responsa- 
ble por el daño causado a terceros en la gestión o dirección de 
los servicios públicos, tal como lo establece el artículo 24 de 
la Constitución de la República. En la siguiente disposición se 
expresa que el Estado tiene derecho a repetir contra sus fun- 
cionarios si éstos hubieren obrado con culpa grave o dolo. 


Debido a que este proyecto de ley no aclara qué es lo que 
se denomina servicio público, y como una parte importante de 
los analistas jurídicos han expresado que cuando el artículo 24 
habla de gestión o dirección se refiere a la administración 
directa en el primer caso y a dirección cuando se le ha dado 
concesión a un particular, sobre el que ejerce algunas potesta- 
des de control -como sería respecto de los concesionarios- me 
pregunto: ¿qué sucedería si un concesionario no respondiera a 
ese esquema de que todo lo que hace una empresa privada 
está perfectamente bien y, por el contrario, le causara graves 
perjuicios a una persona, a una entidad o a una parte de la 
sociedad? ¿Responderá el Estado? 


En definitiva, creo que aquí de lo que se trataba era de 
imponer una especie de tesis ideológica. Asimismo, entiendo 
que se ha meditado bastante poco sobre este proyecto; el in- 
forme en minoría que hemos firmado con el señor senador 
Batalla así lo expresa. Siempre dijimos que podríamos discu- 
rrir o discutir sobre cualquiera de las empresas públicas, a los 


. efectos de aumentar su eficiencia, pero que lo haríamos sobre 
"bases serias y diagnósticos serenos y no por impulsos de bru- 


tal ferocidad ideológica. Por lo expuesto, quisiera saber si el 
Estado responderá en esos casos, es decir, si se produjera esa 
hipótesis. Si así sucediera y un juez lo condenara, ¿quién sería 
el funcionario que actuó con culpa grave o dolo? ¿Aquel que 
dio la concesión o el legislador que autorizó a que la otorgara 
el Poder Ejecutivo, como ocurre aquí? ¿Acaso el funcionario 
debería entenderse en el sentido tan amplio que utiliza el 
Código Penal, donde se establece que quienes trabajan en las 
concesiones también son funcionarios públicos, aunque la 
doctrina siempre ha dicho que no es así? 


Señor Presidente: he intentado efectuar un catálogo de las 
carencias y de las proyecciones que habilitan este proyecto de 
ley. 


Por todo lo dicho, entiendo -esta es la conclusión que he 
sometido a la consideración de los señores senadores- que esta 
iniciativa habilita a que se establezca un modelo enfáticamen- 
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te contrario al que quiere la Constitución de la República en 
materia de actividad, no sólo económica sino también social 
ya que aquí se mencionan, precisamente, los servicios socia- 
les. Lo mismo sucede en cuanto a las relaciones entre el Esta- 
do y los particulares, pues aquí, cuando se mencionan los 
servicios públicos, están en juego los usuarios. 


En síntesis, pienso que el Senado no debería contribuir en 
modo alguno, ni directa ni indirectamente, a aprobar un pro- 
yecto de ley que contiene estas irregularidades constituciona- 
les. 


Como se habrá podido observar, no me he referido a mis 
discrepancias de fondo, económico-sociales, con respecto al 
proyecto pues, como ya lo he explicado al comenzar mi expo- 
sición, otros compañeros integrantes de la bancada del Frente 
Amplio lo harán con mayor propiedad y especialización. 


Nada más, señor Presidente. 


SEÑOR SANTORO. - Pido la palabra para contestar una 
alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR SANTORO. - Hace unos instantes se hizo referen- 
cia en Sala al Herrerismo de 1934. Queremos señalar que el 
Herrerismo de 1991 es solidario con las actuaciones dei He- 
rrerismo de 1934. No deseamos ingresar en ningún tipo de 
polémica de carácter político, pero señalamos que la Constitu- 
ción de 1934, que apoyó el Herrerismo y fue plebiscitada por 
la ciudadanía uruguaya, incorporó disposiciones que no provi- 
nieron directamente de tendencias corporativistas o de ideolo- 
gías fascistas o falangistas. Es una Constitución calificada 
como solidarista. Debemos señalar, en forma muy precisa, 
que todas las disposiciones que se incorporaron en la Sección 


Il, “Derechos, Deberes y Garantías”, en lo que hace a la parte 


social, se mantuvieron intactas en las Constituciones de jos 


años 1942, 1952 y 1966. Quiere decir, entonces, que estas 
normas -que el herrerismo apoyó en la Constitución de 1934- 
relativas al aspecto social, que comprenden la protección a la 
familia, al trabajo y a derechos esenciales del individuo, se 
mantuvieron -reitero- sin ser alteradas en los demás textos 
constitucionales. Por lo tanto, se trata de un aspecto importan- 
te, trascendente, que dio la posibilidad de que, con el correr 
del tiempo, estos principios permanccieran incólumes, pues ya 
están incorporados definitivamente no sólo a las distintas Car- 
tas, sino al estilo y formas de vida de todos los uruguayos. 


Cabe destacar que las modificaciones que mereció la 
Constitución de 1934 en los textos posteriores, estuvieron re- 
feridas a los elementos de coparticipación a nivel político, en 
lo que hace a la integración del Consejo de Ministros, es decir 
a la coparticipación con la presencia de tres Ministros de la 
minoría mayor en el Gabinete, que debían tener el apoyo 
parlamentario consiguiente. 


(Ocupa la Presidencia el señor senador Pereyra) 
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-Además, la Constitución de 1934 debe ser reivindicada 
porque, por primera vez en la historia política y constitucional 
del país, estableció la constitucionalidad de las leyes, la lega- 
lidad de los actos administrativos, creó el Tribunal de Cuentas 
y dio carácter constitucional a la Corte Electoral. 


Es cuanto quería señalar con respecto a la alusión realiza- 
da. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dn. Carlos Julio Pereyra). - Tiene 
la palabra el señor senador Abreu. 


SEÑOR ABREU. - Hemos escuchado con mucha atención 
la exposición realizada por el señor senador Korzeniak. 


Naturalmente, sus expresiones tienden a desatar la polémi- 
ca, el cambio de ideas y la confrontación de conceptos de 
carácter político y jurídico, que lejos están de alcanzar la 
unanimidad. 


Luego de la exposición jurídica y constitucional hecha por 
el señor senador Korzeniak y de los anuncios que ha realizado 
en cuanto a las posibilidades de este proyecto de ley, más allá 
de las que concretamente expresa, recordé el famoso dicho del 
economista soviético Agebenguian. Este distinguía entre el 
optimismo y el pesimismo. El pesimista decía, asegura que ya 
llegó lo peor, mientras que el optimista piensa que todavía 
hay mucho más por venir. Parecería que la posición optimista 
que nos ha marcado el señor senador Korzeniak desde este 
punto de vista, nos está exponiendo a una polémica aún mayor 
y, sobre todo, a ver en la proyección de esta iniciativa algunos 
aspectos que para nosotros están bastante claros y que, natu- 
ralmente, se contraponen con sus argumentos. 


SEÑOR DE POSADAS MONTERO. - ¿Me permite una 
interrupción, señor senador? 


SEÑOR ABREU. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dn. Carlos Julio Pereyra). - Pue- 
de interrumpir el señor senador. 


SEÑOR DE POSADAS MONTERO. - En el momento en 
que haga uso de la palabra como miembro informante, haré 
referencia en forma más específica a los temas aludidos por el 
señor senador Korzeniak en su exposición que, como bien 
aclaró al comienzo, no la hizo a título de jurista, sino de 
abogado de una posición. 


Muy brevemente, deseo señalar que nuestra Constitución 
no admite inconstitucionalidades ni espirituales ni “modela- 
res”, por lo que, de alguna manera, esto no pasaría de ser un 
ejercicio intelectual. Sin embargo, a mi juicio, no se trata de 
un ejercicio intelectual neutro: aquí hay algunos principios 
con gran potencial de peligro. De admitir la existencia de una 
suerte de espíritu rector, a consagrar luego, brujos o iniciados 
como los únicos custodios que pueden desentrañarlo, hay un 
paso; y de ahí a que esa sociedad sea gobernada por ellos 
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como únicos iluminados que digan qué es lo que está espiri- 
tualmente bien o mal, hay otro paso todavía más corto. Pienso 
que en el mundo abundan los ejemplos del este tipo. Es preci- 
samente por eso que la Constitución Nacional -como la de 
todos los países democráticos- es bastante cuidadosa en estas 
materias espirituales, 


Evidentemente, de lo que se trata en este proyecto es del 
desarrollo de figuras jurídicas contempladas por la Carta; no 
existe la más mínima colisión -y creo que es suficiente la 
ausencia de toda prueba en ese sentido- con ninguno de los 
derechos consagrados en ella, 


Asimismo, entiendo que no hay que confundir lo que pue- 
da ser el estado social de derecho o la democracia social, con 
el intervencionismo estatal. No son lo mismo, y mucho menos 
después de la reforma constitucional de 1967, la que, entre 
Otras cosas, se destacó por dar una enorme elasticidad al Go- 
bierno -cualquiera fuera Él- en materia de intervención estatal. 


Simplemente, deseaba realizar estos comentarios genéri- 
COS. 


SEÑOR PRESIDENTE. (Dn. Carlos Julio Pereyra).- Pue- 
de continuar el señor senador. 


SEÑOR ABREU. - Creo que desde el punto de vista regla- 
mentario -y pido que se me corrija si me equivoco- el miem- 
bro informante -en este caso, el señor senador de Posadas 
Montero- tiene la posibilidad de hablar durante cinco minutos 
luego de la intervención de cada orador, De manera que, a los 
efectos de poder disponer del tiempo necesario, solicito que la 
Mesa tome en consideración esto, a fin de que no me sea 
descontado con posterioridad. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dn. Carlos Julio Pereyra). - Así 
se hará, señor senador. 


SEÑOR AGUIRRE, - ¿Me permite una interrupción, señor 
senador? 


SEÑOR ABREU. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dn, Carlos Julio Pereyra). - Pue- 
de interrumpir el señor Presidente del Senado. 


SEÑOR AGUIRRE. - Señor Presidente: he escuchado con 
la atención que se merece la exposición del señor senador 
Korzeniak que, como él lo expresó al principio, se centró, 
fundamentalmente, en los aspectos jurídicos y en sus objecio- 
nes de constitucionalidad al proyecto, alguna de las cuales 
pueden merecer, si no la coincidencia o la aceptación, por lo 
menos, el beneficio de la duda y la consideración atenta de 
sus fundamentos. No obstante, en la última parte de su inter- 
vención, creí advertir una tendencia a la utilización de argu- 
mentos por el absurdo o la exageración de la posibilidad de 
una interpretación errónca que condujera a resultados catas- 
tróficos en la práctica. 
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Concretamente, el señor senador Korzeniak nos ha dicho 
que como los conceptos de cometido esencial, de servicio 
público y de servicio social no tienen definición constitucio- 
nal ni legal, podría llegarse a una situación en la que los 
cometidos que tradicionalmente se han considerado esenciales 
en el Estado como, por ejemplo, el de emitir moneda, sean 
entendidos como servicios públicos o actividades de otra natu- 
raleza y poder ser así objeto de concesión, en virtud de esta 
ley. Con todo respeto por el señor senador Korzeniak digo que 
esa interpretación no es admisible en nuestra Constitución, en 
huestra doctrina, ni en nuestra jurisprudencia. En este país, 
desde antes de Sayagués Laso, la actividad financiera del Es- 
tado y, fundamentalmente, la emisión de moneda, es un co- 
metido esencialísimo del Estado. En la página 56 de su Trata- 
do -el señor senador Korzeniak lo sabe mejor que quien habla- 
Sayagués Laso enseña que “Los cometidos esenciales del Es- 
tado son aquellos inherentes a su calidad de tal, que no se 
conciben sino ejercidos directamente por el mismo: las rela- 
ciones exteriores, la defensa nacional, la seguridad en lo imte- 
rior, la actividad financiera, etcétera”. Véase que se refiere a 
la actividad financiera en general, no ya a la emisión de mo- 
neda, que es lo central en esa actividad llevada adelante por el 
Estado. 


De manera que, en modo alguno, es admisible esa inter- 
pretación que, basándose en una opinión que no conozco del 
doctor Ramón Díaz y de la “Escuela de Chicago”, que no 
tiene vigencia jurídica en el Uruguay, ha querido alarmar al 
Senado y a la opinión pública con una posibilidad realmente 
esotérica, porque sensata y seriamente nadie puede sostener 
que la intención del Poder Ejecutivo -aunque el señor senador 
Korzeniak ha dicho que piensa que no es tal- o de algún 
desubicado que un día esté al frente de dicho Poder, sea la de 
otorgar a particulares, como concesión de servicio público, la 
emisión de moneda. Sostengo, además, que sería absoluta- 
mente inconstitucional, porque el artículo 196 de la Constitu- 
ción dice que “Habrá un Banco Central de la República orga- 
nizado como Ente Autónomo y tendrá los cometidos y atribu- 
ciones que determine la ley aprobada por el voto de la mayo- 
ría absoluta del total de componentes de cada Cámara”, Y si 
bien no dice que entre esos cometidos estará el de emitir papel 
moneda, todo el mundo sabe -y también el señor senador 
Korzeniak- que si este artículo se incluyó en la Constitución 
fue para que hubiera un Banco Central que, ante todo, tuviera 
la facultad de emitir papel moneda, tarea que hasta ese mo- 
mento llevaba a cabo el Departamento de Emisión del Banco 
de la República. Esto está en el espíritu de la norma y en la 
intención del constituyente. 


Por lo tanto, de acuerdo con la tesis desarrollada por el 
señor senador Korzeniak acerca de que existe inconstituciona- 
lidad cuando una ley contraría el espíritu de la Constitución y 
sus principios generales, sin ir al numeral 10) de su artículo 
85 -que establece que es facultad legislativa “justificar el 
peso, ley y valor de las monedas; fijar el tipo y denominación 
de las mismas y arreglar el sislema de pesos y medidas”- es 
evidente que en nuestro país un particular no puede emitir 
papel moneda. 
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Además, digo que el peligro, al tenor del artículo 24 de la 
Constitución, de que haya responsabilidad del Estado por un 
servicio público ejecutado por un particular en régimen de 
concesión, es ilusorio y no respeta literalmente dicha disposi- 
ción que expresa que esa responsabilidad se da “en la ejecu- 
ción de los servicios públicos, confiados a su gestión o direc- 
ción”. Es decir, a la gestión o dirección directa del Estado y 
no a la gestión de un particular al que se le haya dado la 
responsabilidad de prestar un servicio público en régimen de 
concesión. 


Muchas gracias, señor senador. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dn. Carlos Julio Pereyra). - Pue- 
de continuar el señor senador Abreu. 


SEÑOR ABREU. - Para desazón de los juristas, voy a 
tratar de incursionar por un camino que no es precisamente el 
vinculado a los aspectos legales o constitucionales pero que, 
naturalmente, hace a la esencia del proyecto de ley sobre 
empresas públicas que estamos tratando. 


A nuestro juicio, un tema de esta importancia necesita 
analizarse sobre la base del pragmatismo como contraposición 
a la excesiva “ideologización” de las distintas opciones. De- 
bemos hacerlo, señor Presidente, poniendo énfasis en el valor 
de la persona, del ciudadano, del consumidor, no tomado en 
una concepción aislada, sino como parte de un sistema social 
que debe compatibilizar la libertad del individuo con el con- 
cepto de solidaridad. 


Desde ese punto de referencia, creo que todos los urugua- 
yos asumimos la actual ineficiencia del sector público. Sabe- 
mos que la prestación de los servicios públicos supone una 
carga excesiva para el consumidor, al tiempo que la calidad 
no adquiere los niveles deseados. Servicios malos con precios 
altos nos muestran un Índice de ineficiencia que se transfiere 
al resto de la economía del país y que perjudica al empresario, 


al industrial, al agropecuario, al prestador de servicios, al sec- . 


tor exportador y, fundamentalmente al ciudadano en general. 


SEÑOR OLAZABAL. - ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR ABREU. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dn. Carlos Julio Pereyra). - Pue- 
de interrumpir el señor senador. 


SEÑOR OLAZABAL. - Me atreví a solicitar esta interrup- 
ción al señor senador Abreu antes de que continuara profundi- 
zando su razonamiento, porque me da la impresión -desde un 
punto de vista pragmático- que se han introducido conceptos 
en esta discusión que no han quedado suficientemente claros. 


Pienso que mi compañero de bancada, el señor senador 
Korzeniak, puede haber sido un poco pesimista al manejar 
una hipótesis en la que el Estado uruguayo fuera capaz de 
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otorgar una concesión para emitir papel moneda; sin embargo, 
creo que fue demasiado optimista cuando juzgó que dentro de 
las intenciones del Estado no se podría trascender determina- 
dos límites, como por ejemplo el de ir eliminando las funcio- 
nes del Banco de la República. 


¿Por qué digo esto? Porque el razonamiento que comienza 
a hacer el señor senador Abreu es aplicable absolutamente a 
todos los Entes del Estado. De manera que salvo aclaración en 
contrario, creo que se está razonando sobre la base de que 
todo lo estatal es malo y de que, por lo tanto, no hay práctica- 
mente nada que se pueda salvar de las intenciones de privati- 
zación de este Gobierno. 


Pero independientemente de esto que puede ser simple- 
mente un error mío -porque tal vez el señor senador Abreu se 
haya referido a determinados servicios que presta el Estado y 
no a éste como tal- podemos relatar algún caso como el que 
protagonizó el contador Conrado Hughes, actual jerarca de la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto. Cuando se desempe- 
ñaba como Director de ANCAP -diría que cuando estaba mal 
administrando a ANCAP- en un Seminario que se realizó en 
el local del Centro de Tecnología y Productividad Industrial 
en el Edificio Ciudadela, comenzó su exposición de un modo 
un tanto espectacular, exhibiendo una enorme diapositiva en 
la que se señalaban los dos principios que €l defendía desde el 
punto de vista doctrinario y económico. El primero de ellos 
rezaba que el Estado no podía, bajo ninguna circunstancia, ser 
proveedor de bienes, con lo cual el propio Ente que el men- 
cionado contador administraba carecía absolutamente de sen- 
tido, teniendo en cuenta que lo único que hace es producir 
bienes. Y como segundo axioma de su pensamiento político y 
económico agregaba que el Estado tampoco podía prestar ser- 
vicios, salvo cuando la actividad privada no lo hiciera. Entien- 
do que cabe aquí, perfectamente, el caso del Banco de la 
República. 


(Ocupa la Presidencia el doctor Aguirre Ramírez) 


-No estoy pensando en que una vez que se apruebe este 
proyecto de ley se comience a desmantelar el Banco de la 
República, pero quiero advertir que no se trata de una cues- 
tión teórica sino, por el contrario, de algo pragmático que 
responde a lo que actualmente se está diciendo. Estoy pensan- 
do en el sentido de que realmente existe la posibilidad de que 
el marco de acción de este proyecto no se extienda solamente 
a ANTEL, a PLUNA o a ILPE -como parecería desprenderse 
de una visión superflua- sino que ataque todos los servicios 
del Estado. Me preocupa -y esto lo ampliaremos en su mo- 
mento- qué ocurrirá con los bancos del Estado, con los servi- 
cios de ANCAP y, en general, con el conjunto de la actividad 
del Estado. 


Agradezco al señor senador Abreu la interrupción que me 
ha concedido. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor sena- 
dor Abreu. 
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SEÑOR ABREU. - Antes de retomar el hilo de mi exposi- 
ción, me gustaría hacer una precisión con respecto a la inter- 
vención del señor senador Olazábal. 


En primer lugar, debo señalar que no hemos dicho que 
todo lo estatal es malo. Tanto es así, que en el transcurso de la 
exposición voy a poder confirmar esta afirmación a través de 
mis opiniones. 


En segundo término, debo puntualizar que cuando me re- 
fiero a la eficiencia o ineficiencia como un valor entendido 
por todos los uruguayos, no estoy atacando el funcionamiento 
del Estado como tal, sino tratando de crear las condiciones 
para que su eficiencia, como la del sector privado, busque, 
una relación óptima entre el iasumo y el producto, una mejor 
manera de administrar los recursos puestos a su disposición. 


Es en ese sentido que vengo realizando este tipo de aseve- 
raciones, pero discurriremos sobre el particular en la medida 
en que podamos hacerlo durante el término que tenemos dis- 
ponible. 


Esto también me da pie, señor Presidente, para resaltar la 
importancia de que el poder político, al analizar proyectos de 
esta naturaleza, identifique cuidadosamente si más allá de las 
razones prácticas y empíricas que nos enfrentan al problema, 
existen 0 no argumentos ideológicos capaces de alimentar po- 
siciones dogmáticas. 


En una conferencia, el doctor Héctor Giorgí -conocido y 
respetado administrativista- respaldaba esta orientación di- 
ciendo que, exceptuando lo esencial o de principio en la con- 
cepción política del Estado, el dogmatismo constituye una 
valla insalvable para el logro del bien común y de la buena 
administración. Y ello porque la prudencia política -como en- 
seña la filosofía clásica- concierne a los casos particulares, 
regla que no concilia con el dogmatismo; y éstos no llegan a 
conocerse, sino pc la experiencia, porque tienen por sustan- 
cia las acciones humanas, que no atañen a lo universal y a lo 
necesario, sino a lo particular y a lo contingente. 


Aceptamos, por tanto, señor Presidente, que la interpreta- 
ción de las disposiciones constitucionales que regulan los ob- 
jetivos del Estado puedan condicionar el grado de su interven- 
ción en la vida social. Y lo aceptamos discutiendo posiciones 
diferentes respecto del rol del Estado en la economía del país. 
Pero «como insiste el docior Giorgi- no siempre ello es así 
dada la discreccionalidad, el contenido de indeterminación y 
el carácter pragramático de algunas normas. Ello lleva a la 
existencia de graves riegos en el ejercicio del poder político; 
en particular, una actitud dogmática, ya sea para que el Estado 
intervenga o para que se abstenga en la vida social, cultural o 
económica de la comunidad. 


En consecuencia, señor Presidente, la imervención del Es- 
tado en importantes áreas de la vida social y económica, no 
puede traducirse en conflicto ideológico o político, por lo que 
la ignorancia de las realidades concretas e históricas nos pue- 
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de llevar a veces -y muchas veces nos ha llevado- a abstrac- 
ciones excesivamente intelectualizadas y, por consiguiente, 
socialmente inútiles. 


Todos nos molestamos cuando se nos quiere encasillar en 
modelos teóricos cuya rigidez el mundo y la realidad se han 
encargado de disipar. No creemos aceptable que por tener una 
posición favorable a este proyecto de ley se nos pueda consi- 
derar partidarios de la filosofía neoliberal. Creo que tampoco 
agradaría a quienes sostienen una posición contraria que los 
clasificáramos en forma conjunta y unánime como estatistas, 
marxistas o socialistas, 


A nuestro juicio, el tema es muy simple. Si partimos de un 
hecho positivo, creo que ningún miembro del Senado rechaza 
la idea de reformar el funcionamiento del Estado. Me parece 
que al respecto no hay discrepancias. Si lo miramos desde sus 
aspectos negativos creo interpretar que nadie está conforme 
con el funcionamiento del sector público, tanto en sus niveles 
de eficiencia, como de eficacia. Si esto es así -sin que signifi- 
que un enfrentamiento con el Estado o la intención de des- 
truirlo- parecería que desde el punto de vista político constitu- 
ye un buen punto de partida para iniciar su análisis. 


Para poder ubicarnos frente a la filosofía del proyecto nos 
referiremos a dos aspectos: a las condiciones internas y exter- 
pas que influyen sobre la realidad nacional y, en particular, en 
la reformulación del sector público; y a la definición concep- 
tual de la privatización y su relación con el proyecto en consi- 
deración, 


Señor Presidente: sabemos que el mundo, el Uruguay y la 
región viven momentos realmente desafiantes. La internacio- 
nalización, la interdependencia de los hechos económicos vie- 
nen determinando un proceso de apertura de las economías 
mundiales, Tanto los países en desarrollo, como los en vías de 
desarrollo, se enfrentan a vna revolución tecnológica que ha 
sacudido los moldes tradicionales del pensamiento económi- 
co. Ello repercute sobre el rol del Estado, es decir, del sector 
público y su capacidad de adaptación en una sociedad interna- 
cional cada vez. más competitiva. El rol de la economía en el 
sector de lo servicios -como refiriéramos en oportunidad de 
discutirse el Tratado del MERCOSUR. es un buen ejemplo, 
Su participación en el Producto Bruto de los países oscila en 
alrededor del 70% en los países desarrollados y en más del 
50% en los países en vías de desarrollo. Los servicios, la 
tecnología y la inversión tienen una estrecha vinculación que 
se relaciona con la capacidad de crecimiento de un país y la 
adaptación de su estructura productiva. En este contexto, se 
cuestionan hoy los viejos modelos de sustitución de importa- 
ciones. La apertura económica apunta a una mejor combina- 
ción entre los recursos nacionales y la inversión extranjera, de 
modo que, mediante la combinación de ambas se haga viable 
un modelo de desarrollo de país con capacidad de inserción en 
el ámbito externo, sobre todo de su sector exportador. La 
formación de nuevos bloques económicos, Jos esquemas de 
integración tanto regionales como extraregionales y la batalla 
que se viene librando en el ámbito del GATT, indican que el 
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de la actividad privada en aquellas áreas que hasta determina- 
do momento han estado a cargo del Estado directamente, o 
através de sus empresas públicas, La cuestión tampoco radica 
en comprobar que aún queda en algunos lugares el furor con- 
tra lo “extranjero” como defensa de lo “nacional”. Creo que 
estos están absolutamente superados y no tienen eco ni en la 
opinión pública, ni en los ámbitos especializados. 


El tema fundamental es otro. Admito y acepto que en cada 
caso, con un criterio pragmático, hay que distinguir una acti- 
vidad del Estado de otra, y que es necesario terminar con el 
mito de que si determinados servicios no son prestados por el 
Estado, por los Entes Autónomos, por los Servicios Descen- 
tralizados o por los Gobiernos Departamentales, poco menos 
que se está vendiendo en cuotas la soberanía. Por eso, aun 
aceptando lo que dice el señor senador Abreu, admitiendo aun 
«al igual que los demás países del mundo- que el Uruguay 
debe reconocer su situación de interdependencia, y dentro de 
ella la inversión de capitales que vengan Uruguay del exterior, 
en realidad, de lo que se trata es de saber cuál será concreta- 
mente el sistema legal que regule todo esto. Es decir, si brin- 
dará las garantías y protecciones que el Estado necesita. 


Pido disculpas al señor senador Abreu pero, a mi juicio, el 
tema es que tenemos que saber qué es lo que deben establecer 
las leyes que sustituyan a las que ya existen. Nos debemos 
preguntar si esas normas ofrecen garantías y si cumplen con 
los preceptos constitucionales. 


No voy a interrumpir más al señor senador Abreu, pero 
como se va de viaje -y le deseo mucha suerte- quiero que sepa 
que en este punto lo fundamental no es la incursión en la 
teoría -aun cuando ella siempre es la base de cualquier afir- 
mación que se haga- sino las herramientas que se utilicen al 
servicio de la construcción de un país mejor. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor sena- 
dor Abreu, 


SEÑOR ABREU. - Antes de subir al avión me gustaría 
contestar al señor senador Ricaldoni porque, evidentemente, 
él no plantea una discrepancia de carácter conceptual, sino 
metodológica, es decir que antes de discutir adónde queremos 
ir, parecería que él desea saber en qué vehículo lo vamos a 
hacer, 


En esta exposición estamos tratando de puntualizar el des- 
tino al que queremos llegar. Posteriormente, estaremos en 
condiciones de cambiar ideas sobre los medios más idóneos 
para llegar hacia él. Considero que, por lo menos -y es lo que 
estamos tratando de hacer ahora, más allá del respeto que nos 
merecen las posiciones discrepantes- debemos saber dónde 
estamos parados, qué país queremos y si realmente este pro- 
yecto de ley sirve o no al funcionamiento del modelo de país 
que procuramos orientar. Modestamente, desde nuestro punto 
de vista, pensamos que éste es el instrumento idóneo, una 
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herramienta legal útil y, por lo tanto, queremos acercarnos 2 
un modelo de país que estamos tratando de diagnosticar en 
esta breve exposición, que no sé si podré finalizar, habida 
cuenta de las interrupciones que he concedido. 


Decía, señor Presidente, que en este esquema el sector 
público y el privado deben necesariamente adecuar su funcio- 
namiento, sobre todo -y este es uno de los conceptos impor- 
tantes- cuando la diversificación y la flexibilización de las 
escalas empresariales constituyen el modelo que más se adap- 
ta al impulso de la economía moderna. Hay aspectos que se 
vinculan a las condicionantes internas del país y que influyen 
directamente sobre el sistema económico del nuestro. 


Por lo tanto, para apoyas el espíritu que anima al proyecto 
en consideración, se lo debe analizar reconociendo la fuerza 
de la realidad y debilitando el peso de las ideologías. Uruguay 
debe participar -y así lo hace- de esa estrategia. 


Nos proponemos analizar el rol del Estado en función de 
dos variables: la inversión y el desarrollo tecnológico. Lo 
hacemos apuntando hacia una mejor inserción del país en el 
mercado externo y no hacia un desarrollo autárquico que nos 
consolide en nuestro rezago. Este es el punto de partida, al 
que queremos llegar. Por eso, más allá de las observaciones 
del señor senador Ricaldoni, creemos que lo relativo a los 
instrumentos lo podemos discutir una vez que sepamos dónde 
estamos y hacía dónde queremos ir, 


Una aspecto que mucho nos preocupa, está referido a la 
tasa de inversión bruta interna. Tal como lo mencionamos en 
oportunidad de discutirse el Tratado del MERCOSUR, esta 
tasa, en relación al Producto Bruto Interno, se sitúa, aproxi- 
madamente, en el 9%, siendo que se reconoce que lo ideal 
sería que oscilara entre un 15% y un 18%. Esto trae como 
consecuencia una base productiva insuficiente, por lo que el 
punto de arranque de una política de crecimiento dista de ser 
el óptimo. Esta situación también es parte de la tendencia 
general que se advierte en la caída de Jos flujos de inversión 
extranjera directa hacia los países en desarrollo, especialmen- 
te con destino a América Latina y al Caribe. 


Como contrapartida, esto ha originado una contracción en 
su participación respecto de los países de América Latina, 
como receptores de inversiones extranjeras directas vis-a-vis 
las economías desarrolladas. 


Tradicionalmente, los países de América Latina y del Ca- 
ribe ocuparon un lugar destacado como receptores de estas 
inversiones, hacia los países en desarrollo. En la década de los 
80 se contrajo tanto en términos absolutos como relativos, 
Basta mencionar que entre los años 1975 y 1980, aproximada- 
mente la mitad de las inversiones en los países en desarrollo, 
se dirigían hacia América Latina, Entre los años 1981 y 1987, 
esta proporción se redujo al 28%, La mayor proporción se 
concentró en países relativamente industrializados. En ella 
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de la actividad privada en aquellas áreas que hasta determina- 
do momento han estado a cargo del Estado directamente, O 
através de sus empresas públicas. La cuestión tampoco radica 
en comprobar que aún queda en algunos lugares el furor con- 
tra lo “extranjero” como defensa de lo “nacional”, Creo que 
estos están absolutamente superados y no tienen eco ni en la 
opinión pública, ni en los ámbitos especializados, 


El tema fundamental es otro. Admito y acepto que en cada 
caso, con un criterio pragmático, hay que distinguir una acti- 
vidad del Estado de otra, y que es necesario terminar con el 
mito de que si determinados servicios no son prestados por el 
Estado, por los Entes Autónomos, pot los Servicios Descen- 
tralizados o por los Gobiernos Departamentales, poco menos 
que se está vendiendo en cuotas la soberanía. Por eso, aun 
aceptando lo que dice el señor senador Abreu, admitiendo aun 
-al igual que los demás países del mundo- que el Uruguay 
debe reconocer su situación de interdependencia, y dentro de 
ella la inversión de capitales que vengan Uruguay del exterior, 
en realidad, de lo que se trata es de saber cuál será concreta- 
mente el sistema legal que regule todo esto. Es decir, si brin- 
dará las garantías y protecciones que el Estado necesita. 


Pido disculpas al señor senador Ábreu pero, a mi juicio, el 
tema es que tenemos que saber qué es lo que deben establecer 
las leyes que sustituyan a las que ya existen. Nos debemos 
preguntar si esas normas ofrecen garantías y si cumplen con 
los preceptos constitucionales. 


No voy a interrmmpir más al señor senador Abreu, pero 
como se va de viaje -y le desea mucha suerte- quiero que sepa 
que en este punto lo fundamental no es la incursión en la 
teoría -aun cuando ella siempre es la base de cualquier afir- 
mación que se haga- sino las herramientas que se utilicen al 
servicio de la construcción de un país mejor. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor sena- 
dor Abreu. 


SEÑOR ABREU. - Antes de subir al avión me gustaría 
contestas al señor senador Ricaldoni porque, evidentemente, 
él no plantea una discrepancia de carácter conceptual, sino 
metodológica, es decir que antes de discutir adónde queremos 
ir, parecería que él desea saber en qué vehículo lo vamos a 
hacer. 


En esta exposición estamos tratando de puntualizar el des- 
tino al que queremos llegar, Posteriormente, estaremos en 
condiciones de cambiar ideas sobre los medios más idóneos 
para llegar hacia él. Considero que, por lo menos -y es lo que 
estamos tratando de hacer ahora, más allá del respeto que nos 
merecen las posiciones discrepantes- debemos saber dónde 
estamos parados, qué país queremos y si realmente este pro- 
yecto de ley sirve o no al funcionamiento del modelo de país 
que procuramos orientar, Modestamente, desde nuestro punto 
de vista, pensamos que éste es el instrumento idóneo, una 
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herramienta legal útil y, por la tanto, queremos acercarnos a 
un modelo de país que estamos tratando de diagnosticar en 
esta breve exposición, que no sé si podré finalizar, habida 
cuenta de las interrupciones que he concedido. 


Decía, señor Presidente, que en este esquema el sector 
público y el privado deben necesariamente adecuar su funcio- 
namiento, sobre todo -y este es uno de los conceptos impor- 
tantes- cuando la diversificación y la flexibilización de las 
escalas empresariales constituyen el modelo que más se adap- 
ta al impulso de la economía moderna. Hay aspectos que se 
vinculan a las condicionantes internas del país y que influyen 
directamente sobre el sistema económico del nuestro. 


Por lo tanto, para apoyar el espíritu que anima al proyecto 
en consideración, se lo debe analizar reconociendo la fuerza 
de la realidad y debilitando el peso de las ideologías. Uruguay 
debe participar -y así lo hace- de esa estrategía. 


Nos proponemos analizar el rol del Estado en función de 
dos variables: la inversión y el desarrollo tecnológico. Lo 
hacemos apuntando hacia una mejor inserción del país en el 
mercado extemo y no hacia un desarrollo autárquico que nos 
consolide en nuestro rezago. Este es el punto de partida, al 
que queremos llegar. Por eso, más allá de las observaciones 
del señor senador Ricaldoni, creemos que lo relativo a los 
instrumentos lo podemos discutir una vez que sepamos dónde 
estamos y hacia dónde queremos ir. 


Una aspecto que mucho nos preocupa, está referido a la 
tasa de inversión bruta interna. Tal como lo mencionamos en 
oportunidad de discutirse el Tratado del MERCOSUR, esta 
tasa, en relación al Producto Bruto Interno, se sitúa, aproxi- 
madamente, en el 9%, siendo que se reconoce que lo ideal 
sería que oscilara entre un 15% y un 18%, Esto trae como 
consecuencia una base productiva insuficiente, por lo que el 
punto de arranque de una política de crecimiento dista de ser 
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debe destacarse, en primer lugar, que en 1984, el 95% de la 
afluencia de capital se concentró en siete países. En segundo 
término, que los principales inversores han sido Estados Uni- 
dos, Reino Unido y Japón. Actualmente, la inversión de Esta- 
dos Unidos en América Latina ha disminuido casi a la tercera 
parte, ya que bajó de un 22% a un 7% de la década del 70 a la 
del 90. En tercer lugar -y este es un dato bastante importante- 
que más del 50% de estas inversiones corresponde al sector 
Servicios. En cuarto término, que nuestro país no figura en el 
“ranking”. 


Debido a la crisis, algunos países de la región han realiza- 
do cambios en materia de inversión extranjera, con la finali- 
dad de promover y atraer el flujo de inversiones con sus con- 
siguientes beneficios, como ser, la ocupación de mano de obra 
y todo el efecto multiplicador que esto produce en la econo- 
mía de un país, Entre estas naciones se destaca Argentina, con 
la Ley de Emergencia Económica N* 23.697 y el Decreto-Ley 
N* 1.225 de 9 de noviembre de 1989. En el caso del Grupo 
Andino, es decir, de los cinco países que integran el Acuerdo 
de Cartagena, se acaba de sustituir la Decisión N* 220 por la 
N? 291, que flexibiliza enormemente el tratamiento al capital 
extranjero. En el caso de Bolivia, en setiembre de 1990 se 
aprueba la Ley N* 1.182, que contiene tratamientos más favo- 
rables para esta inversión. 


En México, la Ley de Promoción de la Inversión data de 
1973, pero ha sufrido modificaciones recientes en las Resolu- 
ciones Generales 1 y 2 del 31 de mayo de 1989, que dan un 
tratamiento más flexible a la inversión extranjera. 


Paraguay también lo hace en el Decreto-Ley N* 27, de 
marzo de 1990, 


Además, cabe mencionar los distintos Tratados que vienen 
realizando los países de América Latina con los países desa- 
rrollados, cuyo flujo de inversión es importante en la región, 
en la medida en que se facilita la creación de Tribunales 
Arbitrales, para que puedan, una vez agotada la vía jurisdic- 
cional interna, someter a su consideración o tener competen- 
cia en la disputa entre los inversores extranjeros y los países. 


Este es un mensaje claro de cómo América Latina y el 
Caribe sufren la ausencia del capital extranjero; es decir, ne- 
cesitan de él y más allá de las defensas legales y políticas que 
deban hacer de su soberanía, tienen que crear -y crean- las 
condiciones necesarias para que esta variable resulte uno de 
los factores que provoque, en forma nítida, un mayor creci- 
miento del país. 


La segunda variable a la que nos vamos a referir es el 
desarrollo tecnológico. 


La tecnología viene produciendo cambios importantes en 
la relación de trabajo y en la estructura productiva de las 
empresas; se aumenta la competitividad, por lo que la eficien- 
cia sigue siendo un valor clave. 
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Existen, a mi juicio, algunos cambios tecnológicos que nos 
deben hacer reflexionar frente a este proyecto. 


Al Estado le corresponde facilitar la inversión en instala- 
ciones y equipos nuevos. Dicho proceso sólo se logra median- 
te la participación de capital extranjero y con un proceso de 
innovación, copia y adaptación tecnológica que suponga una 
política definida por parte del país en esta materia. La microe- 
lectrónica, los autómatas industriales, las telecomunicaciones 
y la automatización de oficinas, son claros ejemplos de la 
distancia que se viene marcando en este sentido. Las tecnolo- 
gías de producción y los métodos de manufacturas experimen- 
tan transformaciones espectaculares. La microelectrónica está 
siendo incorporada a sistemas que controlan equipos viales de 
producción. En Bancos y compañías de seguros se utilizan 
procesadores de palabras, computadoras, dispositivos de trans- 
misión de datos y copiados, cajeros automáticos e instrumen- 
tos que facilitan elevados niveles de memoria y capacidad de 
procesamiento. 


Por ejemplo, en las telecomunicaciones, los sistemas elec- 
trónicos utilizan computadoras de alta velocidad para atender 
una creciente demanda de llamadas locales y de larga distan- 
cia, lo que indica que para el año 2000 los países de avanzada 
tecnología triplicarán o cuadruplicarán su capacidad actual, 


Para dar una idea, podernos decir que en la transmisión de 
señales, el aumento en las comunicaciones de larga distancia 
ha dado lugar a dos tecnologías novedosas e importantes: el 
guía de ondas milimétrico y el cable de fibra óptica. A ellas, 
deben agregarse la expansión de la comunicación vía satélite, 
transmisión digital, sistemas computarizados de mantenimien- 
to y prueba y automatización de las operaciones de conmuta- 
ción y facturación. 


Me gustaría mencionar, para dar un dato comparativo, la 
forma en que esto ha incidido o incide en el desarrollo econó- 
mico, en la soberanía y en la capacidad de adaptación tecno- 
lógica de un país. 


En el año 1958 -fecha del primer gobierno del Partido 
Nacional en el siglo- existían sólo tres satélites en órbita y 
hoy, en 1990, los que circundan la Tierra están llegando a tres 
mil. Todos sabemos las utilidades y la forma en que se vienen 
aplicando las tecnologías a través de los satélites. Esto signifi- 
ca que la tecnología implica, sobre todo en el ámbito de las 
comunicaciones y las telecomunicaciones, una adaptación de 
los países a efectos de poder estar a la altura de los desafíos 
del desarrollo. 


Podríamos agregar muchos otros adelantos. Por ejemplo, 
en el área portuaria, las técnicas electrónicas de carga y des- 
carga de la producción cerealera, que sin afectar la mano de 
obra, dan un margen mayor de eficiencia a las terminales que 
las utilicen. 


Debemos señalar, como último ejemplo, el impacto de las 
tecnologías que facilitan el manejo y comunicación de la in- 
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formación en oficinas, donde el papel tiende a ser sustituido 
por imágenes producidas electrónicamente en una pantalla. 
Esto, señor Presidente, no es ciencia ficción ni esoterismo, ni 
planteos desvinculados de la realidad, sino datos extraídos de 
lo que se está dando a nivel nacional e internacional; y que los 
países desarrollados y especialmente aquellos que están en 
vías de desarrollo deben tener en cuenta para adaptar sus 
estructuras productivas y, en particular, su área de servicios. 


Queda claro, señor Presidente, que la inserción del país en 
el nuevo contexto internacional depende de las reformas que, 
en este campo, se pretendan impulsar y, por supuesto, su éxito 
está relacionado con el rol que se le adjudique al progreso 
científico y técnico, incluyendo el dominio de las nuevas tec- 
nologías. 


Hoy debemos reconocer que la abundancia de recursos 
naturales y la mano de obra barata van reduciendo su impor- 
tancia al influjo de los nuevos procesos industriales. El apara- 
to productivo de América Latina, tanto en su sector público 
como privado, tiene comprometida su viabilidad; y, por tanto, 
su supervivencia estará en su capacidad de reestructuración, 
de absorción selectiva de tecnologías y de concreción de nue- 
vas inversiones que faciliten esta reconversión, 


Me pregunto, al igual que todos, si puede Uruguay mante- 
nerse ajeno a estas innovaciones. ¿No somos conscientes de 
que la competencia, cada vez mayor, nos puede sumir en un 
rezago irrecuperable? ¿Ácaso creemos que con los escasos 
recursos con los que cuenta nuestro país estamos cn condicio- 
nes de asumir una reconversión tecnológica? Creemos que no 
lo podremos hacer, ni tecnológica ni financieramente. ¿De 
qué forma puede el Estado competir en el área de la produc- 
ción de bienes y servicios, en el marco del Tratado del 
MERCOSUR, si no aumenta su eficiencia y eficacia en ambos 
sectores? ¿No es acaso mediante la inversión privada y a 
través de la tecnología más avanzada, que vamos a mejorar 
estos niveles? 


Nadie ignora, señor Presidente, las dificultades financieras 
y presupuestales que tiene el país. Ello trajo como consecuen- 
cia la aplicación de una política restrictiva que se ha visto 
reflejada en la Ley de Ajuste Fiscal y en el Presupuesto Na- 
cional, 


La reducción de la inversión pública es un hecho constata- 
do y criticado también, pero asumido por el Gobierno como 
uno de los instrumentos de las finanzas públicas, con el fin de 
reducir el abultado déficit fiscal. 


La reconversión tecnológica es inevitable. La inversión 
que el sector público requiere asciende a cifras astronómicas. 


Entonces, señor Presidente, la altemativa es: aumentar la 
inversión pública y descuidar en otros casos a sectores sensi- 
bles de la sociedad o en su lugar, aumentar y fomentar las 
inversiones extranjeras de riesgo, a fin de asumir junto con el 
Estado -repito, junto con el Estado- las transformaciones ne- 
cesarias de los servicios públicos. 


CAMARA DE SENADORES 


6 de Junio de 1991 


Lo mismo sucede en todos lados y ha sido gráficamente 
descrito por Leonid Abalkin, quizás el principal abanderado 
de la reforma económica soviética. “El presupuesto -ha dicho- 
tiene sus limitaciones, Si no crecemos, para aumentar a algu- 
nos sacaremos a Otros, No hay magia. Es una ingenua presun- 
ción creer que con una extrapresión sobre el gobierno el dinc- 
ro aparece”. 


Trasladado el tema al Uruguay, queda claro que la inver- 
sión cuantiosa en las empresas públicas no puede realizarse 
con capital nacional. Si el Estado pudiera, las sumas destina- 
das a la inversión se detracrían de muchos planes de carácter 
social que hoy mantiene a su cargo; de esa forma, entraríamos 
en el juego de la manta corta y el cuerpo largo, Creemos que 
por ese andarivel también pasa el análisis de este proyecto, 
Que en su prudencia no propicia sustituir de un plumazo la 
función del Estado. Pensamos que la inversión que llega al 
país destinada a prestar servicios en régimen de concesión con 
el Estado o a participar en la propiedad de sus empresas va a 
liberar importantes recursos que podrían atender políticas so- 
ciales estratégicas. 


Vamos a ver la participación del Estado en el Producto 
Bruto Interno, para sacar algunas conclusiones, Tenemos va- 
riadas formas para medir su “tamaño”, como se dice vulgar- 
mente. 


Si nos refiriéramos al valor agregado que aporta el Gobier- 
no general, las empresas industriales del Estado y las institu- 
ciones financieras estatales, vemos cómo se ha producido un 
permanente aumenta en la participación del sector público en 
el Producto Bruto Interno. 


SEÑOR GARGANO. - ¿Me permite una interrupción, se- 
fñor senador? 


SEÑOR ABREU, - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE, - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR GARGANO. - Señor Presidente: he seguido con 
atención la intervención del señor senador Abreu, especial- 
mente su última parte, donde de acuerdo con lo que he podido 
entender, el criterio es que el Estado tiene que hacer un gran 
esfuerzo para invertir en determinadas áreas estratégicas del 
sector público y convendría que atrajera esa inversión desde 
afuera, para que se pudiera ocupar de la misma, dirigiéndola 
hacia los sectores sociales, es decir a políticas sociales. Eso 
está explícitamente expresado en el proyecto, sobre la base de 
algunas afirmaciones que ha realizado el miembro informante, 
recogiendo palabras del Presidente Salinas de Gortari: “Ven- 
damos bienes para remediar males”. Es decir que hay que 
vender el patrimonio a los efectos de remediar los males que 
existen en la salud, en el INAME, en la atención de los meno- 
res, etcétera, Pero me pregunto si no sería más justo y más 
equilibrado que en lugar de vender los bienes de empresas 
rentables -se ha afirmado que hay que vender las empresas 
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rentables, porque las que dan pérdidas, según lo expresó el 
miembro informante, no las compra nadie- se las administrara 
con solvencia y flexibilidad, desburocratizándolas, cambiando 
los sistemas para que fueran más eficaces, lo que permitiría 
extraer más recursos de ellas para dedicarlos a las políticas 
sociales. En cambio, con este mecanismo previsto en la ley, lo 
lógico sería que una vez vendida la empresa pública o la 
participación a un sector privado, destináramos el producido a 
las políticas sociales y que cuando se acaben esos recursos, 
terminara la ayuda de ese tipo. Entonces, se restauraría el 
ciclo de las carencias de políticas sociales, porque no existen 
recursos y no habrá empresas públicas para vender, hipotecar, 
dar en usufructo o en uso por $0 ó 100 años. ¿No hay una 
contradicción básica en este razonamiento? 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor sena- 
dor Abreu. 


SEÑOR ABREU. - Señor Presidente: la intervención del 
señor senador Gargano nos obliga a introducimos en un punto 
que íbamos a desarrollar más adelante. De todas maneras, 
como forma de adelanto, se lo voy a aclarar. 


No estamos hablando de vender las empresas públicas, ya 
que precisamente estamos haciendo hincapié en el hecho de 
que lo que el país debería impulsar es una acción conjunta 
entre el sector privado y el público. Cuando hablamos de 
privatización no pretendemos vender todos los bienes del Es- 
tado, ni la privatización supone orientarnos hacia el objetivo 
de destruir el Estado. Es, precisamente, a través de la combi- 
nación del sector público y el privado que tenemos que buscar 
una mayor eficiencia. Esta viene por los capitales necesarios y 
la importación de la tecnología adecuada para que estas em- 
presas se puedan modernizar. De nada vale que hagamos 
cuantiosas inversiones si no tenemos el “know how” en el que 
podamos hacer la incorporación de esta tecnología, particular- 
mente sobre la que debe desarrollar el país. 


Aparte de eso, señor Presidente, coincido totalmente con 
lo que manifiesta el señor senador Gargano, pero que también 
es parte del problema del sector público. 


Tenemos a nuestro frente el desafío de la reestructura del 
sector público -creo que nadie la niega- y para la filosofía del 
proyecto ello parte de una secuencia lógica, es decir, la desre- 
gulación, la desburocratización y la privatización, aunque 
vuelvo a repetir que en forma simplista no significa la venta 
de todos los bienes. No va a existir -lo voy a detallar más 
adelante- la posibilidad de hacer eficiente el funcionamiento 
del sector público si no funcionan simultánea o paralelamente 
las tres cosas, porque entonces, estaríamos provocando que el 
Estado fuera más ineficiente en la competencia. 


Señor Presidente: con anterioridad, estaba desarrollando la 
forma en que el Producto Bruto Interno refleja la participa- 
ción del Estado. 
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Si nos refiriéramos al valor agregado que aporta el Gobier- 
no, las empresas industriales y las instituciones financieras 
estatales, vemos un aumento creciente del Producto Bruto res- 
pecto del gasto público. Hoy podríamos ubicarlo entre el 23% 
y el 24% y como dijo en alguna oportunidad un conocido 
dirigente político, no precisamente de mi partido, más allá de 
los distintos Gobiernos, la constante ha sido que el sector 
público creciera. 


Otra forma de medir la participación del Estado es a través 
de la población económica activa que él ocupa. Tomando los 
datos del Censo de 1985, y si no se incluye entre la población 
económica activa a los que buscan trabajo por primera vez, 
vemos que el 21% de dicha población pertenece al grupo de 
los funcionarios públicos. 


También puede tenerse una idea de cuál es el peso del 
Estado en la economía del país si se lo considera como unidad 
de gasto. El Estado gasta como consumidor típicamente, en 
aquellos rubros del consumo que no llegan a sus destinatarios 
a través del mercado: orden público, defensa, enseñanza pú- 
blica. 


En la medida en que lleva a cabo actividades públicas 
productivas de bienes y servicios, el Estado también debe 
gastar para incrementar su capital y para invertir. 


Entre 1955 y 1988 la participación del consumo público en 
el consumo total osciló entre un 10% y un 17% en 1982. De 
1970 a 1989 la formación bruta de capital fijo del sector 
público fue un 35% de la del total de la economía, estando el 
80% destinado a construcciones, mientras que el 20% restante 
correspondió a maquinarias y equipos. 


Debe tenerse en cuenta, además, la incidencia de algunos 
otros mecanismos que reflejan la influencia del sector públi- 
co. A vía de ejemplo, se pueden mencionar los impuestos y 
subsidios escondidos que no son recogidos por las cifras ma- 
nejadas. Así, cuando el Estado realiza un control de alquileres 
cobra un impuesto a los propietarios y subsidia a los arrenda- 
tarios y éste no aparece en las estadísticas. La protección por 
el Estado a una determinada actividad productiva de la com- 
petencia externa, quitando aranceles prohibitivos, es decir, 
gravando a los consumidores y subsidiando a los productores 
internos, afecta también, el esfuerzo de innovación y facilita, 
muchas veces, la ineficiencia. 


De este análisis pueden sacarse varias conclusiones, como 
por ejemplo, que el Estado es grande, chico o, como le gusta 
decir al señor senador Zumarán, que es “gordo”. 


Razones habrán de un lado y del otro, 


A modo de reflexión, simplemente quiero expresar que si 
procediéramos a hacer comparaciones a nivel internacional se 
podría decir que en el Uruguay el sector público no es particu- 
larmente importante. En Chile, país que se pone como ejem- 
plo de la liberalización de la economía, los gastos del estado 
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en 1988 fueron de 30.8% de su Producto Bruto. En Estados 
Unidos de Norteamérica dicho porcentaje fue del 22,9%; en 
Argentina, del 21.5%; y en Brasil, del 24.1%. Al lado de estas 
cifras, el 23.7% del Uruguay no llama la atención, 


Sin embargo, pensamos, señor Presidente, que más allá del 
sinnúmero de ajustes que se puede hacer a la participación del 
sector público en la economía, lo importante no está en discu- 
tir -quiero hacer énfasis en esto, porque es una posición perso- 
nal- cuál es su porcentaje respecto del Producto Bruto Interno, 
sino su forma de funcionamiento y, fundamentalmente, si este 
proyecto que estamos discutiendo es o no conveniente para el 
desarrollo del país y su inserción en el exterior. 


Para ello, siguiendo una idea muy arraigada en nosotros, 
es bueno que metodológicamente describamos por lo menos, 
los puntos en que estamos o podríamos estar de acuerdo y no 
los puntos que separan nuestras posiciones. 


Existe hoy en el país, y fuera de él, una creciente revalori- 
zación de la eficiencia y la eficacia. 


Mientras no hace mucho tiempo era común oír que, por 
razones de seguridad, las industrias estratégicas debían perma- 
necer en la órbita del Estado, hoy cada vez tiene más peso la 
opinión de que lo que es estratégico -y en esto no involucra- 
mos los cometidos esenciales del Estado- debe ser confiado a 
quienes lo hagan en forma eficiente y eficaz, ya sea en el 
ámbito público o privado. 


Son reconocidas, señor Presidente, las consecuencias ne- 
gativas que muchas veces el funcionamiento del sector públi- 
co ha tenido y tiene sobre la eficiencia global de la economía. 


Por otra parte, hay conciencia generalizada de que si el 
Estado quiere conceder subsidios, ya sea vendiendo más bara- 
to o comprando insumos más caros, lo debe hacer en forma 
transparente. El contribuyente, el hombre, el ciudadano co- 
mún tiene derecho a saber cuáles actividades de las empresas 
públicas son deficitarias y el monto de los subsidios internos, 
ya sea los que son financiados con el superávit de la propia 
empresa o los externos, los que que se hacen viables gracias al 
aporte del sector público. No se considera aceptable que la 
gestión de las empresas públicas mejore si no se vinculan sus 
metas con sus presupuestos y si periódicamente no se compa- 
ran los resultados obtenidos con lo que se buscaba alcanzar. 


En tercer lugar, creo que nadie postula que el Estado deje 
de tener fines sociales. Por el contrario, el respeto que se le 
debe a la comunidad, a la ciudadanía y al contribuyente recla- 
ma claridad y transparencia en los costos de los servicios a 
cargo del sector público. 


Se coincide, además en que es necesario que el Estado 
defienda a los consumidores, en la medida en que a éstos les 
resulta muy difícil organizar un “lobby” -como se dice ahora- 
similar al que utiliza el resto de los agentes económicos en el 
país. También se reconoce la necesidad de que los distintos 
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grupos de presión perciban que el éxito económico debe estar 
asociado a la innovación y a la producción eficiente y no al 
favor político, 


SEÑOR PEREYRA. - Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR PEREYRA. - Formulo moción para que se prorro- 
gue el término de que dispone el orador. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la moción formu- 
lada. 


(Se vota:) 
-24 en 26. Afirmativa. 
Puede continuar el señor senador Abreu. 


SEÑOR ABREU. - Muchas gracias, señor Presidente y 
señores senadores. 


No puedo evitar la tentación de traer al seno de este Cuer- 
po algunas cifras comparativas relativas al funcionamiento de 
un ente que se considera superavitario en la actividad indus- 
trial y comercial del Estado, como es el caso de ANTEL. 


Al respecto, me gustaría citar los resultados de un es- 
tudio realizado por el grupo CERES, que trata de demostrar 
que existe una pérdida anual de aproximadamente 
U$S 50:000.000 por la ineficiencia en el funcionamiento del 
servicio del ente. 


En lo que tiene que ver con la demanda insatisfecha de 
nuevas líneas, establece que del total de solicitudes, el 1,6% 
tiene una espera promedio de 16 años; el 7,6%, de 11 años; el 
20,9% de 6 años y el 69% restante, de 2 años. Si se ponderan 
las esperas por las participaciones en el total de solicitudes, 
resulta, para Montevideo, una espera promedio de tres años y 
diez meses y, para el total del país, de tres años y tres meses 
para obtener una línea telefónica. 


En relación con las líneas de larga distancia, las tarifas 
salientes de ANTEL son superiores a las entrantes para un 
mismo país de destino de la comunicación. Teniendo en cuen- 
ta el sobrecosto de las tarifas, el nivel de comunicaciones 
salientes del año 1988 y su duración, el mayor costo anual 
asciende a casi U$S 4:000.000. Ello implica que cualquier 
abonado paga un mayor precio de U$S 0,10, U$S 0,43 y 
U$S 0,50 por minuto de llamada si desea comunicarse desde 
Uruguay hacia Argentina o al resto del mundo vía DDI o por 
operadora, respectivamente. 


SEÑOR BATALLA. - ¿Me permite una interrupción, se- 
fior senador? 
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SEÑOR ABREU. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR BATALLA. - No me quedó claro si la referencia 
que hizo el señor senador Abreu a las tarifas que cobra 
ANTEL es sobre el costo o sobre el precio en lo que respecta 
a la tarifa entrante y a la saliente. Si fuera sobre el costo, esta- 
ríamos ante una realidad; en cambio, si fuera sobre el precio, 
nos hallaríamos frente a una política del Ente que, ante la 
eventual privatización, implicaría ganancia para una empresa 
extranjera. A mi entender, varía sustancialmente el tema en 
función de que sea una cosa u otra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor sena- 
dor Abreu. 


SEÑOR ABREU. - Creo que es sobre ambas cosas. 
Quisiera expresar las conclusiones sobre el tema. 


En el caso de las telecomunicaciones, el costo principal 
está dado por la calidad del servicio. El costo de la espera por 
nuevas líneas telefónicas -es decir, el costo que el Estado 
tiene por la ausencia de ingresos debido a la falta de eficien- 
cia en el funcionamiento- alcanzaría a USS 44:000.000. Ello 
significa que si fuera eficiente en la adjudicación de las líneas 
telefónicas, estaría ahorrando -porque ingresarían a sus arcas- 
U$S 44:000.000 anuales. 


A esa cifra habría que agregarle un costo adicional de 
U$S 3:5000.000 anuales por concepto de sobrecosto de larga 
distancia internacional, que ha tenido como consecuencia un 
desvío de las comunicaciones salientes. Al haber diferencia de 
entrada y salida, ese sobrecosto, naturalmente, se cuenta den- 
tro de los ingresos de ANTEL. Sin embargo, desde el punto 
de vista de la eficiencia, no se justificaría habida cuenta de los 
costos existentes a nivel internacional. : 


No digo esto con el fin de demostrar la ineficiencia del 
sector público como un hecho categórico e incontrastable, 
sino simplemente para llegar al punto en que todos estamos de 
acuerdo, que es la preocupación por mejorar el funcionamien- 
to de los servicios públicos. 


Quienes apoyamos la aprobación de este proyecto de ley 
entendemos, más allá de las distintas posiciones, que este es 
un instrumento, una herramienta -como diría el señor senador 
Ricaldoni- idónea para poder orientar nuestro destino hacia el 
punto que nos fijamos como meta. 


Por último, se considera que las empresas públicas carecen 
de incentivos para mejorar su gestión; disfrutan de una espe- 
cie de “inmunidad” económica que resta atractivo a la inicia- 
ción de procesos de innovación que permitan su crecimiento y 
dinamismo. Así, aquellas que desarrollan sus actividades en 
régimen de monopolio, como ANCAP, ANTEL o UTE, ante 
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la posibilidad del déficit -y este es uno de los temas más 
importantes- en lugar de impulsar un mayor nivel de eficien- 
cia, recurren simplemente al aumento de los precios por los 
que venden sus servicios. Por lo tanto, el que una empresa 
pública cuente con un superávit, no es un criterio suficiente 
para no plantearse su reestructura -obsérvese que no estoy 
hablando de privatización- o al menos la conveniencia de que 
algunas de sus actividades sean desempefiadas fuera de la 
órbita del Estado. Es más; existen empresas públicas, como 
por ejemplo PLUNA, que aun siendo deficitarias tienen me- 
nores efectos sobre la eficiencia productiva, en la medida en 
que sus servicios pueden, en parte ser sustituidos por las em- 
presas privadas. 


Señor Presidente: estas ideas y algunas más que responden 
a la propuesta de los sectores que acompañan el proyecto son 
las que lo inspiraron. La necesidad de inversión y el retraso 
tecnológico han tenido una fuerte gravitación. Y de ahí surge 
su ausencia de rigidez y de dogmatismo. No constituye -repi- 
to- un instrumento de destrucción del Estado, sino un intento 
por compatibilizar, vía formal, su actuación con el sector pri- 
vado, a fin de lograr un mayor bienestar común a través de 
costos más reducidos. 


La reforma del aparato estatal se encuadra dentro de la 
necesidad de hacer un uso racional de los recursos productivos 
del país. 


Por tal razón -y esto tiene que ver con la intervención que 
oportunamente realizara el señor senador Gargano- la estrate- 
gia a desarrollar se ciñe a tres aspectos básicos: la desburocra- 
tización, la desregulación y lo que en forma simplista llama- 
mos privatización. Estas tres áreas deben actuar en forma 
complementaria, ya que de nada serviría impulsar una forma 
más ágil de administrar los recursos humanos del sector públi- 
co si no se acompaña, por ejemplo, con una política de desre- 
gulación que remueva los obstáculos formales que lo trancan 
y paralizan. Del mismo modo, sería inútil impulsar un régi- 
men de participación del sector privado si no colocamos al 
sector público en una situación de competencia. 


En este esfuerzo inciden las condicionantes internas y ex- 
ternas, avaladas en este caso por un sistema de ideas predomi- 
nantes en la sociedad que lejos de la ideologización impulsan 
hoy respuestas pragmáticas. 


Como mencionábamos, la desregulación y la desburocrati- 
zación repercuten sobre la intervención del Estado mediante 
la derogación y simplificación de controles, regulaciones y 
procedimientos administrativos burocráticos, así como el régi- 
men legal aplicable a los funcionarios públicos. 


Por otra parte, cuando hablamos de privatización, nos refe- 
rimos al hecho de la transferencia de la propiedad pública de 
bienes a manos privadas. Cuando ésta es total, ahí sí nos 
encontramos frente a una privatización -léase el caso de Aero- 
líneas Argentinas- propiamente dicha. Y cuando ésta es par- 
cial podrían identificarse las siguientes modalidades: constitu- 
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ción de empresas mixtas, privatización parcial por demonopo- 
lización de actividades y lo que se ha dado en llamar en 
algunos sectores de la economía, privatización periférica en 
los casos de subcontratación o concesión, que son los que 
están previstos dentro del proyecto. 


La privatización periférica manifiesta claros beneficios, ya 
que no supone la transferencia de los bienes del Estado hacia 
los particulares y abre la posibilidad de que el contrato en el 
que se incorpore la concesión o la subcontratación se realice 
sobre la base de la competencia entre múltiples oferentes al- 
termnativos. 


En otro cstudío realizado por CERES se expresa que debe 
tenerse presente que la subcontratación -y esto es importante 
tenerlo en cuenta en el manejo global del proyecto- o la con- 
cesión mejorará la gestión en la medida en que: los requeri- 
mientos de la actividad contratada o concedida puedan ser 
especificados adecuadamente de antemano; en que los resulta- 
dos sean más importantes que los medios utilizados para 
alcanzarlos; cn que resulte más fácil la evaluación de los 
resultados y cn que resulte también más fácil sustituir al agen- 
te contratado, lo cual se vincula con el número de posibles 
oferentes. 


Todas estas decisiones suponen un grado importante de 
racionalidad, ya que la simple posibilidad de privatizar no 
significa un resultado más eficiente y eficaz. Las empresas 
públicas deberán analizar si estas condiciones no se cumplen. 
Un enfoque gerencial moderno puede inclusive aconsejar el 
empleo de personal especializado dentro de la propia empresa 
y, por tanto, facilitar una mayor “integración vertical”. 


Adquieren cn este terreno, señor Presidente, una particular 
importancia los incentivos que se establezcan contractualmen- 
te, lo que confirma que la elección de la forma organizacional 
para la provisión directa del servicio deseado debe estar basa- 
da en criterios de eficiencia y de capacidad de control del 
desempeño, de mu "ra que se pueda responsabilizar a quienes 
realizan las acciones. 


Ejemplos de posibles experiencias son innumerables. El 
propio estudio a que hacíamos referencia señala, por ejemplo, 
el vivero que posee la Administración Nacional de Puertos en 
Colonia; la producción de postes de madera por parte de UTE 
mediante el manejo de un monte propio en varios predios que 
suman 13.500 hectáreas, de las cuales sólo 3.500 son foresta- 
les, estando los predios diseminados por todo el país; los ser- 
vicios de talleres de UTE, que cuentan con 460 funcionarios 
para 750 vehículos propios, donde además de los mayores 
costos de funcionamiento se deben realizar onerosas inversio- 
nes para la renovación de la flota, que se sitúan en los 
U$S 35:000.000 en los próximos cinco años; el comedor, el 
servicio médico integral y el servicio de guardería infantil de 
ANCAP, atendidos todos con personal propio; el aserradero 
de OSE, en Minas, sus guarderías, su carpintería y servicio de 
mantenimiento edilicio, así como la fabricación de baldosas 
de vereda; y, por último, las 110 imprentas existentes en el 
sector público. 
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Todo ello nos muestra, en forma genérica, la amplia gama 
de posibilidades que se abren al amparo de las autorizaciones 
que la ky consagra. Por tal motivo, creemos que no estamos 
enfrentados -repetimos- a un proceso indiscriminado de priva- 
tización con el fin de destruir el Estado, sino a una estructura 
normativa destinada a facilitar que, por distintas vías, la eco- 
nomía del país en su conjunto, y en especial el sector público, 
comience a ser más eficiente, 


El proyecto señor Presidente, delimita en el Capítulo 1 
sobre Disposiciones Generales tres situaciones diferentes. 


La primera, la concesión u otorgamiento de permisos para 
la ejecución de servicios públicos nacionales. En el artículo 1* 
se distingue entre las facultades que se le otorgan al Poder 
Ejecutivo y los servicios públicos a cargo de un ente autóno- 
mo o servicio descentralizado, 


Debemos aclarar que nos estamos refiriendo a los servicios 
públicos como una especie particular de cometidos; al decir 
del profesor Cassinetli Muñoz, aquellos cometidos que pue- 
den ser desempeñados por concesionarios, pero que se carac- 
terizan: por tratarse de prestaciones individualizadas hacia 
usuarios concretos de los servicios públicos y porque el Esta- 
do, a su vez, es responsable de su buen funcionamiento, es 
decir, que no podría el Estado dejar de prestar esos servicios y 
dejar de vigilar su prestación por concesionarios, 


Estos servicios públicos, por tanto, pueden ser objeto de 
un contrato de concesión o de un contrato de permiso para su 
ejecución. 


El punto esencial de estos actos jurídicos está en la posibi- 
lidad, como se ha dicho, de transferir o constituir derechos 
reales y personales respecto de los bienes muebles o inmue- 
bles útiles y necesarios para la ejecución del servicio. 


Pero es importante resaltar que no estamos ante un modo 
jurídico de privatización pura, porque el Estado o la Adminis- 
tración, al recurrir a la concesión o al permiso, retiene el 
contro] respecto de la continuidad, la regularidad y la eficien- 
cia del servicio social de que se trate. 


Por otra parte, al establecer que la concesión o el permiso 
se hará por un plazo determinado y en carácter de precario 
-como agrega la modificación última- se está reconociendo 
que el Estado mantiene bajo su órbita el funcionamiento del 
servicio. 


La segunda situación se refiere a la facultad que se le da a 
la Administración Central y a los entes autónomos y servicios 
descentralizados respecto de las actividades que no constitu- 
yen cometidos esenciales del Estado, ni servicios públicos. 
Estos pueden ser objeto de autorización, contratación O sub- 
contratación con terceros y requieren las mayorías especiales 
que el artículo respectivo establece, 


La tercera, señor Presidente, se refiere a los entes autóno- 
mos y servicios descentralizados del dominio comercial e in- 
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dustrial del Estado, pudiendo distinguirse dos aspectos: prime- 
ro, el que dispone la coordinación de los presupuestos de estas 
empresas -atiéndase bien: la coordinación de los presupuestos 
de estas empresas- con la política económica proyectada por 
el Poder Ejecutivo, logro alcanzado en las modificaciones in- 
corporadas en la Constitución de 1967, Se incluye una proyec- 
ción de tas inversiones, definición de metas y programas e 
informes circunstanciados sobre su cumplimiento, lo que sig- 
nifica la observancia de la disposición de la Constitución de 
1967 sobre el Presupuesto por programas, que recogiera Opor- 
tunamente, a instancias del CIDE, nuestra Constitución y que 
fuera inicialmente planteado y experimentado por el General 
Mac Namara en el Ministerio de Defensa del Gobierno de los 
Estados Unidos, Quiero aclarar esto porque, más allá de la 
implementación que se ha hecho en América Latina, el certifi- 
cado de origen intelectual del Presupuesto por programas lo 
tiene el General Mac Namara, del Ministerio de Defensa, en 
la década del 60. 


Un segundo aspecto se refiere a la limitación de las activi- 
dades, a las previsiones presupuestales y a su financiación, 
solamente con ingresos directos, para cubrir los gastos y 
amortizaciones que aquéllas ocasionen, 


Se observa, señor Presidente, que ambas situaciones per- 
miten excepciones que quitan rigidez a las disposiciones nor- 
mativas y permiten no sólo la posibilidad de pérdida de recur- 
sos -lejos está esto de la concepción neoliberal- sino hasta el 
otorgamiento por medio de la ley, de subsidios directos para 
tales actividades, La norma comentada, señor Presidente, tie- 
ne la virtud de otorgar transparencia al funcionamiento de las 
empresas públicas, ya que el contribuyente y el consumidor -o 
sea el ciudadano común que sufre los problemas que el país 
tiene- sabrán qué actividades de las empresas públicas son de- 
ficitarias y, fundamentalmente, en casos excepcionales, el 
monto de los subsidios externos e internos que requiere su 
funcionamiento, 


Distintas situaciones plantean los Capítulos 11, HE, IV y Y 
que regulan el marco de la actividad de PLUNA, de las tele- 
comunicaciones, de ILPE y de la energía eléctrica. Obvia- 
mente, podríamos analizar las circunstancias que rodean la 
realidad de cada organismo y los motivos que determinan la 
posibilidad de asociarse, como de ceder y autorizar la presta- 
ción de los servicios en forma indirecta. Sin embargo, para 
tranquilidad de los señores senadores, resumiré ahora el alcan- 
ce de las mismas, 


En conclusión, debemos decir que el proyecto, a nuestro 
juicio, no muestra ningún signo de rigidez ideológica y se 
encuentra inspirado, precisamente, en un término medio que 
respeta las funciones que debe cumplir el Estado, al tiempo 
que facilita, mediante estos mecanismos jurídicos, un mejor 
funcionamiento de los servicios. 


Por otro lado, señalamos que este proyecto no está orienta- 
do a lograr una privatización total como en forma alarmista 
podría haberse expresado. En él se proponen varias formas de 
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participación del sector privado. Se dispone, por ejemplo, la 
supresión del Servicio Descentralizado TLPE, al tiempo que se 
admite la enajenación de la planta industrial del terminal pes- 
quero, dando preferencia a cooperativas o sociedades comer- 
ciales integradas por armadores de buques pesqueros de ban- 
dera nacional o por quienes se dediquen a la comercialización 
de productos del mar que no fueren -esto es muy importante 
resaltarlo- propietarios de plantas de frío o procesamiento de 
pescado. 


Por otra parte, se proponen formas jurídicas de economía 
mixta -como en el caso de ANTEL y PLUNA- con las garan- 
tías que el proyecto establece para el funcionamiento del ser- 
vicio de ANTEL, en el que con la incorporación de algunas 
modificaciones, se regula la participación de ambos sectores, 


Se contemplan, además, objetivos sociales y se admite, en 
casos excepcionales, el otorgamiento de subsidios -tal como 
ya lo expresáramos- tanto internos como externos. Asimismo 
se protege a los funcionarios públicos excedentes, y se plan- 
tean casos de preferencia para oferentes nacionales, como en 
el caso mencionado de ILPE. 


Por otro lado, se tienen en cuenta objetivos ecológicos al 
otorgar el monopolio a INAPE, en lo que refiere a lobos 
marinos y, por último, se dispone que los recursos obtenidos 
por las enajenaciones efectuadas en mérito a esta ley serán 
destinados a la capitalización del Banco de Previsión Social, a 
las inversiones de la Administración Nacional de Educación 
Pública y a los planes de vivienda, construcción, refacción o 
equipamiento de hospitales del Ministerio de Salud Pública. 
Todo lo expuesto, agregado a la intención de evitar también la 
formación de monopolios de hecho como lo dispone el inciso 
E) del artículo 28, demuestra... 


SEÑOR OLAZABAL, - ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR ABREU. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR OLAZABAL. - El señor senador Abreu se acaba 
de referir al destino de los fondos de este proyecto de ley y 
entre éstos menciona al Banco de Previsión Social, a Entes de 
la educación, etcétera. 


Pienso que es necesario distinguir claramente lo que puede 
ser el destinatario último de estos fondos, de lo que sería el 
destinatario primario. ¿Por qué digo esto? Lo expreso porque 
si el último destinatario, o sea el.que va a aprovechar esos 
fondos fuera, por ejemplo, el Banco de Previsión Social, al- 
guien podría desde ya prometer que los jubilados a partir del 
momento en que se venda ANTEL -por citar un caso- van a 
cobrar un aguinaldo durante equis tiempo. Considero que si el 
Banco de Previsión Social se va ver beneficiado con cifras de 
la importancia que seguramente puede tener una transacción 
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de una empresa pública como ANTEL, esos fondos alcanza- 
rían para que durante mucho tiempo se elevara el nivel de 
vida de los jubilados. Este es posible si efectivamente esos 
fondos tienen el destino que la ley establece, porque mucho 
me temo que la realidad sea otra, En una palabra, que esos 
fondos se destinen a sustituir lo que hoy es el aporte del 
Estado en las diferentes reparticiones. Si así fuera los recursos 
obtenidos a través de esta ley, no van a servir para mejorar la 
situación de los pasivos, ni contribuirán al mejoramiento de la 
enseñanza pública o de salud pública, sino que simplemente 
serán utilizados para disminuir los déficit fiscales que la doc- 
trina neoliberal considera pecaminosos. 


En caso de que esta interpretación que estoy haciendo sea 
maliciosa o falsa me gustaría que hubiera un compromiso 
público de que, efectivamente, a partir de que se realicen 
negocios con instituciones del Estado los fondos obtenidos se 
destinen por ejemplo, al Banco de Previsión Social, lo que 
permitiría otorgar aguinaldo o elevar el actual nivel de presta- 
ciones jubilatorias. De lo contrario, si tienen otro destino, que 
exista la promesa de que se terminarán las carencias de la 
enseñanza o de la salud. 


Muchas gracias, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor sena- 
dor Abreu. 


SEÑOR ABREU. - Entiendo la exposición realizada por el 
señor senador Olazábal, así como las dudas que tiene. Creo 
que estas últimas son infundadas, en la medida en que está 
atribuyendo intenciones no previstas en la ley, así como acti- 
tudes que podrían se convarias, precisamente, a la voluntad 
del Poder Ejecutivo, cuando entre olras cosas proyecta que 
esta norma sca aprobada para ser cumplida. Me quedaría mu- 
cho más tranquilo transmitiéndole al señor senador Olazábal 
que no creo que exista dualidad de criterios entre la intención 
del Poder Ejecutivo cuando envía un proyecto de ley y lo que, 
posteriormente, aprueban sus representantes en el Parlamento, 


Por otro lado, si le alcanzan mis garantías sobre cómo se 
va a cumplir esta ley, espero que su voto sea favorable al 
proyecto para que el mismo se haga realidad. 


Por último, pienso que todo lo expuesto, agregado a la in- 
tención de evitar también la formación de monopolios de he- 
cho -tal como lo hemos mencionado- demuestra que el pro- 
yecto de ley a consideración recoge un equilibrio que, a nues- 
tro juicio, nos pone al abrigo de interpretaciones extremistas. 
De lo que se trata, es de que el sector público se inserte en la 
economía del país con una mayor eficiencia, fundamental- 
mente, teniendo en cuenta el proceso de integración a que el 
Uruguay se ha incorporado, y que lo pone en condiciones de 
competencia tal que requieren un cambio cualitativo de su 
funcionamiento. 


La sola posibilidad de que el sector público se retrase en 
su reconversión, está significando que en este esquema de 
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competencia regional, nuestro mercado será presa fácil de los 
productos extranjeros. El proyecto atiende a facilitar la reduc- 
ción del costa de los servicios públicos y a aumentar, por 
supuesto, su nivel de prestación, lo que nos proporcionará la 
capacidad para competir, 


SEÑOR ZUMARAN. - ¿Me permite una interrupción, se- 
for senador? 


SEÑOR ABREU. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR ZUMARAN. - Agradezco la interrupción que me 
ha concedido el señor senador Abreu y señalo que, a efectos 
de no quitarle demasiado tiempo, se la he solicitado al térmi- 
no de su exposición, Creo que aún le restan algunos minutos y 
pienso que puedo emplearlos para formular una interrogante. 


El señor senador Abreu nos ha brindado una serie de datos 
y argumentos a favor de la transferencia a sectores privados 
de la gestión de servicios públicos. Entre ellos enumeró, en el 
caso de ANTEL, uno que me parece muy importante. Asimis- 
mo agregó una serie de datos respecto a la demora -medida 
incluso en años- con que ANTEL satisface la demanda de 
servicios telefónicos. 


En el mundo en que vivimos lo razonable sería que le 
colocaran inmediatamente el teléfono a quien le solicita y que 
la empresa que presta esos servicios trate de vender más a los 
efectos de obtener mayor rentabilidad. 


A raíz de este argumento, que lo considero muy importan- 
te, me pregunto por qué ANTEL demora años en ponerle el 
teléfono a una persona. Supongo que no será por el gusto de 
hacer esperar a un ciudadano. Creo que hay razones técnicas y 
económicas en virtud de las cuales ese tipo de servicios no se 
otorga rápidamente. 


He intentado estudiar este problema utilizando las versio- 
nes taquigráficas de la Comisión respectiva y, sin embargo, no 
me queda claro. El Directorio de ANTEL no aclaró casí nada 
sobre este asunto, entre otras razones porque recién había sido 
designado. 


Por otra parte, los representantes de SUTEL expresaron 
que los teléfonos no se colocaban inmediatamente porque ello 
requería grandes inversiones, En ese sentido, el Uruguay no 
tenía problemas en cuanto a las centrales digitales, pero desde 
ese punto era necesario realizar nuevas inversiones a los efec- 
tos de satisfacer las demandas de domicilios particulares o 
industrias. Todo esto suponía un costo, ya que un teléfono 
vale alrededor de U$S 1.000, pero, por otro lado, ahora que 
ANTEL duplicó sus tarifas cobra nada más que U$S 200 para 
instalarlo. Asimismo, ANTEL había solicitado el aumento de 
las tarifas a los efectos de poder satisfacer más rápidamente 
las demandas y los Poderes Ejecutivos, tanto de la pasada 
como de la presente administración, se lo habían negado. 
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Considero que una empresa particular no va a instalarse en 
el Uruguay para regalar teléfonos. Va a venir a darlos y, por 
supuesto, a cobrarlos. En consecuencia, va a solicitar que las 
tarifas suban cuatro o cinco veces, a los efectos de poder 
equilibrar el costo de los servicios. Esto es lo que acaba de 
ocurrir en la Argentina. Por lo tanto, el problema no sería que 
la empresa fuera pública o privada sino cómo va a manejar las 
tarifas, 


Pregunto al señor senador Abreu si tiene elementos de 
juicio que le permitan responder por qué si el servicio es 
público demora tres años en prestarse y si es privado se puede 
brindar rápidamente, siendo que eso no tiene nada que ver con 
la tarifa, y si no considera que subiendo las mismas mejorará 
el servicio sin importar que la empresa sea pública o privada. 


(Suena el timbre indicador de tiempo) 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Mesa aclara que finalizó el 
tiempo de que dispone el señor senador Abreu pero, conside- 
rando que tiene que responder la pregunta formulada por el 
señor senador Zumarán, le otorgaremos unos minutos más. 


Puede continuar el señor senador Abreu. 
SEÑOR ABREU. - Muchas gracias, señor Presidente. 


La pregunta realizada por el señor senador Zumarán impli- 
ca una respuesta más profunda que el enunciar simplemente 
cuáles son las causas por las que los servicios de ANTEL 
tienen talos insuficiencias. 


Según nuestros estudios -por supuesto que no somos técni- 
cos en la materia- este tema está vinculado a la adaptación 
tecnológica y a la inversión. Existen cifras que nos indican las 
dificultades y el tiempo que demora ANTEL en reparar las 
líneas en falta. 


Estoy en condiciones de hacer una breve descripción del 
análisis realizado pero, por razones de economía de tiempo, lo 
dejaremos pendiente para la discusión en particular del pro- 
yecto, 


Señor Presidente: finalizo expresando que vamos a votar 
favorablemente el proyecto de ley de empresas públicas, con 
el convencimiento de que es un instrumento positivo para la 
reforma del sector público del país, aunque también debemos 
aclarar que algunas de sus disposiciones nos resultan insufi- 
cientes, otras podrían no haberse incluido y muchas ideas 
todavía no han logrado el consenso suficiente para poder cor- 
porizarse en normas concretas. 


De todas formas, nos adelantamos a reconocer las limita- 
ciones que pueda tener el proyecto, compartimos su filosofía, 
su esencia transformadora y su marcado tinte progresista, en 
la medida en que consideramos es el punto de partida que el 
país necesita. Sin embargo, no creemos con ello ser los due- 
ños de la verdad, ya que hemos aprendido que los caminos de 
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la soberbia intelectual desembocan siempre en callejones sin 
salida. Feliz el que no insiste en tener razón, decía Borges, La 
razón, o la tienen todos o no la tiene nadie. Con este espíritu 
vamos a acompañar esta iniciativa que recoge la inquietud 
que, a nuestro juicio, expresa la mayoría de la ciudadanía, 


5) CUARTO INTERMEDIO 


SEÑOR DE POSADAS MONTERO. - Pido la palabra 
para una moción de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR DE POSADAS MONTERO. - Á los efectos de no 
interrumpir al señor senador Raffo en su exposición, deseo 
formular moción en el sentido de que, una vez terminada la 
misma, pasemos a cuarto intermedio y continuemos sesionan- 
do en forma extraordinaria los días martes, miércoles y jueves 
de la próxima semana a partir de las 16 horas, suprimiendo las 
sesiones ordinarias de los días que corresponda. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar la moción de orden formulada. 


(Se vota:) 
-26 en 26. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
6) EMPRESAS PUBLICAS 


SEÑOR PRESIDENTE, - Continúa la discusión general 
del proyecto de ley de Empresas Públicas. 


Tiene la palabra el señor senador Raffo. 


SEÑOR RAFFO. - Señor Presidente: los que me antece- 
dieron en el uso de la palabra dieron por anticipado el tono en 
el cual iban a discurrir sobre este proyecto. El señor senador 
Korzeniak expresó que iba a tener un carácter eminentemente 
jurídico y nuestro compañero de bancada, el señor senador 
Abreu, dijo que su discurso iba a tener una serie de conceptos 
técnicos. Por mi parte, adelanto que voy a realizar una inter- 
vención netamente política, es decir una defensa política de 
este proyecto y de las ideas que alientan a nuestro sector a 
llevarlo adelante. Es muy probable que en el transcurso de 
mis palabras aluda a algún sector político y, por lo tanto, 
ruego que se tomen las notas debidas por si se desea contestar. 


Hecho este preámbulo, decimos que lo más importante que 
el Senado de la República puede dejar establecido es en qué 
medida incide el proyecto de ley que hoy tenemos a estudio 
en la vida de todos los componentes de nuestra sociedad, ya 
que para muchos en este momento pasa inadvertido. 


Desde ya diremos que este proyecto es parte de uno mucho 
más ambicioso que se propone reformar al Estado, lo que está 
en el pensamiento político de nuestro sector desde hace mu- 
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cho tiempo y se nutre de variados antecedentes. Por cierto, 
trataremos de demostrar que no se alimenta de ideologías que 
están en boga en el mundo, sino de la comprobación realista y 
pragmática de cómo opera el Estado sobre la realidad urugua- 
ya. Este proyecto de ley que intenta la transformación jurídica 
de algunas empresas públicas es una parte de lo que se podría 
llamar reforma del Estado. 


El 26 de julio de 1986, se reúne en el Palacio Sudamérica 
el Congreso del entonces Consejo Nacional Herrerista. En esa 
oportunidad, su Secretario General, el entonces senador doc- 
tor Luis Alberto Lacalle, dice: “Se ha comentado que los 
lcgisladores del Consejo Nacional Herrerista están a la dere- 
cha, más arriba, más abajo, más conservadores o menos con- 
servadores... Vano intento el de ponernos etiqueta, de poner- 
nos otros nombres y definiciones que aquellos que nos corres- 
ponden, nacionalistas primero que nada y herreristas después. 


Creemos que el nacionalismo merece una nueva y joven 
definición, y ese no puede ser otro que el nacionalismo huma- 
nista, aquel que no confunda al país con el Estado. La región, 
el país, y la patria son una cosa; y el Estado, que a veces 
ahoga al país y a la Nación, no es otra cosa que un instrumen- 
to de felicidad nacional y no un objetivo en sí mismo. 


Si es un servicio deficitario, equivocado e inexistente mu- 
chas veces, no podrá ser por el prurito de mantenerlo en poder 
del Estado que hagamos pagar a la población mala educación, 
mala salud, sino que por el contrario toda la organización del 
Estado tiene que buscar la prosperidad, la justicia y la realiza- 
ción del hombre como ser humano, como primer elemento de 
la educación económica. Y que todo planteamiento transper- 
sonalista y totalitario es negar la esencia del propio Partido 
Nacional, por lo menos tal como nosotros lo concebimos”., 


Estas palabras alentaban ya ideas que se traducían en pro- 
yectos de loy de un grupo que a esta altura era muy pequeño, 
pero que ya const: nía la semilla incipiente de lo que hoy es el 
Gobierno, 


El 11 de agosto de 1986 el entonces senador doctor Luis 
Alberto Lacalle de Herrera, con exposición de motivos, pre- 
senta un proyecto de ley sobre el monopolio estatal en materia 
de seguros que ejercía -y aún hoy lo sigue haciendo- el Banco 
de Seguros del Estado. En ese momento lo consideró el Parla- 
mento, y lo sigue haciendo ahora. También expone un proyec- 
to de ley sobre la incidencia de los impuestos en AÁNCAP, 
siempre alentando la idea de que la contribución de los orien- 
tales en las cargas impositivas era algo que debía ser revisado 
y tomado en un contexto, 


Decimos esto, señor Presidente, porque creemos que lo 
que aún no se ha percibido es que el espíritu que anima la pre- 
sentación de este proyecto de ley está impregnado de un hon- 
do contenido humano en el sentido de tratar de satisfacer las 
necesidades de todos los uruguayos. 


Durante ese mismo año, curiosamente y en un último es- 
fuerzo que hizo revivir aunque sea en el papel, lo que fue la 
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Concertación Nacional Programática, el 1? de abril, los docto- 
res Enrique Tarigo, Alberto Zumarán y Hugo Batalla y el 
sefior Humberto Ciganda, firmaron lo que se llamó en aquel 
momento Acuerdo Nacional. Entre algunos temas, hablaron 
del Estado. Inclusive, sobre el tema de PLUNA -que hoy 
vamos a analizar- para que se viera que todas las fuerzas 
políticas estaban dispuestas a inclinarse sobre la estructura 
estatal a fin de ver cómo se podría mejorar esto, se decía lo 
siguiente: 


“Se procurará por negociación directa asociar una compa- 
fía aérca de alta capacidad técnico-financiera y que no realice 
operaciones en el área. 


El actual personal en caso de no adecuarse a los planes de 
PLUNA o de no desear el funcionario pasar a la actividad 
privada tendrá derecho a que se le redistribuya a través de la 
Oficina Nacional de Servicio Civil”. Este fue un acuerdo na- 
cional firmado por todas las fuerzas políticas en el mes de 
abril de 1986. 


El 15 de febrero de 1987 en un reportaje del diario “El 
País”, se le preguntó al entonces senador Luis Alberto Lacalle 
qué papel debe jugar el Estado en nuestro país. Contestó lo 
siguiente: “El Partido Nacional debe repensar su propuesta 
gubernativa. Nuestro sector y muchos otros nacionalistas cre- 
en que el Partido Nacional debe retomar el camino del análi- 
sis crítico de la intervención del Estado en la economía nacio- 
nal”. Luego, manifiesta algo que consideramos muy importan- 
te: “No llegamos a esta afirmación a partir de ningún supuesto 
ideológico, ni nos internamos en una ruta flechada en un solo 
lado, sino que por el contrario realizamos esta afirmación a 
partir de un análisis empírico, realista, práctico de cuál ha 
sido el resultado de 60 años de intervención del Estado en el 
campo del comescio y de la industria. Creemos que en tiem- 
pos modemos es indispensable un criterio de planificación. 
Sostenemos que en determinadas actividades deberá también 
hasta acentuarse la presencia del Estado. Pero no nos cabe la 
menor duda de que el verdadero concepto de modernización 
pasa en nuestro país por una reducción del ámbito de la activi- 
dad estatal, por la eliminación de los monopolios y muchas 
veces, por el de la sustitución del Estado por los particulares, 


Se hace necesario formular algunas precisiones terminoló- 
gicas cuando se ingresa en este difícil terreno. Quienes se 
oponen a nuestra manera de pensar, califican, generalizando, 
de impulso privatizador el que pretendemos llevar adelante, Y 
sin rehuir dicho calificativo, debemos señalar que, dadas las 
distintas formas que asume la presencia del Estado en la vida 
comercial e industrial del país, distintas son las decisiones a 
adoptar”. 


El 25 de julio de 1987 quizás sea, para muchos, una fecha 
totalmente inadvertida, pero para los integrantes de esta ban- 
cada fue muy importante porque marcó ta unificación del 
herrerismo. Los doctores Lacalle y Ortiz se dieron un abrazo 
y. en el Palacio Sudamérica, lanzaron algunas ideas y pro- 
puestas. Hubo un documento elaborado por el Herrerismo en 
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el que se reencontraba y volvía a transformarse en una co- 
rriente única del Partido Nacional. Como tantos otros, este 
documento lo elaboramos con el hoy fallecido Representante 
doctor Héctor Martín Sturla, habitual escribiente de nuestros 
proyectos, En un parágrafo se establecía lo que había que 
hacer: “Examinar críticamente el papel del Estado en la eco- 
nomía y constatar la ineficiencia de una administración buro- 
cratizada, la ruina de las empresas públicas, el abuso de los 
monopolios del Estado y el costa que ello representa para la 
comunidad. Determinar si el Uruguay sustentará su crecimien- 
to en la iniciativa individual y en el estímulo al progreso y al 
lucro legítimos, al tiempo que se velará por la justicia social y 
deberá lograr un aumento de la riqueza nacional como prerre- 
quisito esencial de la prosperidad de todos”. 


El doctor Luis Alberto Lacalle, líder natural del Herreris- 
mo, a partir del momento en que el escribano Ontiz le pusiera 
la mano sobre el hombro, decía: “Entramos a este trecho en 
nuestra vida, compañeros, con la alegría que sentimos en lo 
hondo de los huesos de que vamos a cambiar el país. De que 
lo vamos a cambiar. Las nuestras son ideas cuyo tiempo ha 
llegado. Sólo aquí se ciercan aún los oídos y los ojos. Las más 
grandes potencias del mundo, los países socialistas y los paí- 
ses capitalistas, hoy están revisando lo más profundo de su 
organización social y económica. ¿ Y nosotros, vamos a seguir 
aferrados a un país esclerotizado, detenido y que se ha fijado 
en un tiempo que murió? ¿Vamos a seguir atados a esta espe- 
cie de social estatismo que perjudica primero que nada a los 
más humildes? Si nosotros proponemos un análisis crítico del 
Estado es pensando primero que nadie en los que más sufren a 
causa de este Estado. Vivimos en un país en el cual todo está 
duplicado. ¿O alguien ignora que en materia de salud un país 
que gasta la misma proporción que Suecia, de sus recursos, es 
un país en el cual pagamos dos veces la atención sanitaria -los 
que podemos- porque pagamos a través de los impuestos y nos 
tenemos que afiliar a una mutualista para ser atendidos decen- 
temente? ¿Acaso ignoran ustedes compañeros, que hasta el 
esencial servicio de seguridad, hoy día, tiene que ser sustituj- 
do por serenos que tienen que ser contratados por lo que 
pueden, acentuando las diferencias, porque en Montevideo” 
«decía en aquel momento el doctor Luis Alberto Lacalle He- 
trera- “hay quinientas vacantes de policía?”. Y continúa argu- 
mentando y dando conceptos, a los que no me voy a referir. 


También tengo en mi poder los ejemplares del 28 y 29 de 
julio de 1987 -algo que quizá puede haber pasado inadvertido- 
titulados “Coloquios sobre el Uruguay que vendrá”, en home- 
naje al doctor Luis Alberto de Herrera, realizado en el Teatro 
del Centro. En esa oportunidad el doctor Nicolás Herrera di- 
sertó sobre la reforma del Estado y, sobre la reforma del 
Gabicrno lo hizo el doctor Juan Andrés Ramírez. Ambos, en 
este período tienen una buena campaña a cuestas. 


Un año más tarde, el 31 de julio de 1988, con entusiasmo, 
con apresuramiento -como algunos lo expresaron- el Herreris- 
mo postula a la Presidencia de la República al doctor Luis 
Alberto Lacalle Herrera en el Platense Patín Club. 
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A continuación, extraigo los más breves pasajes -pero sus- 
tanciales- de lo que fue su discurso de proclamación. “Habla- 
mos compañeros y proclamamos la transformación del Esta- 
do, la transformación del gobierno, la transtormación de la 
Administración, ¿Quién es el Estado? ¿Quiénes sufren o dis- 
frutan su actividad? Somos nosotros compatriotas. Somos 
nosotros su razón de ser. Son nuestra prosperidad, nuestra 
salud, nuestra educación sus motivos de existir. Ese Estado es 
un medio y no un fin. En su actual estructura, sus defectos, 
sus carencias, gravitan mucho más sobre los desprotegidos, 
castigan a quienes debieran ayudar. No nos cansaremos de re- 
afirmar y remarcar que el Estado ineficiente e ineficaz, es el 
castigo de los más pobres, de los más desvalidos. La próxima 
campaña electoral tendrá como uno de sus principales temas, 
las ideas que los candidatos expongan sobre este problema”. 


Hemos dicho “transformación del Gobierno”, y no aludi- 
mos a la reforma constitucional, a cambiar la elección del 
Poder Ejecutivo. “Decimos y sostenemos que un gobierno 
tiene, respecto de la República, una primerísima obligación 
que es la de trasmitir certeza. Defínir con claridad su línea 
legislativa. Decir a los empresarios y a los obreros, a las amas 
de casa y a los jubilados, a los jóvenes, cuál es su conducta y 
trasmitir la sensación de que esa conducta no será cambiada 
de la noche a la mañana”. 


“Repetidamente” -y lo traigo a colación- quizás haciendo 
un juego de palabras, decía el entonces senador Luis Alberto 
Lacalle Herrera: “Hemos mencionado la idea del Gobiemo de 
coalición. Hoy, una vez más, decimos claramente que si el 
Partido Nacional no tiene mayoría en las Cámaras en la próxi- 
ma elección” -me estoy refiriendo al 31 de julio de 1988- “es 
nuestro debes formar, en acuerdo con otras fuerzas políticas, 
una mayoría parlamentaria que haga verdad, y no meras pro- 
mesas las soluciones legislativas. Como contrapartida, si a 
nuestro Partido no le toca vencer, seremos los primeros en 
ofrecer nuestro concurso para que se logre, se consagre, esta 
indispensable forma de llevar adelante una acción gubernati- 
va. Esperamos idéntico compromiso solemne de todos los 
candidatos y de todos los sectores”. 


Como es sabido, el Partido Nacional consiguió formar un 
programa único de gobierno. Para ello hubo que trabajar mu- 
cho y conciliar las opiniones, a esa altura, de grupos netamen- 
te diferenciados que intentaban aletear y abrir sus rumbos 
dentro del Partido -me refiero al Herrerismo, al Movimiento 
Nacional de Rocha, a Por la Patria, a Renovación y Victoria, 
al grupo de Rodríguez Labruna, Idea y Acción Nacionalista y 
a la Unión Blanca Popular- los que, finalmente, terminaron 
acompañándose mutuamente formando tres fórmulas a la Pre- 
sidencia. 


Recuerdo las sesiones de trabajo, muy ardorosas por cier- 
to, buscando conciliar un programa único de gobierno del 
Partido Nacional, definido como el punto de articulación, 
como la visagra donde iban a encajar después las diferentes 
propuestas de ejecución de los distintos candidatos a la Presi- 
dencia de la República por los diferentes sectores. 
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Si bien es una opinión personal, creo que en esas jornadas 
se destacaron -por el entusiasmo y dinamismo que pusieron 
junto a otros compañeros, quienes en ese momento eran tan 
solo colegas dentro del Partido y del Senado- los doctores 
Luis Alberto Lacalle Herrera y Gonzalo Aguirre Ramírez. No 
obstante, recuerdo que trabajaron mucho a fin de plasmar ese 
programa único de gobierno del Partido Nacional, y de que las 
ideas que ellos tenían, provenientes de diversos sectores del 
Partido -que finalmente terminaron unidos- estuvieran im- 
pregnando la sustancia de dicho programa. 


Seguidamente, me voy a permitir leer algunos párrafos 
relacionados con el proyecto de ley que estamos consideran- 
do: “A partir de la premisa de que la organización económica 
nacional es de las llamadas de “economía mixta”, el Partido 
Nacional promoverá un régimen en el cual, tanto el Estado 
como los agentes privados asuman sus respectivos roles, te- 
niendo como fin la concreción del enunciado antes menciona- 
do. 


Se propugnará, pues, por un ordenamiento económico en 
el cual el Estado, al asumir su rol orientador de las políticas 
económicas y financieras, evitará convertirse en una entidad 
asfixiante de los hombres y de la sociedad, a cuyo bien y 
felicidad se dirigirá la acción gubernamental con un sentido 
nacional. Sólo este régimen puede contribuir a asegurar la 
democracia política y la justicia económica y social”. 


Por su parte, en el Capítulo III, expresa: “El rol del Estado 
y el de las empresas privadas en el desarrollo productivo, 
Respecto del área privada, corresponde a sus agentes la inicia- 
tiva y el impulso que aseguren la inversión y el crecimiento 
del producto nacional. Su actuación será estimulada y coordi- 
nada por el Estado, al que no le compete hacer lo que pueden 
y deben hacer los individuos y grupos sociales”. Más adelan- 
te, agrega: “En cuanto a la intervención del Estado en activi- 
dades productivas y de servicios, que será reexaminada, debe- 
rá resultar compatible con su eficiencia, para que su participa- 
ción no se traduzca en un peso contributivo que ahogue la 
actividad privada. La aportación de los agentes al financia- 
miento del Estado, dejará espacio a su rentabilidad legítima, 
así como margen para la inversión y capitalización de la em- 
presa privada”. Por último, finaliza diciendo: “El Partido Na- 
cional desestimulará las prácticas monopólicas, tanto las que 
se refieren sólo al mercado interno como las que se insertan 
en el mercado internacional”, 


SEÑOR ZUMARAN. - ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor senador? 


SEÑOR RAFFO. - Con mucho gusto, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor Zumarán, 


SEÑOR ZUMARAN. - El programa único del Partido -que 
es el tema al que el señor senador Raffo se refería- en el punto 
42, sector público, que figura en la página 12 de esta publica- 
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ción, en relación a las privatizaciones expresa concretamente: 
“La actividad industrial y comercial del Estado deberá ser 
reexaminada”. Por lo tanto, a mi juicio, no existía una acepta- 
ción respecto de cómo el Estado en sus empresas públicas y 
en su actividad industrial, se estaba desempeñando, ya que 
dice “deberá ser reexaminada”. Y agrega: “En ciertas áreas el 
Estado debe reservarse la exclusividad, tanto por su carácter 
estratégico como por la imposibilidad del sector privado para 
asumirlas”. 


Y luego, el capítulo termina asf: “El apartamiento del Es- 
tado de cualquiera de las áreas en que hoy actúa deberá ser 
justificado por estudios que aseguren la mejor prestación de 
esas actividades por los agentes privados en defensa de los in- 
tereses generales de la población”. De estas expresiones surge, 
para cualquier lector objetivo, que no se niega la posibilidad 
de que el Estado se retire de las áreas en que hoy actúa y que 
ese retiro debe ser medido con cuidado, con prevención, o 
más bien con delicadeza, y se dice que deberá estar justificado 
por estudios que aseguren la mejor prestación de esas activi- 
dades por los agentes privados. 


Creo que en el párrafo anterior está muy claramente defi- 
nido que el Estado debe reservarse áreas en exclusividad, en 
aquellos casos en que el sector privado no está capacitado 
para asumirlas. Cuando el Estado se aparte de las áreas que 
actualmente desarrolla, se hará un estudio que justifique o que 
asegure una mejor prestación de esas actividades por parte de 
los agentes privados. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor sena- 
dor Raffo. 


SEÑOR RAFFO. - Le ahorré al Cuerpo la lectura de esos 
párrafos, pero ellos también constan en la versión que tengo 
en mi poder e inclusive están marcados con amarillo. De 
todos modos, no creo que ellos contradigan en absoluto el 
tema al que nos queremos dirigir. 


El programa del Partido Nacional habilita una propuesta 
de ejecución como la que presentaron por medio de su res- 
puesta nacional el herrerismo y el grupo de Renovación y 
Victoria y, además, habilita el reexamen del Estado. Obvia- 
mente, cada uno lo hará como mejor le parezca. 


Por otra parte, aceptando que todo posible apartamiento 
del estado de los campos en que actúa deberá estar justificado 
y deberá medirse cómo se hacen las cosas, es que desde hace 
un año y medio aproximadamente estamos intentando, por la 
vía de la ley -que nos parece es la más adecuada- proceder 
con mucho. cuidado con respecto al tema del Estado. De ma- 
nera que, entonces, al presentar este proyecto de ley, lo hace- 
mos con el debido cuidado y cumpliendo con las directivas de 
nuestro Partido. 


El 25 de junio de 1989, fecha de lanzamiento de la campa- 
fa electoral de la fórmula Lacalle - Aguirre, fueron plantca- 
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dos cinco grandes desafíos sobre los que luego hemos insisti- 
do y, fundamentalmente, después que el Partido Nacional ob- 
tuvo el triunfo, Cinco grandes reformas conforman los postu- 
lados con que esta fórmula presidencial enfrentó la elección 
nacional: la reforma del sistema educativo o de la educación, 
la tributaria o fiscal, la de las empresas públicas o del Estado 
-que no es lo mismo- la regulación del marco de los derechos 
laborales y la reforma del sistema jubilatorio. 


Considero que una y otra vez obstinadamente hemos vuel- 
to sobre estos conceptos desde el momento en que se asumió 
el poder, Me refiero, repito, a las reformas del Estado, de la 
educación, de la seguridad social, tributaria o fiscal -que no es 
solamente la Ley de Ajuste Fiscal que aprobamos- y la de las 
relaciones laborales. 


Voy a dar lectura a unas breves palabras pronunciadas por 
el entonces senador y actual Presidente de la República: “En 
el mundo hay un nuevo tiempo que ha destruido el imperio 
ideológico del marxismo y el estatismo socialista se derrum- 
ba, se cae a pedazos. Los países piden inversión, incentivos, la 
devolución a la actividad privada de lo que está erróneamente 
en manos de la actividad estatal. Y si eso lo piden quienes lo 
inventaron, ¿vamos nosotros a seguir maniatados, conservado- 
res en el pensamiento, sin atrevernos a abrir un camino revo- 
lucionario y transformador en nuestro país?”, Hablaba, por 
supuesto, de la reforma del Estado. 


“La Respuesta Nacional”, que fue el librito de batalla que 
le entregamos a todos aquellos que querían adherir con su 
voto a la fórmula Lacalle - Aguirre, habla de la transforma- 
ción del Estado y dice, entroncándose con la declaración del 
Parúdo Nacional, lo siguiente: “Tanto por su incidencia per- 
sistente sobre la inflación, a través del déficit público, como 
por su influencia en la vida económica y social del país, es 
necesario encarar una reforma del Estado, para que vuelva a 
ser un instrumento de orden y bienestar y no un peso distor- 
sionante para los ciudadanos. 


¿Qué había que hacer en concepto de quienes elaboraron 
este librito? Revisar y reformar las actividades industriales y 
comerciales del Estado, principalmente las empresas públicas, 
modificando mediante la ley su marco jurídico de funciona- 
miento, a efectos de permitir nuevas formas de explotación, 
Se analizarán caso a caso las formas jurídicas más convenien- 
tes: mantenimiento de un estatuto especial, empresas privadas 
de propiedad estatal, sociedades de economía mixta, conce- 
siones totales o parciales de explotación, pasaje a la órbita 
privada y posibles desmonopolizaciones, 


Nos alegra que más adelante diga algo que va al encuentro 
de un aspecto que fue recogido en la última redacción de este 
proyecto de ley y que tiene que ver con el Capítulo destinado 
a ANTEL: “En los casos de incorporación a la actividad pri- 
vada -parcial o totai- se propondrán fórmulas que permitan la 
participación voluntaria de los funcionarios en la propiedad o 
gestión”. Esta era nuestra respuesta nacionalista en cuanto a la 
transformación del Estado. 
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Queremos hacer mención a un hecho previo al episodio 
electoral en el que nuesiro Partido obtuvo el triunfo; me refie- 
ro a una polémica televisiva sostenida por los entonces candi- 
datos presidenciales doctores Batlie y Lacalle, Antes de este 
encuentro hubo reuniones preparatorias en las que intervino el 
aquí presente señor senador Bouza. Esta polémica se desarro- 
lló en el Canal 12 de Montevideo y mucho se habló de ella, 
pero más allá de las posiciones que luego cada uno de ellos 
haya adoptado sobre distintos temas, en el cuarto bloque dedi- 
cado a la economía y al Estado, los doctores Batlle y Lacalle 
-que con gran altura mantuvieron un debate hasta altas horas 
de ia noche y contaron con un gran porcentaje de audiencia- 
coincidieron en muchos aspectos en relación con el tema del 
Estado. 


(Ocupa la Presidencia el seftor senador Araújo) 


-La gente luego habrá tomado su decisión de votar a uno u 
otro candidato, de acuerdo con lo que observó en ese debate o 
por la simpatía que alguno de ellos pudo producirle, pero eso 
no es lo que está en juego ahora. Lo que queremos es dejar en 
elaro la coincidencia que a grandes líneas tenían los candida- 
los que se perfilaban para ocupar Ja Presidencia. 


Lo que deseamos es mostrar las semillas que germinaron 
en el pensamiento de nuestro sector político, a fin de que se 
pueda apreciar que esto no fue algo impostado, algo nacido 
porque repentinamente desembarcó en el herrerismo un grupo 
de técnicos llamados después de la elección a ocupar cargos 
en el poder. Esas ideas nacieron de la realidad y de la consta- 
tación de las deficiencias de los servicios del Estado a lo largo 
y ancho del país, en más de 190 localidades que recorrimos. 
En ellas pudimos comprobar muy claramente que el aparta- 
miento del Estado de sus fines esenciales y de la atención de 
las condiciones de trabajo, salud, vivienda, educación, seguri- 
dad y juslicia -que, sin duda, son sus principales cometidos- 
para transitar por caminos de venturas empresariales, había 
ido descargando sobre la población, sobre todo, la más humil- 
de, un pesado fardo. Entendimos que era necesario rever esa 
situación. 


Por lo tanto, después del triunfo electoral y mientras se 
preparaba la gestión de Gobierno en el Parque Hotel, con un 
planteo muy honesto y sincero invitamos a las demás fuerzas 
políticas -comenzamos con nuestro Partido Nacional y des- 
pués convocamos al resto- a conversar, Sin duda, entre los 
capítulos esenciales que se pensaba impulsar estaba el tema 
de la reforma del Estado. ¿Cómo no iba a estarlo después de 
todo lo que habíamos expresado y una vez que el voto popular 
-bastante ancho y amplio, por cierto- había consagrado la legi- 
timidad de esas ideas? 


El tema de la reforma del Estado, así como las otras medi- 
das proyectadas de reforma fiscal o tributaria «constatamos 
que esta última debía pasar por un ajuste fiscal- de la educa- 
ción, de las relaciones laborales y de la Seguridad Social, que 
eran la base angular de nuestro Gobierno, fueron los que sepa- 
raron las aguas muy nítidamente. Por un lado, se coaligaron 
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quienes tenían un pensamiento similar en tomo a este tema y, 
por otro, se apartaron del camino y de la voluntad de integrar 
un posible Gobierno de coalición aquellos que -lo digo con 
respeto y con altura- tenían otras ideas. 


En aquel entonces, a nivel de la población se daba un 
hecho muy insólito, Entre diciembre de 1989 y enero de 1990, 
el 80% o el 90% de la población -tal como surge de las 
encuestas- era partidaria de un Gobierno de coalición. Ello 
obedecía a una esperanza colectiva en el sentido de que efec- 
tivamente se pudiera transformar al país. Sin embargo, no se 
daban cuenta de que era imposible lograr un Gobierno de 
coalición que fuera prácticamente la reedición de lo que en su 
momento se denominó Concertación Nacional Programática 
porque, necesariamente, pensamos diferente acerca de algu- 
nos temas, como el de la reforma del Estado. A ese respecto, 
hay dos pensamientos en el país y ello se va a traducir en el 
Senado. 


Aclaro que no realizo esta distinción de acuerdo con el 
resultado de la votación en particular de este proyecto; separo 
los pensamientos según la votación en general del mismo. 


Más allá de los votos que obtengan los diversos capítulos y 
artículos en su discusión en particular, el hecho de acompañar 
O no este proyecto -en definitiva, estar o no de acuerdo con su 
fitosofía intrínseca- es lo que va a indicar un cambio de men- 
talidad, un rocxamen, un análisis crítico y una nueva propues- 
ta de Estado uruguayo. Sin duda, esas fórmulas, esos matices 
que estuvicron sobre la mesa fueron los que llevaron a la 
creación de lo que terminó llamándose Coincidencia Nacio- 
nal, con esa timidez que tienen los uruguayos para avanzar, 
3unque sca hacia un Gobierno de coalición, 


Por supuesto que en las bases del Acuerdo de la Coinci- 
dencia Nacional se mencionaron todos estos puntos. Es decir 
que se habló del ajuste fiscal, del combate a la evasión, del 
aumento de la recs ración a través de una mejor gestión de la 
Dirección General impositiva, de un plan económico y de la 
reforma dei Estado. Asimismo, en lo que tiene que ver con el 
sector público, se habló de ANTEL, PLUNA, Banco de Segu- 
ros del Estado, ANCAP, AFE, ILPE y Administración Nacio- 
nal de Puertos. Las ideas existentes sobre esa materia fueron 
la base del acuerdo que, aceptémoslo, fue muy difícil llevar a 
la práctica. Sin embargo, ahí estaban. Naturalmente, no se le 
iba a pedir la firma al pie a personas de la talla del doctor 
Enrique Tarigo, del doctor Jorge Batlle, del señor Jorge Pa- 
checo Áreco, del profesor Carlos Julio Pereyra o del doctor 
Alberto Zumarán, pero eso estaba presente en la conforma- 
ción de la Coincidencia Nacional. 


Finalmente, Hega la reforma del Estado. Antes de la Sema- 
na Santa -de Turismo, Criolla, de la Cerveza, o como quiera 
denominársela- de 1990, se pone en circulación el primer pro- 
yecto. Por supuesto que era mucho más ambicioso que el 
actual, porque la reforma del Estado ideada por nuestro sector 
político no consiste en privatizar en parte a ÁNTEL; se trata 
de que el Estado sea más eficiente para que logre una serie de 
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objetivos mediante la gestión del Poder Ejecutivo, También 
consiste en darle instrumentos legales para que sus empresas 
funcionen coherentemente y atiendan las necesidades esencia- 
les de la población. Eso habría de lograrse a través de algo 
que es mucho más que el proyecto que hoy estamos conside- 
rando: la Ley de Funcionarios Públicos ya aprobada, este tex- 
to, lo relativo a la Administración Nacional de Puertos y a la 
Administración Nacional de los Servicios de Estiba -que toda- 
vía se encuentra en Comisión- y los proyectos de desmonopo- 
lización de algunos otros sectores. 


Muchas veces se piensa equivocadamente que la presenta- 
ción de este proyecto de ley nos va a inhibir de avanzar con 
energía dentro de otro campo. Quiero señalar que este texto y 
las ideas que lo alientan no coliden para nada con la posibiti- 
dad de que el Estado progrese y se reestructure, tratando de 
perfeccionarse, realizando gestiones de control y buscando la 
desburocratización. El Poder Ejecutivo ha tomado decisiones 
a ese respecto. Por ejemplo, ha creado el PRONADE, ¡Quíén 
no ha elogiado la labor que este Programa Nacional de Desbu- 
rocratización está llevando a cabo! 


En nuestra “Respuesta Nacional” también hablamos de eli- 
minar la duplicación de funciones en distintos organismos, de 
suprimir las vacantes que no correspondan a actividades esen- 
ciales y de una reducción natural del número de funcionarios, 
todo lo cual permitirá mejores remuneraciones reales y el 
retorno a una mayor dignidad y eficiencia en la función públi 
ca. Además, se planteó la racionalización de los controles, 
sustituyendo en lo posible los contralores previos, paralizantes 
y costosos por controles de gestión. 


Queremos señalar muy claramente, señor Presidente, que 
sabemos que la transformación de las empresas públicas no es 
la única reforma necesaria del Estado. Eso es una parte sus- 
tancial, pero no toda la reforma del Estado, Nuestro compro- 
miso es que el Poder Ejecutivo haga lo que esté a su alcance y 
que el Parlamento lleve a cabo lo que a él le compete. 


Entonces, señor Presidente, ese primer texto llevado y traí- 
do, estudiado y trabajado, termina con la remisión de un pro- 
yecto por parte del Consejo de Ministros. 


SEÑOR ASTORI. - ¿Me permite una interrupción, señor 
senador? 


SEÑOR RAFFO. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dn. José Germán Araújo). - Pue- 
de interrumpir el señor senador. 


SEÑOR ASTORI. - Solicité la interrupción simplemente 
para hacer una pregunta muy concreta, a los efectos de ilustrar 
al Cuerpo. 


Una gran parte de la exposición del señor senador Rafío ha 
procurado trasmitir al Senado, todo el tiempo que su sector 
político ha estado dedicado a este tema. Ha habido una abun- 
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dante cita de discursos, propuestas, planes y programas. Inciu- 
sive, en respuesta a una intervención por la vía de interrup- 
ción del señor senador Zumarán, el señor senador se refirió al 
tiempo que hacía que dicho sector se encontraba estudiando el 
problema. Como a veces el tiempo medido en términos mera- 
mente cuantitativos no es un índice de intensidad y de calidad 
de los trabajos, simplemente quería preguntar -lo consulto con 
toda honestidad, porque no lo sé- si dicho sector ha realizado 
durante este lapso -y parto de su origen, es decir, mucho antes 
de la elección, durante el pasado Gobierno- diagnósticos sobre 
cada una de las instituciones involucradas en esta propuesta. 
En tal sentido, desearía saber si ha estudiado, por ejemplo, las 
situaciones de ANTEL, del Banco de Seguros del Estado, de 
ANCAP y de PLUNA y si ha analizado, caso por caso, el 
tema de la reforma del Estado. 


En resumen, me parece importante saber si existen o no 
esos estudios, en la medida en que las realidades de cada una 
de estas instituciones públicas son notoriamente diferentes, 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dn. José Germán Araújo). - Pue- 
de continuar el señor senador Raffo, 


SEÑOR RAFFO. - Quiero aclararle al señor senador Asto- 
ri que los estudios existen. Estos fueron realizados por el Ins- 
tituto “Manuel Oribe”, del Herrerismo y por el Instituto “Váz- 
quez Acevedo”, de Renovación y Victoria. Dichos Institutos 
prepararon nuestros programas, condensando en unas cuantas 
páginas nuestras ideas fundamentales. A tales efectos, trabaja- 
ron con equipos especializados y analizaron individualmente 
todas estas empresas. Por lo tanto, la selección que hemos 
hecho -como objeto para comenzar una transformación esta- 
tal- no es fruto de la improvisación. De la misma manera, 
hemos elegido algunas y desechado otras, reconociendo que el 
Estado debe permanecer en estas últimas. No se nos ocurrió 
pensar, por ejemplo, que el Estado debía retirarse del campo 
de la energía. 


No hemos llegado a estas conclusiones por una lucubra- 
ción teórica. Lo hicimos teniendo la sólida convicción acerca 
de qué es lo que se puede llevar adelante en nuestro país. Pero 
ya habrá tiempo, en la discusión particular de cada uno de 
estos capítulos, para hablar de ello. 


SEÑOR GARGANO. - ¿Me permite una interrupción, se- 
fior senador? 


SEÑOR RAFFO, - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dn. José Germán Araújo). - Pue- 
de interrumpir el seftor senador. 


SEÑOR GARGANO. - Tengo el propósito de hacer una 
aclaración y no una pregunta. 


La intervención que voy a realizar está dirigida a recordar 
que, cuando estuvimos presentes en la Comisión que estudió 


CAMARA DE SENADORES 


C.S.-357 


el tema de las empresas públicas -ello se puede leer en la 
versión taquigráfica- en la oportunidad en que asistió el Direc- 
torio de ANTEL, una de las preocupaciones de varios señores 
senadores fue preguntar al señor Presidente y al señor Gerente 
General del Ente, si tenían claro qué sectores eran suscepti- 
bles de ser privatizados. La respuesta general -que consta en 
el acta, porque fue reiteradamente planteada- fue que se apun- 
taba a tener una disposición general que habilitara dicha pri- 
vatización y que luego se estudiarían aquellas áreas en las que 
ésta fuera posible. Esto contradice, en cierta forma, la afirma- 
ción del señor senador Raffo, en el sentido de que se habían 
hecho estudios previos que determinaban los sectores que de- 
bían privatizarse. 


No pretendo polemizar, sino simplemente dejar constancia 
de algo que es una contradicción objetiva, 


SEÑOR PRESIDENTE (Dn. José Germán Araújo). - Pue- 
de continuar el señor senador Raffo. 


SEÑOR RAFFO. - Nadie dice que la contadora Medero, 
que estuvo presente en esa sesión, o que el señor Juan de la 
Cruz Silveira Zavala, excelentes compañeros y dignos repre- 
sentantes de nuestro Partido en el Directorio de ANTEL, ha- 
yan sido las personas que estuvieron trabajando exactamente 
en ese sector, en el Instituto “Manuel Oribe”. La contadora 
Medero trabajaba en la Oficina de Planeamiento y Presupues- 
to, y por esos conocimientos fue designada Presidenta de 
ANTEL. Por ello, no tenía por qué estar al tanto de los datos 
que ya teníamos. Cuando lleguemos a la discusión particular, 
ya se verá si contábamos o no con ellos, 


SEÑOR DE POSADAS MONTERO. - ¿Me permite una 
interrupción, señor senador? 


SEÑOR RAFFO. - Le concedo una interrupción al señor 
senador de Posadas Montero, pero luego trataré de concentrar- 
me en lo que resta de mi exposición. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dn. José Germán Araújo). - Pue- 
de interrumpir el señor senador. 


SEÑOR DE POSADAS MONTERO. - Quisiera formular 
dos o tres puntualizaciones muy rápidas a raíz de las últimas 
interrupciones que concediera el señor senador Raffo. 


En primer lugar, debemos tener presente que este no es un 
proyecto privatizador; lo que hace -entre otras cosas- es flexi- 
bilizar determinadas estructuras jurídicas. Además, contiene 
normas referidas a otros ámbitos. 


En segundo término, quiero señalar que -como decía el 
señor senador Raffo- los estudios sobre esta materia comenza- 
ron a principios del año 1989. En lo que hace específicamente 
a ANTEL -en este tema puedo hablar con propiedad, porque 
fui encargado de €l en el Instituto “Manuel Oribe”- comenza- 
mos a analizarlo con la colaboración de funcionarios e, inclu- 
sive, de Directores del Ente, durante la administración ante- 
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rior. Hice referencia a eso en una intervención que realicé 

" hace unos días. Asimismo, contamos con un informe hecho 
por el anterior Presidente de ANTEL que -si la memoria no 
me falla. es de los primeros meses de 1990. Esto demuestra 
que hemos trabajado en todos estos temas. 


Es evidente que el avance de estos estudios depende, tam- 
bién, de la existencia de los instrumentos jurídicos. No tiene 
mayor sentido continuar avanzando en los análisis, sin saber 
cuáles son Jos instrumentos jurídicos con los que se cuenta. 


Además de los trabajos mencionados, en la actualidad, 
ANTEL, como es sabido, contrató una consultora que está 
haciendo un extenso diagnóstico de la situación de la empre- 
sa. Ello no significa, necesariamente, que se vaya a concluir 
en una privatización. 


Quiero subrayar el carácter más amplio y no flechado 
«como decía el señor senador Rafío- del proyecto, y la inexis- 
tencia -como parece querer apuntarse- de una suerte de espíri- 
tu de alegre privatización, 


SEÑOR PRESIDENTE (Dn. José Germán Araújo). - Pue- 
de continuar el señor senador Raffo. 


SEÑOR RAFFO. - Desearía que lo que voy a decir a 
continuación no se tomara como una picardía política. Lo 
haré con el más amplio espíritu, a los efectos de reafirmar 
aquello que sosteníamos al principio, es decir que tomamos 
como impulsores de la transformación dei Estado a aquellos 
que voten en general este proyecto. En la otra posición están 
quienes, con todo el derecho del mundo, tienen otra visión y 
presentan otras alternativas, 


Á continuación leeré algunos párrafos de la versión taqui- 
gráfica de la sesión del Consejo de Ministros del día jueves 13 
de setiembre de 1990, en la que, el Poder Ejecutivo, actuando 
como Colegiado, como está previsto en la Constitución, con- 
sideró este tema, lo aprobó por unanimidad y lo remitió al 
Parlamento. Nuestros compañeros de sector y de Partido, 
como Ministros, compartieron, como era lógico, la filosofía 
del proyecto. Pero también estuvieron de acuerdo con él los 
Ministros provenientes de otros sectores, que no eran de nues- 
tro Partido. Voy a dar lectura a algunas expresiones vertidas 
por cada uno de ellos. 


Dijo el señor Ministro de Salud Pública: “No bien recibí el 
anteproyecto, hice las consultas del caso entre los legisladores 
del sector que integro, fundamentalmente, con el doctor Julio 
María Sanguinetti. Y como resultado de esas consultas puedo 
afirmar, en nombre del Foro Balllista, que voy a apoyar esta 
iniciativa con entusiasmo”, 


Agrega otras consideraciones, y termina: “Sí puedo afir- 
mar que el proyecto va a ser entusiastamente apoyado, que se 
comparte, que refleja un cambio de orientación que ha ido 
generándose a lo largo del tiempo dentro del pensar político 
nacional del Partido Colorado, particularmente dentro del sec- 
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tor que integro y que, en consecuencia, desde el punto de vista 
del Foro Balllista, va a haber apoyo”. 


Me adelanto a decir, también, que esto no significa otra 
cosa que decir que hay un apoyo en general al proyecto, y no 
intento entrar en una discusión sobre si vamos a terminar 
votando en conjunto lo relativo a ANTEL -y aspiro a que así 
sea- sino que, simplemente, quería hacer mención a las expre- 
siones vertidas por el señor Ministro de Salud Pública. 


SEÑOR CIGLIUTI. - ¿Me permite una interrupción, señor 
senador? 


SEÑOR RAFFO. - Con mucho gusto, 


SEÑOR PRESIDENTE (Dn, José Germán Araújo). - Pue- 
de interrumpir el señor senador. 


SEÑOR CIGLIUTTI. - El señor senador Raffo hizo referen- 
cia a algunos conceptos que probablemente plantean de distin- 
to modo la posible controversia en torno a este tema, Efecti- 
vamente, eso es lo que deseaba mencionar: la posición del 
Foro Balllista con respecto a la reforma de las empresas públi- 
cas está dada por la actitud del Presidente Sanguinetti durante 
su gestión. Siendo Presidente de la República, envió Mensajes 
al Parlamento que tenían que ver con PLUNA e ILPE, en 
términos casi idénticos y conceptualmente iguales a los que 
están incluidos en este proyecto de ley a estudio del Senado. 
Posteriormente, su representante en el Gabinete, el señor Mi- 
nistro de Salud Pública, votó en el mismo sentido, y nosotros 
también estamos colocados en la misma posición, Quien habla 
y sus compañeros votaron en la agrupación del Partido Colo- 
rado a favor de acompañar en gencral en el Senado este pro- 
yecto de empresas públicas, Tenemos discrepancias en torno a 
alguno de los artículos que lo integran, pero no significa que 
haya sido rectificada la actitud y la conducta del señor Minis- 
tro de Salud Pública. 


SEÑOR RAFFO. - No he dicho eso, señor senador. 


SEÑOR CIGLIUTI. - Su retiro del cargo no obedeció en 
absoluto a estos hechos, sino a otros que han sido expresa- 
mente publicitados, 


Me alegro de formular esta aclaración, porque pienso que 
marca la coherencia de una actitud por parte del Foro Batllis- 
ta, del doctor Sanguinetti y de sus compañeros. 


Muchas gracias, señor senador. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dn. José Germán Araújo). - Pue- 
de continuar el señor senador Raffo. 


SEÑOR RAFFO. - Supongo que el profesor Cigliuti habrá 
advertido que no he hecho referencia al retiro de ningún cargo 
de especie alguna; sólo he mencionado algunas expresiones 
que fueron vertidas, y espero que el Foro Batllista apoye este 
proyecto, tal como se ha comprometido. 
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SEÑOR CIGLIUTI. - El compromiso es con nosotros mis- 
mos, señor senador. í 


SEÑOR RAFFO. - Sabemos que hay algún pequeño esco- 
llo que te impide aprobar la desmonopolización de ANTEL, 
pero no hubo ninguna otra inferencia. 


Dijo el señor Ministro de Vivienda, Ordenamiento Territo- 
rial y Medio Ambiente: “Tal vez, este sea el proyecto de ley 
más importante que este Poder Ejecutivo, que este Gobierno, 
remita al Poder Legislativo. Y digo que también tenemos que 
pensar, porque nos llega el aspecto político, que estamos que- 
brando una larga tradición en el país, donde se nos ha atribui- 
do abandonar los principios del Partido. Lo hacemos con ple- 
na conciencia de lo que estamos haciendo, apoyando calurosa- 
mente esta iniciativa del Poder Ejecutivo, comprometiéndo- 
nos con ella, conscientes de que las épocas son otras”. 


Más adelante, el señor Ministro expresa: “Lo que nos im- 
porta es remarcar nuestra actitud en cuanto al concepto, a la 
ley, a todo lo que abarca este proyecto de ley, y reafirmar que, 
como representantes de la Lista 15 en este Gabinete que senti- 
mos el orguilo de integrar, nos comprometemos a impulsar 
esta iniciativa. 


Por su parte, el Ministro de Industria, Energía y Minería 
dice que apoya calurosamente este proyecto de ley, en su 
nombre, en el de su sector e, inclusive, luego de haber habla- 
do con el señor Jorge Pacheco Areco. 


Decimos esto, señor Presidente, para mostrar que había 
una simetría de pensamiento cuando este proyecto de ley es 
remitido desde el Poder Ejecutivo, actuando en forma colegia- 
da, al Parlamento para que iniciara su estudio. 


En una reunión en la que nos encontrábamos los legislado- 
res del sector con el señor Presidente de la República -pero de 
la cual tenemos documentación- mencionando a algunos de 
los participantes -na voy a decir que fuera el doctor Solari 
porque, quizás, me soliciten otra interrupción- y luego de ex- 
presar el apoyo de diversos Ministros, el doctor Lacalle expre- 
sa un concepto que, desde mi punto de vista, es particular- 
mente importante: “Es decir que se cumplió la famosa misión 
de que el Ministro no es un náufrago que está allí porque se le 
puso, mientras la bancada de su sector, grupo o Partido, tran- 
sita por otra vía. No: se cumplió la labor de un representante 
en un grupo que, al colegializarse el Poder, se convirtió en un 
Órgano multipersonal que opera en función de voluntades co- 
lectivas”, 


Así llegó este proyecto de ley al Parlamento de cuyo cur- 
so, por supuesto, le voy a ahorrar a los integrantes del Cuerpo 
el trámite y las azarosas idas y venidas, porque luego de que 
llegara a Comisión, más o menos, todos sabemos qué es lo 
que sucedió, 


No obstante, deseo hacer algunas consideraciones que no 
puedo dejar de mencionar respecto a este proyecto de ley, 


CAMARA DE SENADORES 


C.S.-359 


tratando de situarnos en una actitud objetiva, retirándonos por 
un momento de la escena, dando un paso atrás y diciendo cuál 
es la reacción de la clase política uruguaya, de todos nosotros 
y de la gente cuando se plantea la reforma del Estado. 


Voy a recordar aquí al escribano Dardo Ortiz que, muy 
risueflamente, con ese fino humor y esa ironía cargada y pica- 
resca que tenía y que desparramaba por los ambulatorios de 
las sesiones de Comisión, solía decir: “La problemática, la 
temática y la sistemática son los tres elementos que componen 
la disparática”, Esto viene a colación por una “disparática” 
situación que enfrentó este Parlamento y que muestra a las 
claras cómo acercarse a transformar el Estado es algo tan 
difícil, 


SEÑOR SANTORO. - Pido la palabra para una cuestión 
de orden, 


SEÑOR PRESIDENTE (Dn. José Germán Araújo). - Tiene 
la palabra el señor senador, 


SEÑOR SANTORO. - Formulo moción para que se pro- 
rrogue el lérmino de que dispone el orador. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dn. José Germán Araújo). - Se va 
a votar la moción formulada. 


(Se vota:) 
-20 en 21. Afirmativa. 
Puede continuar el señor senador Raffo. 


SEÑOR RAFFO. - Agradezco a los compañeros del Sena- 
do. 


Señor Presidente: nunca vi algo más “disparático” -para- 
fraseando al escribano Dardo Ortiz- que el artículo 270 del 
Presupuesto, al que, por primera vez, como legislador, tuve 
que enfrentar el año pasado. Esta norma, en su versión origi- 
nal, se componía de ochenta y nueve líneas que abarcaban dos 
páginas, referentes al Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca. ¿Qué estaba tratando de hacer el Poder Ejecutivo? En 
una apreciación de la realidad, estaba intentando dejar de lado 
el servicio de fumigación aérea de dicha Cartera. No voy a 
entrar a analizar si esto estaba bien o mal, pero sí quiero 
señalar algunos de los resultados de las siete votaciones a que 
dio lugar este artículo: 7 en 14, Negativa; 8 en 14, Afirmativa; 
aplazado por 11 en 14, etcétera. Tuvo un trámite que, por 
supuesto, nunca llegó a la prensa. Se trataba de una pequeña 
actitud que el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca 
deseaba tomar: no privatizar un servicio, sino dejar de ejercer- 
lo; decir, por ejemplo, que se dejaran de lado los tres aviones 
un tanto envejecidos, y darle otra oportunidad de trabajo a los 
cuarenta o cuarenta y dos excelentes funcionarios. 


Entonces, ese intento de que el Estado se liberara de una 
tarea que representaba tan sólo el 10% del abastecimiento del 
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país, Tracasó. Y no estoy haciendo con esto juicios de valor; 
- no deseo recditar la polémica que se suscitó, en oportunidad 
del tratamiento del Presupuesto, y que perdimos, Es con un 
aire de cierto regocijo que quiero mostrar lo difícil que puede 
llegar a ser intentar cambiar algo, como en el caso al que 
aludí del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, en el 
que se entendió que un servicio que abastecía sólo al 10% del 
país y con un costo elevadísimo y para el que había 20, 30 ó 
40 compañías privadas, no debía dejarse de lado, librándolo a 
la empresa privada. No hubo voluntad parlamentaria para mo- 
dificar eso, sino mayorías que entendieron que se trataba de 
algo a lo que se podía aplicar la expresión “No nos moverán”. 
El Servicio de Fumigación Aérea del Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca debía permanecer, Lo único que conse- 
guimos fue cambiar el artículo que indicaba los kilos por 
hectárea, la velocidad del viento y las condiciones necesarias 
para la aplicación de herbicidas, etcétera, etcétera, cosa que 
-por supuesto- correspondía a la reglamentación y no a la ley. 


Traigo esto a colación para señalar que a este senador no 
le asombra, por cierto, el largo trámite que hemos tenido que 
hacer para comenzar el otro día, con el esfuerzo del señor 
senador de Posadas Montero, y continuar hoy con la conside- 
ración del proyecto de ley de Empresas Públicas, con la refor- 
raa del Estado, teniendo en cuenta que ese pequeño artículo al 
que acabo de hacer mención fue el más duramente debatido y 
el que nos hizo gastar más saliva durante el tratamiento del 
Presupuesto Nacional. 


Cuando uno se acerca al tema del Estado, busca en la 
voluntad y en la imaginación colectiva cuáles son los recha- 
zos instintivos que tienen la gente. y a veces también la clase 
política. Espero que el ejemplo que voy a citar al respecto no 
se lome como ótra picardía, ya que lo he utilizado en alguna 
conferencia que he dado antes de que la Intendencia Munici- 
pal de Montevideo incursionara en el tema de la panadería. 
Yo decía que podría haber sido posible en nuestro país que, 
por algún motivo determinado, los uruguayos hubiéramos de- 
cidido -dado que podría ser casi un servicio público que en 
todos los hogares hubiera pan- que el Estado debía ser el 
único que elaborara y distribuyera ese producto. Y en ese 
caso, 20 Ó 30 años más tarde, podríamos haber estado discu- 
tiendo si la “Panestatal” -que así podría llamarse- elaboraba 
un buen o un mal pan, si era costoso O barato, eficiente o 
ineficiente, si debía permanecer o no en manos del Estado, 
etcétera. Lo que tratamos de hacer comprender es que la dis- 
cusión no es la de si el pan es bueno, caro o barato; lo que 
intentamos señalar es que hay temas en los que el Estado no 
debe estar en el inicio. Digo esto con respeto; quizá haya 
quienes entienden que el Estado sí debe estar en la elabora- 
ción del pan. Por nuestra parte, pensamos que no puede llegar 
a eso, y de allí parte nuestro reexamen crítico del Estado. 


Voy a citar otro ejemplo, que es a la inversa del que 
mencioné anteriormente y con respecto al cual estoy seguro 
que la reacción de los uruguayos sería totalmente conservado- 
ra. Me refiero al transporte carretero, concretamente al servi- 
cio de omnibuses interdepartamentales. Se trata de un servicio 
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público brindado con eficiencia por una cantidad de compa- 
fiías privadas, a las que tiene que otorgar permiso, una vez 
pasados todos los controles, el Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas. No he visto a la gente quejarse de esos servi- 
cios. Por el contrario, he escuchado elogios, salva en el caso 
muy particular y puntual de la empresa ONDA. 


Estoy convencido de que se produciría esa reacción con- 
servadora si mañana dijéramos que el servicio de transporte 
carretero debe pasar inmediatamente a manos del Estado. Es- 
toy seguro de que la gente diría que ese servicio tiene que 
quedar como está, porque así está bien. De acuerdo con nues- 
tra mentalidad, los uruguayos pensamos que las cosas están 
mejor como están y que tener un poquito más de audacia que 
la común puede significar dar un paso demasiado grande. 


No tengo duda alguna, entonces, de que en el año 2020 
podríamos estar discutiendo acerca de la elaboración del pan 
y sobre el transporte carretero. 


Hay otro tema al que me quiero referir, porque es ineludi- 
ble que lo haga. Lo he escuchado varias veces y hoy lo señaló, 
una vez más, el señor senador Gargano. Una y otra vez, en las 
polémicas suscitadas con respecto a esta cuestión, se ha pre- 
guntado por qué no podemos hacer empresas eficientes que 
ganen dinero y con ese dinero lograr que haya justicia social, 
más salud, más vivienda y más educación. 


SEÑOR MILLOR. - ¿Me permite una interrupción señor 
senador? 


SEÑOR RAFFO. - Con mucho gusto se la concederé una 
vez que termine de expresar el concepto. 


El señor senador Olazábal manifestaba su temor de que se 
pervirtiera lo que dice el artículo de este proyecta de ley que 
indica que los fondos -si es que los hay- provenientes de 
concesiones de servicios o de la privatización parcial de algu- 
na empresa van a ser destinados a salud, a vivienda y a educa- 
ción, mediante obras concretas como escuelas, liceos, hospita- 
les, capitalización del Banco de Previsión Social, etcétera; 
temía que el Estado se apartara de esos objetivos. 


En síntesis, mi primer concepto es el siguiente: el Estado 
uruguayo -que no es una entelequia, sino todos nosotros- no 
necesita caminos tan tortuosos para hacer lo que tiene que 
hacer; no necesita volverse empresario y ganar dinero -si lo 
hace es, por supuesto, a costa de los consumidores, porque 
está cobrando una tarifa más elevada de la que debería cobrar 
y quizá encubra ineficiencia de su propía gestión- para hacer 
lo que lógicamente debe hacer: repartir lo que pueda y lo que 
asigne en materia de recursos presupuestales a través de los 
impuestos que cobre, volcándolos en salud, vivienda y educa- 
ción. 


Con mucho gusto, concedo una interrupción al señor sena- 
dor Millor. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dn. José Germán Araújo). - Pue- 
de interrumpir el señor senador. 
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SEÑOR MILLOR. - Quiero señalar, en primer término, 
que durante el transcurso de la sesión de hoy no he pedido 
interrupciones para no cortar el hilo argumental de los distin- 
tos expositores, zon los que hemos tenido coincidencias y 
discrepancias. Con respecto a la pieza oratoria del señor sena- 
dor Raffo, tengo unas cuantas coincidencias, pero también 
varias discrepancias. He seguido con mucha atención sus dis- 
quisiciones sobre el conservadurismo intrínseco de los uru- 
guayos, Aparentemente, los uruguayos seríamos partidarios de 
no cambiar nada, por la sencilla razón de que somos proclives 
a mantener todo como está. El señor senador vincula esa ca- 
racterística al tratamiento de esta ley. 


Creo que inclusive existe algún estudio sobre ese conser- 
vadurismo, que no sería sólo de los uruguayos, sino de todos 
los habitantes de América Latina, por nuestras conformacio- 
nes e identidades. 


Al vincular ese concepto a este proyecto de ley, se puede 
incurrir no en una picardía pero sí en una confusión dialéctica, 


Y observemos qué cosas curiosas se dan. Conviviendo en 
el mismo continente, o dentro de los mismos parámetros, hay 
diferencias muy grandes entre tradiciones, formas de ser, na- 
turalczas, etcétera, entre Hispanoamérica y los Estados Uni- 
dos de América. Las diferencias son tremendas, tan tremendas 
que se puede llegar a decir: “Los uruguayos somos intrínseca- 
mente conservadores, nos resistimos a cambiar algo; los nor- 
teamericanos deben ser tremendamente progresistas porque 
quieren cambiar todo, todos los días”. 


Uno de los temas que estamos estudiando en este proyecto 
de ley es la desmonopolización de ANTEL. El Gobierno con- 
trató una Consultoría que no es latinoamericana, sino nortea- 
mericana; se trata de la “Booz Allen $ Hamilton Inc”. Y 
curiosamente, esta Consultoría recomienda mantener cl mono- 
polio de ANTEL, por lo menos en un 80% de las actividades 
que brinda. Quiere decir que no somos los conservador” s uru- 
guayos, sino los progresistas norteamericanos los que reco- 
miendan no desmantelar el monopolio de ANTEL. Y no lo 
hacen por razones de tradición histórica, de ascendencias o 
descendencias, o por el hecho de ser más progresistas o con- 
servadores; lo hacen en función de un estudio especializado 
-que debe haber costado una buena cantidad de dólares al Go- 


bierno uruguayo- que los lleva a la conclusión -que nada tiene” 


que ver con el conservadurismo o el progresismo- de que en 
un país pequeño como éste no pueden convivir dos empresas 
telefónicas brindando el mismo servicio. Por lo tanto, reco- 
miendan mantener el monopolio; la Consultoría no se expide 
sobre si este monopolio debe ser público o privado. 


Entonces, créame el señor senador Raffo que cuando la 
“Cruzada 94” se inclina por defender el monopolio estatal de 
los servicios telefónicos, en virtud de estos argumentos y de 
otros que desarrollaremos más adelante, no lo hace por un 
problema de conservadurismo. Lo hace, pura y exclusivamen- 
te, por coincidir en cuanto a que solamente en régimen de 
monopolio se pueden brindar estos servicios. Además, si nos 
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parecen malos algunos monopolios públicos, también nos pa- 
rece nefasto, desastroso y pernicioso cualquier tipo de mono- 
polio privado. Tanto en el Derecho comparado, como en dis- 
cusiones históricas de mi país, he escuchado argumentos a 
favor y en contra de los monopolios estatales; pero nunca en 
mi vida he oído -tampoco en ninguna campaña electoral, ni lo 
he leído en ningún lado- que alguien sea partidario, al menos 
en el Uruguay -no sé si en el mundo- de algún monopolio 
privado. Observe el señor senador que esto no lo decimos 
nosotros, los conservadores uruguayos; lo dicen los progresis- 
tas norteamericanos, 


Agradezco mucho al señor senador Raffo la interrupción 
que me ha concedido. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dn. José Germán Araújo). - Pue- 
de continuar el señor senador Raffo. 


SEÑOR RAFFO. - Lo que dicen los progresistas america- 
nos en ese estudio es que sería conveniente que se mantuviera 
el 80% de un monopolio y se refieren a ANTEL porque se 
trata de esa empresa. Eso no quiere decir “Manténgase el 
monopolio de ANTEL”. Simplemente significa que hay una 
Consultoría que opina que ANTEL o la empresa que pudiera 
existir -si es que existe, porque este proyecto no establece 
“Colóquese un cartelito en la puerta de ANTEL que diga: se 
vende, se alquila o se hacen concesiones aquí. Golpear en el 
primer piso”- tendría que mantener ese 80% del monopolio. 
Este proyecto sólo posibilita transformaciones políticas para 
que el régimen de telecomunicaciones, que queda en manos 
del Estado uruguayo y del cuál éste no se desprende, pueda 
ejercerse de una u otra manera. La empresa americana opina 
que en el mercado uruguayo, potencialmente, si hay una em- 
presa que opera, para que le sea redituable tendrá necesaria- 
mente que tener el 80% de los servicios, Puede tratarse de 
ANTEL, de la empresa que aquí se puede crear con un 40% 
de capital accionario de ANTEL o de ninguna otra, si es que 
nadie quiere ingresar. 


Como las disquisiciones intentaban introducir algunos di- 
ferentes ángulos de visión, tratando de escapar de los esque- 
mas ideológicos -en que se ha incurrido muchas veces durante 
la consideración de este tema- aterrizo en este proyecto de 
ley. Nosotros decíamos que este proyecto no constituye toda 
la reforma del Estado que pretendíamos impulsar; forma parte 
de una serie de transformaciones que el Gobierno estima que 
deben hacerse y -creo haberlo demostrado- han estado siem- 
pre en su pensamiento durante las conversaciones prelimina- 
res a la Coincidencia Nacional. Consideramos necesario que 
esas transformaciones operen sobre la realidad de nuestro 
país, pero no pensando en esos fantasmas -en que parece pen- 
sarse- de que beneficiaran a alguna empresa extranjera, sino 
justamente pensando en que la totalidad de las energías se 
vuelquen hacia donde deberían dirigirse: en beneficio de la 
sociedad uruguaya en su conjunto, Ese es el pensamiento que 
guía al proyecto. Detrás está el hecho de que hemos constata- 
do, a lo largo y ancho del país, en virtud de una experiencia 
singular, pragmática y muchas veces fatigosa -por cierto- ca- 
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rencias esenciales que no pueden ser atendidas, Consideramos 
que el Estado uruguayo debe aligerarse de ropas en un doble 
sentido: hacerlo para poder dedicar la totalidad de sus ener- 
gías a esos fines y cometidos esenciales; y, por otro lado, para 
situar a sus empresas en cierto grado de competitividad y 
exigencia de cara a algo que se nos viene encima, que es el 
MERCOSUR. Parecería sin sentido votar un margen de ínte- 
gración expresando: “Votamos la integración, pero seguimos 
con un pesado aparato estatal cargado de ineficiencia y buro- 
cracia”; y al que muy mal le va a ir si pretende competir. 


Creo que el Capítulo VI de las “Disposiciones Especiales” 
marca claramente esa filosofía; ha estado siempre bajo sospe- 
cha. 


Si se observan las versiones taquigráficas se podrá com- 
probar que las pocas veces que se ha hablado del tema, se ha 
esbozado siempre una sospecha. Parece que no se quiere creer 
que el Gobierno afirme: “Si en virtud de este proyecto de 
transformación de las empresas -no de venta, liquidación o 
privatización de ellas, puesto que se crea un marco jurídico 
especíal para algunas- en el día de mañana se generan ingre- 
sos para el Estado uruguayo, ya que se realiza la concesión de 
algunos servicios a particulares y éstos pagan por la misma -o 
sea que se trata de una empresa de economía mixta donde hay 
participación estatal, de los funcionarios y también de empre- 
sas nacionales o extranjeras, según como se integre de acuer- 
do con las posibilidades que se dan y si alguien paga por ello- 
esos ingresos no serán tirados al río. Esos ingresos, señor 
Presidente, que están taxativamente especificados van a ir a la 
salud, a través de la construcción de hospitales; a la Enseñan- 
za, mediante la construcción de escuelas y liceos; y a la Segu- 
ridad Social, en virtud de la capitalización del Banco de Pre- 
visión Social. Sin embargo, este tema siempre está bajo sospe- 
cha. No se quiere creer o entender que ésa es la manera de 
cerrar la brecha y docir -como manifestaba días pasados el 
señor senador de Posadas Montero-: “Los bienes del Estado, 
para los males del país”. 


Para nosotros es mucho más útil, señor Presidente, que el 
Estado no pesque y que tenga más escuelas y liceos o que 
pueda ser transformada la naturaleza jurídica con la cual se va 
a manejar ANTEL, manteniendo siempre en la mano -lo reíte- 
ro una vez más- la política de telecomunicaciones y de nave- 
gación aérea, pero concediendo la posibilidad de que ellas 
accedan a la tecnología y al capital necesarios para desarro- 
ltarse. También nos parece mucho más importante un poco 
menos de presencia estatal en esas áreas y un poco más de 
salud a través de la construcción de hospitales, así como un 
poco más de capitalización al Banco de Previsión Social, por- 
que todos sabemos que el sistema de Seguridad Social está 
insumiendo cada vez un porcentaje mayor del Producto Bruto 
Interno, Esto tiene relación con algo que no había terminado 
de reseñar -y discúlpeseme la digresión- que era eso tan mani- 
do respecto de por qué razón vamos a vender empresas que 
ganan dinero, cuando sabemos positivamente que el hecho de 
ganar dinero no es, precisamente, sinónimo de eficiencia. Con 
esto no quiero pasar la cuenta a nuestra Presidenta de 
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ANTEL, que quizá nos esié escuchando. Muchas veces es ne- 
cesario tener muy claro que la ganancia de la empresa pública 
proviene, sin lugar a dudas, de los bolsillos de los consumido- 
res, por medio de una tarifa que no es la correcta, En conse- 
cuencia, si ANTEL gana dinero es porque se está cobrando de 
más al usuario. Hoy señalábamos que no es necesario recorrer 
un camino tan tortuoso para que el Estado cumpla con sus 
cometidos esenciales y específicos, 


Reitero que, a nuestro juicio, el Estado no debe colocarse 
en el lugar de un empresario, para que mediante ese sistema 
pueda obtener recursos de la comunidad y volcarlos a otro 
destino. Si el Estado quiere hacer transferencias de recursos 
de un sector a otro, dispone de una manera más sencilla, es 
decir, a través de una reforma tributaria o por medio de la 
extracción directa de aquellos -mediante una ley adecuada de 
Presupuesto- para luego volcarlos donde desee, 


SEÑOR ASTORI. - ¿Me permite una interrupción, señor 
senador? 


SEÑOR RAFFO. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dn. José Germán Araújo). - Pue- 
de interrumpir el sefíor senador. 


SEÑOR ASTORL - Supongo que se espera que futuras 
compañías que se beneficien con la privatización de servicios 
públicos -aunque sé que este término no agrada al señor sena- 
dor Raffo- habrán de ganar dinero porque, de lo contrario, tal 
como lo señalaba el señor senador de Posadas Montero, no se 
harán cargo de ellos. Se ha dicho que se trata de privatizar o 
no determinados servicios rentables. Pienso que esa afirma- 
ción es acertada. Concretamente, si se da el caso que estamos 
planteando, quisiera saber de dónde provendrán las ganancias 
de las futuras compañías privadas -y, además, agregaría ex- 
tranjeras- que prestarán servicios públicos, ¿Acaso serán los 
bolsillos de tos consumidores Jos que habrán de financiar las 
ganancias de estas compañias? 


Muchas gracias por la interrupción. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dn, José Germán Araújo). - Pue- 
de continuar el señor senador. 


SEÑOR RAFFO. - Naturalmente, una cosa no se aparta de 
la otra. Quizá no se trate de que ANTEL sea una empresa 
eficiente, sino que el potencial de desarrollo que posee es lo 
que puede transformarla en una empresa “apetitosa” en el 
mercado, por decirlo de algún modo. Este aspecto es el que 
puede tener interés para un inversor. Estamos hablando de una 
inversión de U$S 200:000.000, que tendrán como fin desarro- 
llar ese potencial mínimo. Obviamente, el Estado uruguayo no 
dispone de esa suma y tampoco tiene de donde obtenerlas. 
Además, no puede aumentar las tarifas cuatro o cinco veces y 
decir al ciudadano uruguayo que lo hace porque tiene que 
invertir en ANTEL, para que el año 2.000 no lo tome despre- 
venido, y desarrollar este organismo plenamente. El hecho de 
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ES 


que se tenga que capitalizar a ANTEL, para lo cual se requie- 
ren U$S 200:000.000, no es argumento suficiente, 


Entonces, lo atractivo de ANTEL no se relaciona con la 
eficiencia o no que pueda tener hoy, ni tampoco con el dinero 
que gana en la actualidad, sino que tiene que ver con su 
potencialidad de desarrollo como empresa de telecomunica- 
ciones. 


Por otra parte, no existe ningún contrasentido, Por supues- 
to que si una empresa se instala en nuestro país y gana dinero, 
éste va a surgir de los consumidores, pero si lo pierde, ella 
será la que se verá afectada, Nosotros no deseamos que suce- 
da lo que ha ocurrido históricamente, es decir, que cuando una 
empresa pierde dinero sea porque Uruguay se adentró en una 
aventura empresarial que no era necesaria. Aquí no estamos 
diciendo que hay que poner un letrero de liquidación a todo el 
Estado uruguayo; en ningún momento he leído esto en el 
proyecto de ley; no he encontrado ningún cartelito que diga 
“Se Vende”. 


SEÑOR MILLOR. - ¿Me permite una interrupción, señor 
senador? 


SEÑOR RAFFO. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dn. José Germán Araújo). - Pue- 
de interrumpir el seftor senador. 


SEÑOR MILLOR. - Aclaro que seré muy breve, En reali- 
dad, he solicitado esta imerrupción con suma violencia, ya 
que no es de estilo parlamentario incurrir en este procedi- 
miento cuando al orador se le agota el tiempo reglamentario, 


Si me permite, quisiera señalar al señor senador Rafío que 
está contradiciendo lo que señalan las propias autoridades de 
ANTEL, Este es el motivo por el cual he solicitado la inte- 
rrupción, 


La aventura empresarial Hamada ANTEL ha dado lugar, 
en el correr de los años, a que Uruguay sea el país que tiene 
más teléfonos por habitante en América Latina. Además, creo 
que es la Nación que comparativamente tiene la tarifa de 
teléfonos más barata del mundo. Esto significa que en la rela- 
ción de números de teléfonos por habitante y en lo que tiene 
que ver con el costo de la tarifa, Uruguay está muy bien 
ubicado; y esto lo digo con orguilo nacional. Sé que los uru- 
guayos somos “protestones”, además de conservadores. Natu- 
ralmente, cuando me llega la cuenta telefónica, protesto pero, 
francamente, cuando comparo las facturas de ANTEL con las 
de otras compañías de diferentes partes del mundo y cuando 
cotejo la cantidad de teléfonos que tiene nuestro país por 
habitante en relación con otros de América Latina -y también 
fuera de ella- la protesta se torna más bien en agradecimiento 
a esa aventura empresarial a la que se ha referido el señor 
senador Raffo. Podríamos relatar -y en su momento lo vamos 
a hacer- el caso de otras aventuras más recientes, como por 
ejemplo, la de Argentina, que so pretexto de mejorar el servi- 
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cio ha incrementado las tarifas, sin obtener ningún beneficio 
para el usuario. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dn. José Germán Araújo). - Pue- 
de continuar el señor senador Raffo. 


SEÑOR RAFFO. - Ya sabemos que Argentina va a ser 
tema de discusión, en su momento; pero, de todas maneras, 
quiero decir al señor senador Millor -sin tratar de abrir una 
polémica- que tenemos, por un lado, la teoría y, por otro, la 
realidad. Esta última nos indica que día a día, y en una síitua- 
ción que no es la que un legislador puede considerar normal, 
recibimos personas en nuestro despacho que nos piden que les 
consigamos un teléfono. Además, cuando hemos tenido oca- 
sión de recorrer el interior del país, comprobamos que muchas 
localidades se encuentran verdaderamente desesperadas por 
los horribles sistemas de comunicación que tienen. Asimismo, 
hay lugares en los que la comunicación con la capital departa- 
mental o con Montevideo demora entre cuatro o cinco horas. 


Entonces, más allá de la maravilla que sea o parezca ser 
ANTEL, creo que tiene serias carencias y deficiencias. Digo 
esto dejando a un lado lo que señalan los números, lo que 
demuestra la realidad y lo que se constata al hablar con la 
gente. 


Para terminar, señor Presidente, señalamos que lo que he- 
mos presentado es algo coherente con lo que ha sido nuestro 
pensamiento político desde hace muchos años. Siendo cohe- 
rentes con ese pensamiento político, hemos realizado un exa- 
men crítico del Estado uruguayo y a la luz de ello se han 
presentado determinados proyectos de ley; hablo en plural 
porque éste es uno de ellos, es decir, una parte del paquete. 
Siendo coherentes con ese pensamiento, hemos edificado las 
bases de lo que dio en llamarse la Coincidencia Macional. 
Siendo coherentes con ese pensamiento, hemos recibido el 
aporte -muy importante, por cierto- de otras fuerzas políticas 
en la Comisión correspondiente y posteriormente en los largos 
cabildeos que han tenido lugar durante las dos últimas sema- 
nas. Este aporte muchas veces quizá haya terminado mejoran- 
do el proyecto. Reconociendo nuestra voluntad manifiesta de 
ir en esa dirección, sabiendo que quizá no recoje el 100% de 
nuestras aspiraciones, y que la realidad política, en algunos 
casos, acota las aspiraciones que tenemos y les brinda un poco 
más de realismo y habiendo tratado de ir al encuentro de la 
mayor cantidad de posiciones -y por eso decía que separaba 
las aguas entre quienes íbamos a votar este proyecto de ley en 
general y quienes lo harán en contra, con sobrados argumen- 
tos- nosotros estamos propendiendo a la transformación de 
nuestro país. 


Señor Presidente: lamento mucho que todos aquellos seño- 
res senadores que expresarán su voluntad levantando la mano 
para aprobar el proyecto en general, no lo hagan en todos y 
cada uno de los Capitulos porque creo que, al fin de cuentas, 
no era tanta la distancia que nos separaba a unos de Otros. 


Por todas estas razones y por la importancia que para 
nosotros tiene este tema, vamos a volar con total convicción 
este proyecto. 
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Mucbas gracias, señor Presidente. Boix, Cassina, Cigliuti, de Posadas Montero, Gargano, 


Irurtia, Millor, Raffo, Santoro y Urioste). 
7) CUARTO INTERMEDIO 


DR. GONZALO AGUIRRE RAMIREZ 
SEÑOR PRESIDENTE (Dn. José Germán Araújo). - Ha- 


Presidente 
biendo finalizado su intervención el señor senador Raffo, el 
Senado pasa a cuarto intermedio hasta el día martes a la hora Dr. Juan Harán Urioste 
16. Dn. Mario Farachio 
Secretarios 


(Así se hace, a la hora 20 y 56 minutos, presidiendo el 
señor senador Araújo y estando presentes los señores Dn. Jorge Peluffo Etchebarne 
senadores Abreu, Astori, Blanco, Bouza, Bruera, Cadenas Director General del Cuerpo de Taquígralos 
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